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SENTENCIA DE FECHA 2 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Tribunal superior de Tierras, de fecha 
19 de noviembre de 1962. 

Materia: Tierras (Reclamación de Terrenos). 

gecurrente: Rosa Angélica Reyes de Valdez. 
Abogados: Dres. Víctor Ml. Mangual, Juan Luperón Vásquez y 

Rafael A. Sierra. 

Recurrida: Atila Coiscou de Barinas. 
Abogado: Dr. Hipólito Sánchez Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Alfre-
do Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Pedro María Cruz y Rafael Richiez Sa-
viñón, asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, 
Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de octubre de 1963, 
años 120' de la Independencia y 101' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosa An-
gélica Reyes de Valdez, dominicana, mayor de edad, de 
quehaceres domésticos, con cédula No. 709, serie 2, domi-
ciliada en la sección "Najayo Arriba", municipio de San 
Cristóbal, contra sentencia dictada por el Tribunal Supe-
rior de Tierras, el 19 de noviembre de 1962, cuyo disposi-
tivo se copia en otro lugar del presente fallo; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Rafael A. Sierra, cédula No. 19047, serie 

2, por sí y en representación de los doctores Víctor Manuel 
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Mangual, cédula No. 18900, serie 1 1  y Juan Luperón Vás-
quez, cédula No. 24229, serie 18, abogados de la recurren-
te, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. César Lara Mieses, cédula No. 17239,. serie 
47, en representación del Dr. Hipólito Sánchez Báez, cé-
dula No. 32218, serie 18, abogado de la parte recurrida, 
Atila Coiscou de Barinas, dominicana, mayor de edad, do-
miciliada en la casa No. 70 de la Avenida Constitución de 
San Cristóbal, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de la recurrente, depositado en la secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el 18 de enero de 1963; 

Visto el memorial de defensa de fecha 16 de febrero 
de 1963, suscrito por el abogado de la recurrida; 

Vistos los escritos de ampliación tanto de la recurren-
te como de la recurrida; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 2262 reformado del Código 
Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
del saneamiento catastral de la Parcela No. 654 del Distri-
to Catastral No. 3 del municipio de San Cristóbal, el Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original dictó una senten-
cia el 8 de junio de 1962, cuyo dispositivo es el siguiente: 
`Parcela No. 654: Area: 4 Has., 36 As., 15 Cas.: Primero: 
Se rechaza, por improcedente y mal fundada, la reclama-
ción que sobre la totalidad de esta parcela y sus mejoras 
ha formulado la señora Rosa Angélica Reyes de Valdez; y, 
Segundo: Se ordena el registro del derecho de propiedad 
de esta parcela y sus mejoras, en favor de la señora Atila 
Coiscou de Barinas, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, cédula No. 5313, serie 2, domici• 

  

liada y residente en la Avenida Constitución, San Cristó-
bal"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por 
la ahora recurrente, el Tribunal Superior de Tierras dictó 
el fallo impugnado en casación, cuyo dispositivo es el que 
se transcribe: "Falla: Primero: Se admite en la forma y 
se rechaza en el fondo, el recurso de apelación interpuesto 
en fecha 21 de junio de 1962, por los doctores Víctor Ma-
nuel Mangual, Juan Luperón Vásquez y Rafael A. Sierra 
C., a nombre de la señora Rosa Angélica Reyes de Valdez, 
contra la Decisión No. 124 dictada por dl Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original, en fecha 8 de junio de 1962, 
en relación con la Parcela No. 654 del Distrito Catastral 
No. 3 del Municipio de San Cristóbal; Segundo: Se confir-
ma, con la modificación indicada en los motivos de esta 
sentencia, la Decisión recurrida, cuyo dispositivo, en lo 
adelante, regirá de la siguiente manera: 'Parcela No. 65: 
Superficie: 4 Has., 36 As., 15 Cas. Primero: Que debe re-
chazar, como al efecto rechaza, por improcedente y mal 
fundada, la reclamación que sobre la totalidad de esta 
parcela y sus mejoras ha formulado la señora Rosa Angé-
lica Reyes de Valdez, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, cédula No. 709, serie 2, domi-
ciliada y residente en la sección de "Najayo Arriba" del 
municipio de San Cristóbal; y, Segundo: Que debe ordenar, 
como al efecto ordena, el registro del derecho de propiedad 
de esta parcela y sus mejoras, en favor de la señora Atila 
Coiscou de Barinas, dominicana, mayor de edad, casada, 
de quehaceres domésticos, cédula No. 5313, serie 2, domi-
ciliada y residente en la Avenida Constitución, de la ciudad 
de San Cristóbal; y el registro de unas mejoras consisten-
tes en un bohío de madera, en favor de la señora Rosa 
Angélica Reyes de Valdez, de generales anotadas, las cua-
les quedan regidas por la última parte del artículo 555 
del Código Civil; Se ordena al Secretario del Tribunal de 
Tierras, que una vez recibidos los planos definitivos de 
esta parcela, preparados por el Agrimensor Contratista y 
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Mangual, cédula No. 18900, serie 1 1  y Juan Luperón Vás-
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berado y vistos los artículos 2262 reformado del Código 
Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
del saneamiento catastral de la Parcela No. 654 del Distri-
to Catastral No. 3 del municipio de San Cristóbal, el Tribu-
nal de Tierras de Jurisdicción Original dictó una senten-
cia el 8 de junio de 1962, cuyo dispositivo es el siguiente: 
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debidamente aprobados por la Oficina Revisora de Men-
curas Catastrales, y transcurrido el plazo de dos meses 
acordado por la Ley para recurrir en casación contra esta 
sentencia, sin que este recurso haya sido interpuesto, pro-
ceda a la expedición del correspondiente Decreto de Re-
gistro"; 

Considerando, que la recurrente invoca en apoyo de 
su recurso un solo medio de casación, divido en las si-
guientes ramas: "desnaturalización de los hechos.— Vio-
lación del artículo 2262 del Código Civil.— Falta, carencia 
e insuficiencia de motivos.— Violación al principio gene-
ral sobre la prueba.— Falta de base legal"; 

Considerando que reunidas la primera, segunda y cuar. 
ta rama del medio de casación indicado, la recurrente aiega 
fundamentalmente: a) que los distintos elementos de juicio 
sometidos al Tribunal han sido desnaturalizados, mediante 
la selección de declaraciones complacientes y divorciadas 
de la verdad de los hechos respecto de la posesión y la 
prescripción; lo que ocurre cuando el Tribunal Superior de 
Tierras desecha la declaración del testigo Maximilien Fe-
brillet, demostrativa de que la recurrente tenía una po-
sesión de más de cuarenta y nueve años en la parcela, y 
en las condiciones exigidas por la ley para prescribir; b) 
que Manuel Valdez no probó una posesión con los carac-
teres señalados por el artículo 2229 para poder adqurir 
por prescripción; e) que la violación del artículo 1315 
del Código Civil, resulta de las circunstancias de ha_ 
berse desechado sin razón jurídica, la posesión invocada 
por la recurrente como fundamento de su derecho de pro-
piedad por prescripción; pero, 

Considerando que la ponderación de la prueba que re-
sulta de una información testimonial, cuando no ha sido 
desnaturalizada como en la especie, está abandonada en 
cuanto a su pertinencia, a la convicción moral de los jue-
ces del fondo, quienes en tal virtud pueden excluir deter-
minados testimonios para aceptar otros que les merecen fe,  

por su seriedad, coherencia y consistencia; que en tal vir-
tud, se hace notar, que el Tribunal a-quo comprobó sobe-
ranamente, todo lo concerniente a la posesión alegada por 
la recurrida, y al proceder así los jueces del hecho, no in-
currieron en ninguna de las violaciones señaladas; 

Considerando, finalmente, que la recurrente alega, que 
el fallo impugnado adolece de los vicios de falta, carencia 
e insuficiencia de motivos, y de base legal, en razón de que 
"el motivo cuarto de dicho fallo es contradictorio, al deci-
dir que la recurrida es la continuadora jurídica de los de-
rechos de su causante, comportándose como dueña exclu-
siva de la parcela, cuando en dicho considerando los jueces 
admitieron previamente, que la recurrente tenía en la par-
cela una posesión de más de cuarenta años, con las condi-
ciones señaladas en el artículo 2229 de Código Civil; que 
la indicada sentencia no contiene una motivación suficiente 
que justifique el rechazo de esa prescripción, y que adole-
ce además, de una exposición insuficiente de los puntos de 
hechos y de derecho, que permitan a la Suprema Corte 
de Justicia, verificar si la Ley ha sido bien o mal aplica-
da"; pero, 

Considerando, que de la simple lectura del motivo cri-
ticado por la recurrente, se advierte, que en ningún mo-
mento los jueces del fondo han reconocido en provecho de 
la recurrente una posesión a título de propietaria y con 
las demás condiciones exigidas por la Ley para prescribir, 
que por el contrario, en ese motivo consta textualmente: 
"las pruebas testimoniales vertidas en el plenario corrobo-
ran las afirmaciones hechas por la apelante, en el sentido 
de que ella ocupó la parcela por espacio de más de cua-
renta años y realizó allí trabajos de agricultura, pero tam-
bién es cierto, que de tales pruebas se desprende que esa 
ocupación fue iniciada por su esposo Manuel Arturo Val_ 
dez, quien según la propia confesión de la apelante, fue 
quien .hizo la parcela (ver página No. 11 de las notas este- 
nográficas de Jurisdicción Original); que esta .cirounstan- 
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cia queda corroborada por el hecho de ser éste, (el esposo) 
como se ha dicho el adquiriente de esa parcela"; que al ra-
zonar así los jueces del fondo, lejos de incurrir en las 
contradicciones argüidas, están definiendo la posesión re-
clamada en el terreno por la recurrente como precaria, y 
reafirmando el derecho de propiedad del causante de la 
recurrida; 

Considerando, por otra parte, que de la sentencia im-
pugnada resulta, que la parcela le fue adjudicada a la re-
currida, en virtud del efecto traslativo de propiedad de la 
documentación auténtica por ella aportada al saneamiento; 
y en consecuencia, examinando dicha sentencia en ese as-
pecto, la misma revela, que contiene motivos suficientes, 
pertinentes y congruentes que justifican plenamente su dis-
positivo; así como una exposición completa de los hechos 
y circunstancias de la causa, que han permitido a la Su-
prema Corte de Justicia verificar, que en el presente caso 
se ha hecho una correcta aplicación de la ley; que en tales 
condiciones, el medio de casación que se examina carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rosa Angélica Reyes de Valdez, con-
tra sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, 
de fecha 19 de noviembre de 1962, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo: Con-
dena a la recurrente al pago de las costas, con distracción 
en provecho del Dr. Hipólito Sánchez Báez, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pausas. 

Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Pedro María Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.—Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pausas. 

Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García de Pe-

ña.— Pedro María Cruz.— Rafael Richiez Savifión.—Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia: Suprema Corte de Justicia de fecha 4 de octubre de 
1963, como Tribunal Especial. 

Materia: Correccional (Golpes causados por imprudencia) 

Prevenido: Dr. Rafael Miguel Rodriguez Sosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Alfredo 
Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex A. 
García de Peña, Luis Tavárez, Pedro María Cruz, y Ra-
fael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, en 
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo 
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 4 del mes de octubre 
de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como tribunal correccio-
nal, y en única instancia, la presente sentencia; 

En la causa correccional que se le sigue al Dr. Rafael 
Miguel Rodríguez Sosa, dominicano, Diputado al Congre-
so Nacional, casado, médico, de 32 años de edad, domicilia-
do en el tercer piso de la casa No. 6 de la calle Sánchez 
de esta ciudad, Cédula No. 8489, serie 24, prevenido de 
golpes por imprudencia causados con el manejo de un ve-
hículo de motor, en perjuicio del menor Miguel Angel Vi-
loria; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al prevenido en sus generales de ley; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca, en la exposición de los hechos; 
Oído el Secretario en la lectura de los documentos del 

expediente; 
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Oídas las declaraciones de los testigos Miguel Angel 
Viloria, Luis Antonio Santos, Pedro Matos y Luis Villa-
mán, quienes, a excepción del primero, por tener 9 años 
de edad, prestaron el juramento de "decir toda la verdad 
y nada más que la verdad"; 

Oído el interrogatorio del prevenido; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

AUTOS VISTOS: 

Resulta que en fecha 5 de julio de 1963, el Magistra-
do Procurador General de la República, apoderó a la Su-
prema Corte de Justicia, del hecho puesto a cargo del Di-
putado Rafael Miguel Rodríguez Sosa, de haber violado 
la ley 5771 de 1961, en perjuicio del menor Miguel Angel 
Viloria, por haberle causado golpes por imprudencia, con el 
manejo de un vehículo de motor; 

Resulta que por auto de fecha 15 de julio de 1963, el 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, fijó la audien-
cia del martes 27 de agosto de ese mismo año, para co-
nocer de la referida causa; 

Resulta que ese día tuvo lugar en audiencia pública, 
la vista de la causa, y en ella fueron oídos los testigos y 
el prevenido, y concluyó el Ministerio Público, en la forma 
antes expresada, aplazándose el 'fallo para una próxima 
audiencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado; 

Considerando que en la instrucción de la causa quedó 
establecido: que siendo aproximadamente las 2 de la tar-
de del 19 de junio de 1963, mientras el jeep placa 22080, 
conducido por el prevenido, era empujado por varias per-
sonas tratando de que encendiera el motor, el menor Mi-
guel Angel Viloria, quien espontáneamente se puso a em-
pujar, trató, sin ser visto por el prevenido, de subir al jeep 
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por la parte de atrás, en el momento en que dicho vehícu-
lo arrancó, cayéndose al pavimento y ocasionándose lace-
raciones en distintas partes del cuerpo que curaron antes 
de 10 días; que, en tales condiciones, el prevenido no ha 
cometido ninguna falta que comprometa su responsabilidad 
penal; 

Por tales motivos y vistos los Arts. 67 inciso 1 de la 
Constitución y 191 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, que copiados textualmente expresan; 

CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DOMINICANA 

Art. 67, inciso 1.— "Conocer en primera y última ins-
tancia de las causas seguidas al Presidente y al Vicepresi-
dente de la República, a los Senadores, Diputados, Secreta-
rios de Estado, Subsecretarios de Estado, Jueces de la Su-
prema Corte de Justicia, Procurador General de la Repú-
blica, Jueces y Procuradores Generales de las Cortes de 
Apelación, Abogado del Estado ante el Tribunal de Tierras, 
Jueces del Tribunal Superior de Tierras y a los miembros 
del Cuerpo Diplomático; 

CODIGO DE PROCEDIMIENTO CRIMINAL: 

Art. 191.— "Si el hecho no se reputare delito ni con-
travención de Policía, el tribunal anulará la instrucción, 
la citación y todo lo que hubiere seguido, descargará al 
procesado y fallará sobre las demandas de daños y per-
juicios" ; 

FALLA: 

Primero: Descarga al prevenido Dr. Rafael Miguel Ro-
dríguez Sosa, del delito que se le imputa, por no haberlo 
cometido; y 

Segundo: Declara las costas de oficio.— 
1Firmados): 	Milcíades Duluc. — Alfredo Con- 

de Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María 
Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General., que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 
fecha 6 de mayo de 1963. 

Materia: Correccional (Violación de Propiedad y Devastación). 

Recurrente: Maximino Mesa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Ber-
gés Chupani, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez 
Tavárez, Pedro María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 7 de octubre de 1963, años 120' de la Indepen-
dencia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maxi-
mino Mesa, dominicano, de 76 años de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado en Cambita Sterling, Sección del Mu-
nicipio de San Cristóbal, cédula 10129, serie 2, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de San Cristóbal el día 13 de junio 
de 1962 y notificádale al recurrente, el día 6 de mayo de 
1963, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Se declaran regulares y válidos en, cuanto a la forma, los 
recursos de apelación interpuestos por los inculpados Be-
nito Jiménez (Amor) y Ramón Corporán Figuereo y el 
Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, por 
haberlos intentado dentro de los plazos legales y llenando 
las formalidades procedimentales; SEGUNDO: Se revoca 
la sentencia objeto de los presentes recursos de alzada y  

obrando por propia autoridad y contrario imperio se des-
carga a los prevenidos Benito Jiménez (Amor) y Ramón 
Corporán Figuereo, por no haber cometido los hechos que 
se les imputani TERCERO: Se rechazan las conclusiones de 
la parte civil constituida Maximino Mesa, por improceden-
tes y mal 'fundadas; CUARTO: Se condena a la parte civil 
constituida Señor Maximino Mesa, al pago de las costas ci-
viles de ambas instancias, distrayéndolas en provecho del 
Doctor Víctor H. Zorrilla, quien afirmó haberlas avanzado 
en su totalidad"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Víctor H. Zorrilla G., cédula 22992, serie 

23, abogado interviniente, en la lectura de sus conclu-
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la corte a-qua, en fecha 8 de mayo de 1963, a 
requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 4 del corriente mes de 
octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, por medio del cual integra en su calidad de 
Presidente, la indicada corte, para la deliberación y fallo 
del presente recurso, de conformidad con la ley No. 684, 
de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 62 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

En cuanto a la intervención del abogado Dr. Víctor H. 
Zorrilla: 

Considerando que al tenor del artículo 61 -de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, en materi4 penal, sólo 
pueden intervenir, la parte civil o la persona civilmente 
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Apelación de San Cristóbal, el día 13 de junio de 1962, y 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre- 

sente fallo. 

(Firmados): Vetilio A. Matos. —Alfredo Conde Pau-

sas.— Manuel D. Bergés Chupani. —Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz »— 
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los' 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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responsable, cuando tuvieren interés y hubieren figurado 
en la sentencia que es objeto del recurso; 

Considerando que en la especie, el abogado Dr. Víctor 
H. Zorrilla "actuando por sí", ha concluido solicitando que 
se rechace el recurso de casación, y se condene en costas 
al recurrente, con distracción en favor de dicho conclu-
yente; 

Considerando que como dicho abogado no ostenta nin-
guna de las calidades señaladas en el citado artículo 62, 
su intervención en el presente recurso no puede ser ad-
mitida; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial, con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso el recurrente,/ 
constituido en parte civil, no invocó cuando declaró su re-
curso ningún medio determinado de casación, ni tampoco 
ha presentado con posterioridad a la declaración de dicho 
recurso, el memorial con la exposición de los medios que 
le sirvan de fundamento; 

Considerando que en la especie no procede estatuir 
acerca de las costas en razón de que la parte contra quien 
se ha dirigido el presente recurso no ha hecho pedimento 
alguno al respecto; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible la 
intervención del abogado Dr. Víctor H. Zorrilla; Segundo: 
Declara nulo el recurso de casación interpuesto por Ma-
ximino Mesa, parte civil constituida, contra sentencia pro-
hunciada en atribuciones correccionales por la Corte de 
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alguno al respecto; 

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible la 
intervención del abogado Dr. Víctor H. Zorrilla; Segundo: 
Declara nulo el recurso de casación interpuesto por Ma-
ximino Mesa, parte civil constituida, contra sentencia pro-
hunciada en atribuciones correccionales por la Corte de 
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Apelación de San Cristóbal, el día 13 de junio de 1962, y 
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre- 

sente fallo. 

(Firmados): Vetilio A. Matos. —Alfredo Conde Pau-

sas.— Manuel D. Bergés Chupani. —Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz .— 
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los' 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, de fecha 15 de mayo de 1963. 

Materia: Criminal (Robo cometido por dos personas en camino 
público, con violencia). 

Recurrente: Proc. General de la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Ber-
gés Chupani, Guarionex A. García de Peña, Pedro María 
Cruz, Luis Gómez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 7 del mes de octubre de 1963, años 120' de 
la Independencia y 101' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procu-
rador General de la Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, contra sentencia pronunciada en sus atribuciones 
criminales, por la Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, en fecha 15 de mayo de 1963, cuyo dispositivo 
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declaran buenos 
y válidos los recursos de apelación interpuestos por los acu-
sados Manuel de los Santos y Luis Constantino Cuevas Le-
brón, contra sentencia criminal No. 7 del Juzgado de Pri-
mera Instancia de Elías Piña, de fecha 3 de abril del año 
1963, por haber sido intentados dentro de las formalidades 
legales; SEGUNDO: Varía la calificación dada a los hechos,  

en cuanto se refiere a Manuel de los Santos y al efecto, 
lo declara culpable del crimen de robo cometido por dos 
personas en camino público, haciendo uso de violencias, en 
perjuicio de Dionis G. Gómez Marzán y Ana Lidia Ra-
mírez de Marzán, y en consecuencia se condena a sufrir 2 
años de reclusión acogiendo en su favor más amplias cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Revoca la sentencia 
apelada en cuanto se refiere a Luis Constantino Cuevas 
Lebrón y se descarga del hecho puesto a su cargo por insu-
ficiencia de pruebas, se ordena asimismo, que sea puesto 
inmediatamente en libertad, a no ser que se halle retenido 
por otra causa; CUARTO: Se condena a Manuel de los 
Santos al pago de las costas; QUINTO: Se ordena la devo-
lución de los objetos cuerpo del delito a sus legítimos due-
ños; SEXTO:: Se declaran de oficio las costas producidas 
por el recurso de alzada de Luis Constantino Lebrón"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 16 de mayo de 1963, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 4 del corriente mes de 
octubre por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, por medio del cual integra, en su calidad de 
Presidente, la indicada Corte, para la deliberación y fallo 
del presente recurso, de conformidad con la Ley No. 684, 
de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de- 
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sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de- 



BOLETÍN JUDICIAL 1110 
BOLETÍN JUDICIAL 

pósito de un memorial, con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en la especie el Procurador General 
de la Corte de Apelación, recurrente, no invocó cuando 
declaró su recurso, ningún medio determinado de casación, 
ni tampoco ha presentado . con posterioridad a la declara-
ción de dicho recurso, el memorial con la exposición de los 
medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por el Procurador General de la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones criminales, por la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana, el día 15 de ma-
yo de 1963, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Declara las costas de 
oficio. 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez.-
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.—  

1SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia: Suprema Corte de Justicia de fecha 8 de octubre de 
1963, como Tribunal Especial. 

Materia: Correccional (Homicidio por imprudencia). 

Prevenido: Dr. Bienvenido Felipe Rodríguez Jáquez. 
Abogado: Dr. Manuel A. Guzmán Vásquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Presidente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chu-
pani, Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, 
Luis Gómez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 8 de octubre de 1963, años 120' de la Independencia 
y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo tribunal correccional, y en única instancia, la presente 
sentencia; 

En la causa correccional seguida al Juez del Tribunal 
de Tierras, Dr. Bienvenido Felipe Rodríguez Jáquez, domini 
cano, casado, domiciliado en la casa No. 1 de la calle Cer-
vantes de esta ciudad, cédula 19807, serie 47, prevenido de 
homicidio por imprudencia en la persona de Jesús María 
de la Cruz Genao, causado con la conducción de un ve-
hicuio de motor; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al prevenido en sus generales de ley; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-

blica en la exposición de los hechos; 
Oído el Secretario en la lectura de los documentos del 

expediente; 
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pósito de un memorial, con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
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declaró su recurso, ningún medio determinado de casación, 
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medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de 
casación interpuesto por el Procurador General de la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones criminales, por la Corte 
de Apelación de San Juan de la Maguana, el día 15 de ma-
yo de 1963, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo; y Segundo: Declara las costas de 
oficio. 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez.-
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo,. Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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Oídas las declaraciones de los testigos Julio Marte Ro-
dríguez, Rafael Almonte y Justiniano de la Cruz, quienes 
prestaron el juramento de "decir toda la verdad y nada 
más que la verdad"; 

Oído el interrogatorio del prevenido; 
Oído el Dr. Manuel A. Guzmán Vásquez, cédula 20243 ; 

 serie 54, abogado defensor del prevenido, en sus conclusio-
nes que terminan así: "vamos a pedir que el prevenido 
sea descargado por no haber faltas que se le pueda impu-
tar; que al contrario, el hecho ocurrió por la falta excdu-
siva de la víctima. Y hareis justicia"; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República que termina así: "Nos vamos a permitir 
solicitar el descargo del prevenido; y que se declaren las 
costas de oficio"; 

AUTOS VISTOS: 

Resulta que en fecha 9 de septiembre de 1963, el Ma-
gistrado Procurador General de la República apoderó a la 
Suprema Corte de Justicia, del hecho puesto a cargo del 
Juez del Tribunal Superior de Tierras, Dr. Bienvenido Fe-
lipe Rodríguez Jáquez, de homicidio por imprudencia en 
la persona de Jesús María de la Cruz Genao, causado con la 
conducción de un vehículo de motor; 

Resulta que por auto de fecha 12 de septiembre de 
1963, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia fijó 
la audiencia del jueves 26 de septiembre del mismo año, 
para conocer de la referida causa; que ese mismo día 2S 
de septiembre, el Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia dictó otro auto fijando la audiencia del 8 de octubre 
de 1963, para conocer de la indicada causa; 

Resulta que ese día tuvo lugar en audiencia pública, 
la vista de la causa, y en ella fueron oídos los testigos y el 
prevenido, y concluyó el Magistrado Procurador General 
de la República en la forma antes expresada; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-

liberado; 
Considerando que en la instrucción de la causa ha que-

dado establecido, lo siguiente: que el domingo 25 de agos-
to de 1963, como a las 10 de la mañana, mientras el pre-
venido conducía su automóvil placa 5827, a una velocidad 
de 30 a 35 kilómetros por hora, por la carretera que con-
duce de La Vega a Moca, al llegar al kilómetro 2 de dicha 
vía, el anciano Jesús María de la Cruz Genao, casi ciego y 
medio sordo, que transitaba en la misma dirección del au-
tomóvil, trató sorpresivamente y sin que el prevenido pu-
diera evitarlo, de cruzar la carretera en el instante mismo 
en que dicho vehículo pasaba, yendo a estrellarse contra 
el lado derecho del automóvil, rompiedo el farolito de la 
luz direccional de ese lado, y cayendo sobre el pavimento, 
ocasionándose traumatismo en la cabeza, con fractura del 
cráneo, que le produjeron la muerte pocas horas después; 

Considerando que en tales condiciones, el prevenido no 
ha cometido falta alguna que comprometa su responsabili-
dad penal, ya que el hecho ocurrió por la falta exclusiva de 
la víctima; 

Por tales motivos, y vistos los artículos 67 inciso 1 de 
la Constitución y 191 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, que copiado textualmente expresan: 

CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DOMINICANA: 

Art. 67, inciso 1.— "Conocer en primera y última ins-
tancia de las causas seguidas al Presidente y al Vicepresi-
dente de la República, a los Senadores, Diputados, Secre-
tarios de Estado, Subsecretarios de Estado, Jueces de la Su-
prema Corte de Justicia, Procurador General de la Repú-
blica, Jueces y Procuradores Generales de las Cortes de 
Apelación, Abogados del Estado ante el Tribunal de Tie-
rras, Jueces del Tribunal Superior de Tierras y a los miem-
bros del Cuerpo Diplomático"; 
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DEL 1963 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
El Seibo, de fecha 11 de diciembre de 1962. 

Materia: Trabajo (Reclamación de prestaciones). 

Recurrentes: Barbarin Berroa, Francisco Mejía, Jovino León y 
Manuel de los Santos. 

Abogado: Dr. M. Antonio Báez Brito. 
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CODIGO DE PROCEDIMIENTO CRIMINAL: 

Art. 191.— "Si el hecho no se reputare delito ni con-
travención de policía, el tribunal anulará la instrucción, 
la citación y todo lo que hubiere seguido, descargará al 
procesado y fallará sobre las demandas de daños y per-
juicios"; 

Por tales motivos, Primero: Descarga al prevenido Dr. 
Bienvenido Felipe Rodríguez Jáquez, del delito que se le 
imputa, por no haberlo cometido; y Segundo: Declara las 
costas de oficio. 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.--
Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.--
Guarionex A. García de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

Recurrido: Central Romana Corporation. 
Abogados: Dr. Enrique Peynado y Lic. Julio F. Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; 
Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro 
María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
9 del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independen-
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Barba-
rín Berroa, dominicano, mayor de edad, soltero, domicilia-
do en esta ciudad de Santo Domingo, Cédula No. 1162 serie 
7; Francisco Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado en la ciudad de La Romana, Cédula No. 17283 
'serie 23; Jovino de León, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, domiciliado en la ciudad de La Romana, Cédula No. 
15247 serie 26 y Manuel de los Santos, dominicano, mayor 
de edad, soltero, domiciliado en la ciudad de La Romana, 
Cédula No. 8424 serie 26, contra sentencia dictada por el 
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CODIGO DE PROCEDIMIENTO CRIMINAL: 

Art. 191.— "Si el hecho no se reputare delito ni con-
travención de policía, el tribunal anulará la instrucción, 
la citación y todo lo que hubiere seguido, descargará al 
procesado y fallará sobre las demandas de daños y per-
juicios"; 

Por tales motivos, Primero: Descarga al prevenido Dr. 
Bienvenido Felipe Rodríguez Jáquez, del delito que se le 
imputa, por no haberlo cometido; y Segundo: Declara las 
costas de oficio. 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.--
Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.--
Guarionex A. García de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 9 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de 
El Seibo, de fecha 11 de diciembre de 1962. 

llateria: Trabajo (Reclamación de prestaciones). 

Recurrentes: Barbarín Berroa, Francisco Mejía, Jovino León y 
Manuel de los Santos. 

Abogado: Dr. M. Antonio Báez Brito. 

Recurrido: Central Romana Corporation. 
Abogados: Dr. Enrique Peynado y Lic. Julio F. Peynado. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; 
Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro 
María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
9 del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independen-
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Barba-
rín Berroa, dominicano, mayor de edad, soltero, domicilia-
do en esta ciudad de Santo Domingo, Cédula No. 1162 serie 
7; Francisco Mejía, dominicano, mayor de edad, casado, 
domiciliado en la ciudad de La Romana, Cédula No. 17283 
'serie 23; Jovino de León, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, domiciliado en la ciudad de La Romana, Cédula No. 
15247 serie 26 y Manuel de los Santos, dominicano, mayor 
de edad, soltero, domiciliado en la ciudad de La Romana, 
Cédula No. 8424 serie 26, contra sentencia dictada por el 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fe-
cha 11 de diciembre de 1962, y cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. M. Antonio Báez Brito, Cédula No. 31853 

serie 26, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, Cédula No. 35230 serie 
1, en la lectura de sus conclusiones, por sí y en represen-
tación del licenciado Julio F. Peynado, Cédula No. 7687 
serie 1 abogados de la recurrida Central Romana Corpo-
ration, compañía constituída de acuerdo con las leyes del 
Estado de New York, y con domicilio en la República Do_ 
minicana, en el Batey principal, situado al sur de la ciudad 
de La Romana, y representada en el país, por su Adminis-
trador General, Luis José Alvarez, Cédula No. 134 serie 31; 

Oída la lectura del dictamen del Magistrado Procura-
dor General de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 11 de enero de 1963, en el 
cual se invoca contra la sentencia impugnada el medio que 
luego se indica; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
de la recurrida y notificado al abogado de los recurrentes 
el día 13 de febrero de 1963; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 397, 399 y 400 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de una demanda laboral interpuesta por los actuales 
recurrentes contra la Central Romana Corporation, el Juz- 

gado de Paz, como Tribunal de Trabajo de Primer grado, 
dictó en fecha 22 de diciembre de 1963, una sentencia dan-
do ganancia de causa a los trabajadores; b) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto por la Central Romana 
Corporation contra esa sentencia, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Romana, como Tribu-
nal de Trabajo de segundo grado, dictó en fecha 18 de ju-
nio de 1954, una sentencia favorable a los intereses de los 
trabajadores demandantes; c) que sobre el recurso, de ca-
sación interpuesto contra esta última sentencia, por la Cen-
tral Romana Corporation, la Suprema Corte de Justicia, 
dictó en fecha 2 de marzo de 1955, una sentencia median-
te la cual 'fue casado el fallo del 18 de junio de 1954, y en-
viado el asunto ante el -Juzgado de Primera Instancia de 
El Seibo; d) que en fecha 6 de octubre de 1962, los traba-
jadores antes indicados demandaron a la Central Romana 
Corporation, por ante -el Juzgado de Primera Instancia de 
El Seibo, a los siguientes fines: "Primero: Declarando peri-
mida la instancia de apelación como consecuencia de haber 
transcurrido más de tres años a partir del último acto de 
procedimiento o sea la sentencia del dos de marzo del año 
mil novecientos cincuenta y cinco y no haber la Central 
Romana Corporation continuado la instancia de apelación 
contra la sentencia del Juzgado de Paz de La Romana de 
fecha 22 de diciembre de 1953 en atribuciones de Tribunal 
de Trabajo de Primer Grado; Segundo: Que como conse-
cuencia de la perención de instancia se declare con carácter 
de cosa irrevocablemente juzgada la sentencia del 22 de di-
ciembre de 1953 del Juzgado de Paz de La Romana, con 
todas sus consecuencias; Tercero: Condenando a la Central 
Romana Corporation, al pago de las costas, bajo las más 
amplias reservas de derecho y acciones a intentar"; e) que 
con motivo de esa demanda intervino la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, la de-
manda intentada el día seis (6) del mes de octubre del año 
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, en fe-
cha 11 de diciembre de 1962, y cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. M. Antonio Báez Brito, Cédula No. 31853 

serie 26, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. Enrique Peynado, Cédula No. 35230 serie 
1, en la lectura de sus conclusiones, por sí y en represen-
tación del licenciado Julio F. Peynado„ Cédula No. 7687 
serie 1 abogados de la recurrida Central Romana Corpo-
ration, compañía constituida de acuerdo con las leyes del 
Estado de New York, y con domicilio en la República Do_ 
minicana, en el Batey principal, situado al sur de la ciudad 
de La Romana, y representada en el país, por su Adminis-
trador General, Luis José Alvarez, Cédula No. 134 serie 31; 

Oída la lectura del dictamen del Magistrado Procura-
dor General de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
de los recurrentes y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, el día 11 de enero de 1963, en el 
cual se invoca contra la sentencia impugnada el medio que 
luego se indica; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
de la recurrida y notificado al abogado de los recurrentes 
el día 13 de febrero de 1963; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 397, 399 y 400 del Código de 
Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con mo-
tivo de una demanda laboral interpuesta por los actuales 
recurrentes contra la Central Romana Corporation, el Juz- 
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gado de Paz, como Tribunal de Trabajo de Primer grado, 
dictó en fecha 22 de diciembre de 1963, una sentencia dan-
do ganancia de causa a los trabajadores; b) que sobre el 
recurso de apelación interpuesto por la Central Romana 
Corporation contra esa sentencia, el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de La Romana, como Tribu-
nal de Trabajo de segundo grado, dictó en fecha 18 de ju-
nio de 1954, una sentencia favorable a los intereses de los 
trabajadores demandantes; c) que sobre el recurso, de ca-
sación interpuesto contra esta última sentencia, por la Cen-
tral Romana Corporation,. la Suprema Corte de Justicia, 
dictó en fecha 2 de marzo de 1955, una sentencia median-
te la cual 'fue casado el fallo del 18 de junio de 1954, y en-
viado el asunto ante el -Juzgado de Primera Instancia de 
El Seibo; d) que en fecha 6 de octubre de 1962, los traba-
jadores antes indicados demandaron a la Central Romana 
Corporation, por ante -el Juzgado de Primera Instancia de 
El Seibo, a los siguientes fines: "Primero: Declarando peri-
mida la instancia de apelación como consecuencia de haber 
transcurrido más de tres años a partir del último acto de 
procedimiento o sea la sentencia del dos de marzo del año 
mil novecientos cincuenta y cinco y no haber la Central 
Romana Corporation continuado la instancia de apelación 
contra la sentencia del Juzgado de Paz de La Romana de 
fecha 22 de diciembre de 1953 en atribuciones de Tribunal 
de Trabajo de Primer Grado; Segundo: Que como conse-
cuencia de la perención de instancia se declare con carácter 
de cosa irrevocablemente juzgada la sentencia del 22 de di-
ciembre de 1953 del Juzgado de Paz de La Romana, con 
todas sus consecuencias; Tercero: Condenando a la Central 
Romana Corporation, al pago de las costas, bajo las más 
amplias reservas de derecho y acciones a intentar"; e) que 
con motivo de esa demanda intervino la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, la de-
manda intentada el día seis (6) del mes de octubre del año 
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mil novecientos sesentidós, por los señores Barbarín Be-
rroa, Francisco Mejía, Jovino de León y Manuel de los San-
tos, ya que el auto-boletín dictado por el Juez de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, en fecha vein-
tiséis (26) del mes de julio del año mil novecientos sesen-
tidós para discutir el envío hecho por la Corte dé Casación 
en fecha dos (2) del mes de marzo del año mil novecientos 
cincuenticinco (1955), del recurso de apelación intentado 
por la concluyente o sea la Central Romana Corporation, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de La 
Romana en funciones de Tribunal de Trabajo en fecha 
veintidós (22) del mes de marzo del año mil novecientos 
cincuentitrés (1953), interrumpió la perención de esa ins-
tancia, antes de que se incoara, en fecha seis (6) del mes 
de octubre del año en curso mil novecientos sesentidós, la 
demanda encaminada a que se pronunciara la perención 
de la instancia; y Segundo: Que debe condenar y condena, 
a los señores Barbarín Berroa, Francisco Mejía, Jovino de 
León y Manuel de los Santos al pago de las costas"; 

Considerando nue los recurrentes invocan contra la 
sentencia impugnada, el siguiente medio: Violación por 
falsa aplicación de los artículos 399 y 400 del Código de 
Procedimiento Civil. Desconocimiento del alcance de los 
artículos 53 y 56 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Tra-
bajo, y falta de motivos; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su único me 
dio de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que el 
Juez a-quo rechazó la demanda en perención por ellos in-
tentada, sobre el fundamento de que la Central Romana 
Corporation había interrumpido la perención al haber so-
licitado y obtenido, previamente a la demanda, la fijación 
de audiencia para conocer del asunto, sin ponderar el Tri-
bunal a-quo, el hecho alegado por los recurrentes, de que 
esa fijación además de que no le fue notificada a ellos, 
quedó sin efecto, al cancelarse el rol por la incomparecen- 

cia de la Central Romana Corporation; que en esas circuns-
tancias, sostienen los recurrentes, la indicada fijación de 
audiencia no pudo interrumpir el plazo de la perención; 
que al admitir lo contrario, dicho Juzgado violó los artícu-
los 399 y 400 del Código de Procedimiento Civil, descono-
ció el alcance de los artículos 53 y 56 de la Ley 637 de 1944 
sobre Contratos de Trabajo, y dejó la sentencia impugnada 
sin motivos y sin base legal; 

Considerando que si en principio, la fijación de au-
diencia hecha a solicitud de un litigante, se reputa como un 
acto interruptivo de la perención de la instancia, dicha 
fijación pierde su eficacia para producir tal efecto, cuan-
do el tribunal de oficio, y como una medida de orden inte-
rior, cancela el rol, por la incomparecencia de las partes; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el Juez a-quo rechazó la demanda 
en perención de instancia de que se trata, sobre el funda-
mento de que cuando dicha demanda se intentó, el plazo 
de la perención estaba interrumpido porque la Central Ro-
mana Corporation había solicitado y obtenido del Juzgado 
a-quo, la fijación de audiencia para discutir el asunto, 
circunstancia que revela, a juicio de dicho tribunal, la in-
tención de la Central Romana de no abandonar la instan-
cia; 

Considerando, además, que en la especie son hechos 
constantes, no discutidos por las partes, los siguientes: 1 9 

 que la Central Romana Corporation solicitó y obtuvo la 
fijación de la audiencia del 10 de septiembre de 1962, para 
conocer del recurso de apelación pendiente entre las par-
tes; 29 que la Central Romana no citó a los trabajadores  
para dicha audiencia, ni tampoco compareció a ella  y 3 9  
qii1-117Iiikadó-a"--qtió de oficio, canceló la indicada audien- 
cia; 

Considerando que en esas condiciones, la simple fi-
jación de audiencia a que se ha hecho referencia, no podía 
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mil novecientos sesentidós, por los señores Barbarín Be-
rroa, Francisco Mejía, Jovino de León y Manuel de los San-
tos, ya que el auto-boletín dictado por el Juez de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de El Seibo, en fecha vein-
tiséis (26) del mes de julio del año mil novecientos sesen-
tidós para discutir el envío hecho por la Corte dé Casación 
en fecha dos (2) del mes de marzo del año mil novecientos 
cincuenticinco (1955), del recurso de apelación intentado 
por la concluyente o sea la Central Romana Corporation, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz de La 
Romana en funciones de Tribunal de Trabajo en fecha 
veintidós (22) del mes de marzo del año mil novecientos 
cincuentitrés (1953), interrumpió la perención de esa ins-
tancia, antes de que se incoara, en fecha seis (6) del mes 
de octubre del año en curso mil novecientos sesentidós, la 
demanda encaminada a que se pronunciara la perención 
de la instancia; y Segundo: Que debe condenar y condena, 
a los señores Barbarín Berroa, Francisco Mejía, Jovino de 
León y Manuel de los Santos al pago de las costas"; 

Considerando nue los recurrentes invocan contra la 
sentencia impugnada, el siguiente medio: Violación por 
falsa aplicación de los artículos 399 y 400 del Código de 
Procedimiento Civil. Desconocimiento del alcance de los 
artículos 53 y 56 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Tra-
bajo, y falta de motivos; 

Considerando que en el desenvolvimiento de su único me 
dio de casación, los recurrentes alegan en síntesis, que el 
Juez a-quo rechazó la demanda en perención por ellos in-
tentada, sobre el fundamento de que la Central Romana 
Corporation había interrumpido la perención al haber so-
licitado y obtenido, previamente a la demanda, la fijación 
de audiencia para conocer del asunto, sin ponderar el Tri-
bunal a-quo, el hecho alegado por los recurrentes, de que 
esa fijación además de que no le fue notificada a ellos, 
quedó sin efecto, al cancelarse el rol por la incomparecen- 

cia de la Central Romana Corporation; que en esas circuns-
tanciás, sostienen los recurrentes, la indicada fijación de 
audiencia no pudo interrumpir el plazo de la perención; 
que al admitir lo contrario, dicho Juzgado violó los artícu-
los 399 y 400 del Código de Procedimiento Civil, descono-
ció el alcance de los artículos 53 y 56 de la Ley 637 de 1944 
sobre Contratos de Trabajo, y dejó la sentencia impugnada 
sin motivos y sin base legal; 

Considerando que si en principio, la fijación de au-
diencia hecha a solicitud de un litigante, se reputa como un 
acto interruptivo de la perención de la instancia, dicha 
fijación pierde su eficacia para producir tal efecto, cuan-
do el tribunal de oficio, y como una medida de orden inte-
rior, cancela el rol, por la incomparecencia de las partes; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po-
ne de manifiesto que el Juez a-quo rechazó la demanda 
en perención de instancia de que se trata, sobre el funda-
mento de que cuando dicha demanda se intentó, el plazo 
de la perención estaba interrumpido porque la Central Ro-
mana Corporation había solicitado y obtenido del Juzgado 
a-quo, la fijación de audiencia para discutir el asunto, 
circunstancia que revela, a juicio de dicho tribunal, la in-
tención de la Central Romana de no abandonar la instan-
cia; 

Considerando, además, que en la especie son hechos 
constantes, no discutidos por las partes, los siguientes: 1 9 

 que la Central Romana Corporation solicitó y obtuvo la 
fijación de la audiencia del 10 de septiembre de 1962, para 
conocer del recurso de apelación pendiente entre las par-
tes; 29 que la Central Romana no citó a los trabajadores  
para dicha audiencia, ni tampoce compareció a ella  y 3 9 

 c-siiiéeTniz—g-adWi-quo de oficio, canceló la indicada audien- 
cia; 

Considerando que en esas condiciones, la simple fi-
jación de audiencia a que se ha hecho referencia, no podía 
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interrumpir eficazmente el plazo de la perención; que al 

admitirse lo contrario, en el fallo impugnado, se ha hecho 
una 'falsa aplicación del Art. 399, del Código de Procedi-
miento Civil; 

Por tales motivos: Pretero: Casa la sentencia dictada 

por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de El Seibo, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en fecha 11 de diciembre de 1962, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís; Segundo: Condena a la 
Central Romana Corporation, parte que sucumbe, al pago 
de las costas, ordenándose la distracción de ellas en pro-
vecho del Dr. M. Antonio Báez Brito, quien afirmó haberlas 
avanzado en su totalidad; 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau-
•
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— 

. Rafael Richiez Eaviñón.— Ernesto Cariel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
12 de junio de 1962. 

Materia: Civil (Reclamación sobre guarda de menores). 

Recurrente: Lidia Amparo Rodriguez de Veras. 
Abogados: Lic. H. Herrera Billini y Dr. Hipólito Herrera Pellerano. 

Recurrido: Manuel Filemón Peralta. 
Abogado: Dr. Carlos Manuel Guzmán Compres 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro 
María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del SelTe-
tarjo General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
10 del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independen-
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública. 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lidia Am-
paro Rodríguez Veras, dominicana, mayor de edad, soltera, 
domiciliada y residente en la sección de Guaucí Abajo, del 
municipio de Moca, Cédula No. 1933, serie 34, contra sen-
tencia civil dictada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en fecha 12 de junio de 1962, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Hipólito Herrera Pellerano, Cédula No. 

69898, serie la, por sí y a nombre del Lic. Hipólito Herre- 
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interrumpir eficazmente el plazo de la perención; que al 
admitirse lo contrario, en el fallo impugnado, se ha hecho 
una falsa aplicación del Art. 399, del Código de Procedí-

, 
miento Civil; 

Por tales motivos: PrAmero: Casa la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de El Seibo, como Tribunal de Trabajo de segundo grado, 
en fecha 11 de diciembre de 1962, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el 
asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís; Segundo: Condena a la 
Central Romana Corporation, parte que sucumbe, al pago 
de las costas, ordenándose la distracción de ellas en pro-
vecho del Dr. M. Antonio Báez Brito, quien afirmó haberlas 
avanzado en su totalidad; 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau-
'sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.—
Rafael  Richiez Eaviñón.— Ernesto Cariel hijo, Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 
12 de junio de 1962. 

Materia: Civil (Reclamación sobre guarda de menores). 

Recurrente: Lidia Amparo Rodriguez de Veras. 
Abogados: Lic. H. Herrera Billini y Dr. Hipólito Herrera Pellerano. 

Recurrido: Manuel Filemón Peralta. 
Abogado: Dr. Carlos Manuel Guzmán Compres 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíndes 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro 
María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Se2re-
tarjo General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
10 del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independen-
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública. 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lidia Am-
paro Rodríguez Veras, dominicana, mayor de edad, soltera, 
domiciliada y residente en la sección de Guaucí Abajo, del 
municipio de Moca, Cédula No. 1933„ serie 34, contra sen-
tencia civil dictada por la Corte de Apelación de La Vega, 
en fecha 12 de junio de 1962, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Hipólito Herrera Pellerano, Cédula No. 

69898, serie 1 1, por sí y a nombre del Lic. Hipólito Herre- 



1122 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLETÍN JIMICIAL 	 1123 

ra Billini, Cédula No. 17068, serie 1/, abogados de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 22 de agosto 
de 1962, suscrito por los abogados de la recurente; 

Visto el memorial de defensa de fecha 25 de septiem-
bre de 1962, suscrito por el abogado del recurrido, Dr. Car-
los Manuel Guzmán Comprés; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1 y 65 inciso 3 9, de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de la demanda civil en entrega de la guar-
da de los menores Manuel Filemón y Nelson Manuel Peral-
ta Rodríguez, intentada en fecha 26 de abril de 1961, por 
Manuel Filemón Peralta Rodríguez, en contra de Lidia 
Amparo Rodríguez Veras, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Espaillat, dictó una sentencia 
en fecha 30 de agosto de 1961, cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audien-
cia contra la señora Lidia Amparo Rodríguez Veras, de-
mandada, por no haber concluido; Segundo: Confía al se-
ñor Manuel Filemón Peralta Rodríguez, demandante. la  
guarda y cuidado de sus hijos menores Manuel Filemón y 
Nelson Manuel, actualmente conferida a la señora Lidia 
Amparo Rodríguez Veras, residente y domiciliada en la 
ciudad de New York, Estados Unidos de América; Tercero. 
Ordena la ejecución provisional de la sentencia, no obs-
tante apelación; Cuarto: Compensa las costas del proce_ 
dimiento; Quinto: Comisiona para la notificación de esta 
sentencia al Alguacil Arturo Alfonso y Quezada, de es-
trados del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat"; b) que sobre el recurso de apelación 

interpuesto por Lidia Amparo Rodríguez Veras, la Ccrte 
de Apelación de La Vega, dictó una sentencia en defecto, 
de fecha 18 de enero de 1962, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; Se-
gundo: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra la parte intimada, señor Manuel Filemón Peralta Ro-
dríguez ,por no haber comparecido, no obstante haber sido 
legalmente emplazado; Tercero: Revoca la sentencia civil 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Espaillat el día treinta del mes de agosto 
del año mil novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro lugar del presente fallo, y en con-
secuencia, mantiene la guarda de los menores Manuel Fi-
lemón y Nelson Manuel, procreados entre la señora Lidia 
Amparo Rodríguez Veras y el señor Manuel Filemón Pe-
ralta Rodríguez, a favor de la parte intimante; Cuarto: 
Comisiona al ciudadano Oscar Rafael Ureña Cueto, Algua-
cil de Estrados del Juzgado de Paz del municipio de Moca, 
para la notificación de la presente sentencia; Quinto: Con-
dena a Manuel Filemón Peralta Rodríguez, al pago de las 
costas y ordena su distracción a favor del Lic. Rafael Rin-
cón hijo, quien declaró haberlas avanzado en su totalidad": 
c) que sobre el recurso de oposición interpuesto por Manuel 
Filemón Peralta Rodríguez, fue dictada la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime-
ro: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de oposición; Segundo: Modifica la senten-
cia dictada en defecto por la Corte de Apelación en fecha 
18 de enero de 1962; y en consecuencia, otorga la guarda 
del menor de ocho años Manuel Filemón a su padre, señor 
Manuel Filemón Peralta Rodríguez; y mantiene la del me-
nor de seis años Nelson Manuel en favor de su madre. 
señora Lidia Amparo Rodríguez Veras; Tercero: Compensa 
las costas entre las partes litigantes"; 
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ra Billini, Cédula No. 17068, serie 1/, abogados de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 22 de agosto 
de 1962, suscrito por los abogados de la recurente; 

Visto el memorial de defensa de 'fecha 25 de septiem-

bre de 1962, suscrito por el abogado del recurrido, Dr. Car-

los Manuel Guzmán Comprés; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1 y 65 inciso 39, de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación; , 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que con motivo de la demanda civil en entrega de la guar-

da de los menores Manuel Filemón y Nelson Manuel Peral-
ta Rodríguez, intentada en fecha 26 de abril de 1961, por 
Manuel Filemón Peralta Rodríguez, en contra de Lidia 
Amparo Rodríguez Veras, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Espaillat, dictó una sentencia 
en fecha 30 de agosto de 1961, cuyo dispositivo dice así: 
"Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audien-
cia contra la señora Lidia Amparo Rodríguez Veras, de-
mandada, por no haber concluido; Segundo: Confía al se-
ñor Manuel Filemón Peralta Rodríguez, demandante. la  
guarda y cuidado de sus hijos menores Manuel Filemón y 
Nelson Manuel, actualmente conferida a la señora Lidia 
Amparo Rodríguez Veras, residente y domiciliada en la 
ciudad de New York, Estados Unidos de América; Tercero. 
Ordena la ejecución provisional de la sentencia, no obs-
tante apelación; Cuarto: Compensa las costas del proce-
dimiento; Quinto: Comisiona para la notificación de esta 
sentencia al Alguacil Arturo Alfonso y Quezada, de es-
trados del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat"; b) que sobre el recurso de apelación 

interpuesto por Lidia Amparo Rodríguez Veras, la Ccrte 
de Apelación de La Vega, dictó una sentencia en defecto, 
de fecha 18 de enero de 1962, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en 
cuanto a la forma, el presente recurso de apelación; Se-
gundo: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra la parte intimada, señor Manuel Filemón Peralta Ro-
dríguez ,por no haber comparecido, no obstante haber sido 
legalmente emplazado; Tercero: Revoca la sentencia civil 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Espaillat el día treinta del mes de agosto 
del año mil novecientos sesenta y uno, cuyo dispositivo 
aparece copiado en otro lugar del presente fallo, y en con-
secuencia, mantiene la guarda de los menores Manuel Fi-
lemón y Nelson Manuel, procreados entre la señora Lidia 
Amparo Rodríguez Veras y el señor Manuel Filemón Pe-
ralta Rodríguez, a 'favor de la parte intimante; Cuarto: 
Comisiona al ciudadano Oscar Rafael Ureña Cueto, Algua-
cil de Estrados del Juzgado de Paz del municipio de Moca, 
para la notificación de la presente sentencia; Quinto: Con-
dena a Manuel Filemón Peralta Rodríguez, al pago de las 
costas y ordena su distracción a favor del Lic. Rafael Rin-
cón hijo, quien declaró haberlas avanzado en su totalidad": 
c) que sobre el recurso de oposición interpuesto por Manuel 
Filemón Peralta Rodríguez, fue dictada la sentencia ahora 
impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime-
ro: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, el pre-
sente recurso de oposición; Segundo: Modifica la senten-
cia dictada en defecto por la Corte de Apelación en fecha 
18 de enero de 1962; y en consecuencia, otorga la guarda 
del menor de ocho años Manuel Filemón a su padre, señor 
Manuel Filemón Peralta Rodríguez; y mantiene la del me-
nor de seis años Nelson Manuel en favor de su madre. 
señora Lidia Amparo Rodríguez Veras; Tercero: Compensa 
las costas entre las partes litigantes"; 
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Considerando que la recurrente invoca el siguiente Me-
dio de casación: "Violación del Art. 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil, por insuficiencia de motivos, y falta de 
base legal"; 

Consderando que en el desenvolvimiento de su medio 
de casación, la recurrente alega, en resumen, "que la sen-
tencia impugnada no contiene motivos suficientes que jus-
tifiquen plenamente su dispositivo", porque al revocar la 
guarda del menor Manuel Filemón que había sido confia-
da a ella hacía casi 5 años, para otorgársela al padre de 
éste, sólo expresa que "la equidad y la prudencia" acon-
sejan actuar en esa forma, pero sin señalar cuales venta-
jas de orden económico y moral representa para dicho me-
nor, atribuir la guarda a su padre; 

Considerando que es regla general que los jueces es-
tán en el deber de motivar sus decisiones; que esta obli-
gación es particularmente imperativa cuando se trata de 
asegurar a un menor el medio más favorable a su estabi-
lidad en el orden económico y moral; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto, que la Corte a-qua para privar a la 
recurrente de la guarda del menor Manuel Filemón que 
le había sido confiada para atribuírsela al padre recurrido, 
se fundó, capitalmente, en que "en el caso, al tratarse de 
dos menores, el mayor Manuel Filemón, de ocho años de 
edad, y el menor Nelson Manuel, de seis años de edad, la 
equidad y la prudencia aconsejan, conferir la guarda del 
mayor a su padre Manuel Filemón Peralta Rodríguez, y 
la del menor que exige aún más cuidado materno, a su 
madre Lidia Amparo Rodríguez Veras", sin determinar, 
como era su deber, cuales eran las conveniencias de orden 
moral y económico que representaba para el menor Manuel 
Filemón, la revocación de la guarda que había sido confia-
da a su madre, para otorgársela al padre; que, al no ponde-
rar esas circunstancias, es evidente que la sentencia impug- 
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nada no contiene motivos suficientes que justifiquen su 
dispositivo, por lo cual debe ser casada; 

Por tales motivos; Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 12 de junio 
de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación 
de Santiago; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pausas. 
Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García de 
Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Ra-
fael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 



1124 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que la recurrente invoca el siguiente Me-
dio de casación: "Violación del Art. 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil, por insuficiencia de motivos, y falta de 
base legal"; 

Consderando que en el desenvolvimiento de su medio 
de casación, la recurrente alega, en resumen, "que la sen-
tencia impugnada no contiene motivos suficientes que j us-
tifiquen plenamente su dispositivo", porque al revocar la 
guarda del menor Manuel Filemón que había sido confia-
da a ella hacía casi 5 años, para otorgársela al padre de 
éste, sólo expresa que "la equidad y la prudencia" acon-
sejan actuar en esa forma, pero sin señalar cuales venta-
jas de orden económico y moral representa para dicho me-
nor, atribuir la guarda a su padre; 

Considerando que es regla general que los jueces es-
tán en el deber de motivar sus decisiones; que esta obli-
gación es particularmente imperativa cuando se trata de 
asegurar a un menor el medio más favorable a su estabi-
lidad en el orden económico y moral; 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto, que la Corte a-qua para privar a la 
recurrente de la guarda del menor Manuel Filemón que 
le había sido confiada para atribuírsela al padre recurrido, 
se fundó, capitalmente, en que "en el caso, al tratarse de 
dos menores, el mayor Manuel Filemón, de ocho años de 
edad, y el menor Nelson Manuel, de seis años de edad, la 
equidad y la prudencia aconsejan, conferir la guarda del 
mayor a su padre Manuel Filemón Peralta Rodríguez, y 
la del menor que exige aún más cuidado materno, a su 
madre Lidia Amparo Rodríguez Veras", sin determinar, 
como era su deber, cuales eran las conveniencias de orden 
moral y económico que representaba para el menor Manuel 
Filemón, la revocación de la guarda que había sido confia-
da a su madre, para otorgársela al padre; que, al no ponde-
rar esas circunstancias, es evidente que la sentencia impug- 
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nada no contiene motivos suficientes que justifiquen su 
dispositivo, por lo cual debe ser casada; 

Por tales motivos; Primero: Casa la sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 12 de junio 
de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto a la Corte de Apelación 
de Santiago; y Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc•— Alfredo Conde Pausas. 
Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García de 
Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— Ra-
fael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

id 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnaga: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
6 de diciembre de 1962. 

Materia: Correccional (Violación de Propiedad). 

Recurrente: Victoriano Pichardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Al-
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz 
y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 10 de octubre 
de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Victoria-
no Pichardo, dominicano, mayor de edad, agricultor, cé-
dula No. 5096, serie 49, domiciliado en la sección Las La-
gunas, Cotuí, contra sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de La Vega, de fe-
cha 6 de diciembre de 1962, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 

la Corte a_qua, a requerimiento del recurrente, de fecha 11 
de diciembre de 1962, en la cual no se invoca ningún medio 
de casación determinado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vista la Ley No. 5869 sustitutiva de la Ley No. 43 
del 15 de diciembre de 1930, y los artículos 1382 del Có-
digo Civil, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el señor 

V ictoriano Pichardo 'fue sometido a la Policía Nacional, co-
mo autor del delito de violación de propiedad en perjuicio 
de Manuel Abréu; b) que puesta en movimiento la acción 
pública contra el indicado prevenido, el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Sánchez Ramírez, dictó el 26 de junio 
de 1962, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
`FALLA: PRIMERO: Declara buena y válida la constitu-
ción en parte civil hecha por el nombrado Manuel Abréu, 
por medio del Dr. Miguel Angel Luna Molina, su abogado 
constituído; SEGUNDO: Condena al nombrado Victoriano 
Pichardo, prevenido del delito de Violación de Propiedad 
en perjuicio de Manuel Abréu, a pagar una multa de 
RD$50.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
TERCERO: Condena al nombrado Victoriano Pichardo, al 
pago de una indemnización de RD$500.00 en favor de la 
parte civil constituída; CUARTO: Condena a dicho preve-
nido Victoriano Pichardo, al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas, en favor del abogado de la parte 
civil, por haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: 
Condena al prevenido al pago de las costas penales"; e) 
que sobre el recurso de apelación del prevenido la Corte 
de Apelación de La Vega, dictó el fallo ahora impugnado 
en casación, con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto el día 26 de junio de 1962, 
por el prevenido Victoriano Pichardo contra la sentencia 
correccional de esa misma fecha, dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramí- 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugiunIa: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
6 de diciembre de 1962. 

Materia: Correccional (Violación de Propiedad). 

Recurrente: Victoriano Pichardo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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la Corte a_qua, a requerimiento del recurrente, de fecha 11 
de diciembre de 1962, en la cual no se invoca ningún medio 
de casación determinado; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vista la Ley No. 5869 sustitutiva de la Ley No. 43 
del 15 de diciembre de 1930, y los artículos 1382 del Có-
digo Civil, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el señor 
Victoriano Pichardo fue sometido a la Policía Nacional, co-
mo autor del delito de violación de propiedad en perjuicio 
de Manuel Abréu; b) que puesta en movimiento la acción 
pública contra el indicado prevenido, el Juzgado de Pri-
mera Instancia de Sánchez Ramírez, dictó el 26 de junio 
de 1962, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
`FALLA: PRIMERO: Declara buena y válida la constitu-
ción en parte civil hecha por el nombrado Manuel Abréu, 
por medio del Dr. Miguel Angel Luna Molina, su abogado 
constituido; SEGUNDO: Condena al nombrado Victoriano 
Pichardo, prevenido del delito de Violación de Propiedad 
en perjuicio de Manuel Abreu, a pagar una multa de 
RD$50.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; 
TERCERO: Condena al nombrado Victoriano Pichardo, al 
pago de una indemnización de RD$500.00 en favor de la 
parte civil constituída; CUARTO: Condena a dicho preve-
nido Victoriano Pichardo, al pago de las costas civiles, con 
distracción de las mismas, en favor del abogado de la parte 
civil, por haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: 
Condena al prevenido al pago de las costas penales"; c) 
que sobre el recurso de apelación del prevenido la Corte 
de Apelación de La Vega, dictó el fallo ahora impugnado 
en casación, con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto el día 26 de junio de 1962, 
por el prevenido Victoriano Pichardo contra la sentencia 
correccional de esa misma fecha, dictada por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramí- 
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rez, que lo condenó al pago de una multa de cincuenta pe-
sos oro y las costas, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, por el delito de violación de propiedad en per-
juicio de Manuel Abréu, y al pago de una indemnización 
de quinientos pesos oro en favor de la parte civil señor Ma-
nuel Abréu, ordenando la distracción de las costas civiles 
en favor del Dr. Miguel Angel Luna Molina, abogado de 
dicha parte civil; SEGUNDO: En cuanto al fondo, modi-
fica la expresada sentencia en lo relativo a la pena que 
teduce a veinticinco pesos oro de multa, y en lo que respec-
ta a la indemnización, la rebaja a trescientos pesos oro: 
TERCERO: Condena al prevenido Victoriano Pichardo al 
pago de las costas distrayendo' las civiles en provecho del 
Dr. Miguel Angel Luna Molina, abogado constituido por la 
parte civil, quien afirma haberlas avanzado en su mayor 
parte"; 

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la ponde-
ración de los elementos de prueba producidos regularmen_ 
te en la instrucción de la causa, admitió. como establecidos 
los siguientes hechos: a) que la parcela No. 102 del Dis-
trito Catastral No. 9 del municipio de Cotuí, era propiedad 
del finado Salvador Ovalle, según se desprende del Cer_ 
tificado de Título No. 420 de fecha 17 de mayo de 1954, 
b) que esta parcela fue arrendada por su dueño al señor 
Manuel Abréu Ovalles, parte civil constituida; c) que es_ 
tando dicho señor Manuel Abréu Ovalles en posesión de di_ 
cha parcela, en su calidad de arrendatario de la misma, el 
prevenido Victoriano Pichardo se introdujo en ella con fi-
nes de ocuparlas y efectivamente la ocupó, sin que para 
ello fuera autorizado previamente por el arrendatario en 
cuestión; 

Considerando, que los referidos hechos a cargo de Vic-
toriano Pichardo, comprobados y admitidos soberanamen-
te por la Corte a-qua, constituyen el delito de violación d 
propiedad, previsto y sancionado por la Ley No. 5869 pre_  

indicada, con la pena de tres meses a dos años de prisión 
correccional y multa de diez a quinientos pesos; que en 
consecuencia, la Corte a-qua, al condenar al prevenia -71-1 
pago de una multa de veinticinco pesos, luego de acoger 
en su favor circunstancias atenuantes, después de declarar_ 
lo culpable del indicado delito, hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que los jueces del fondo establecieron, que, como conse-
cuencia de la infracción cometida por el prevenido, la par-
te civil constituída Manuel Abréu Ovalles, sufrió daños 
y perjuicios morales y materiales cuyo monto apreciaron 
en la suma de RD$300.00; que, por tanto, al condenar a 
dicho prevenido al pago de esa suma, a título de indemni_ 
zación, en provecho de la parte civil constituida, en la sen-
tencia impugnada se hizo en ese aspecto una correcta apli-
cación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en lo que concierne 
al interés del recurrente, vicio alguno, que justifique su 
casación. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Victoriano Pichardo contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega en 
fecha 6 de diciembre de 1962, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau. 
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz,_ 

Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 
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en su favor circunstancias atenuantes, después de declarar_ 
lo culpable del indicado delito, hizo una correcta aplica-
ción de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que los jueces del fondo establecieron, que, como conse-
cuencia de la infracción cometida por el prevenido, la par-
te civil constituída Manuel Abréu Ovalles, sufrió daños 
y perjuicios morales y materiales cuyo monto apreciaron 
en la suma de RD$300.00; que, por tanto, al condenar a 
dicho prevenido al pago de esa suma, a título de indemni_ 
zación, en provecho de la parte civil constituída, en la sen-
tencia impugnada se hizo en ese aspecto una correcta apli-
cación del artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene en lo que concierne 
al interés del recurrente, vicio alguno, que justifique su 
casación. 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Victoriano Pichardo contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de La Vega en 
fecha 6 de diciembre de 1962, cuyo dispositivo ha sido 
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
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(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau. 
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.—
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís, de fecha 6 de mayo de 1963. 

Materia: Criminal (Asociación de Malhechores). 

Recurrente: Cipriano Reynoso Hernández. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Presidente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chu_ 
pani, Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, 
Luis Gómez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 10 del mes de octubre de 1963, años 120' de la 
Independencia y 101' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cipriano 
Reynoso Hernández, dominicano, de 39 años de edad, ca-
sado, chófer, domiciliado en la ciudad de San Francisco de 
Macorís, cédula 19124, serie 56, contra sentencia pronun_ 
riada en sus atribuciones criminales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, el día 6 de mayo de 
1963, y cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a_qua, el día 15 de mayo de 1963, 
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca 
ningún medio determinado de casación; 
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Visto el auto dictado en fecha 9 del corriente mes de 
octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema Cor-
te de Justicia, por medio del cual integra, en su calidad 
de Presidente, la indicada corte, conjuntamente con el Ma_ 
gistrado Milcíades Duluc, para la deliberación y fallo del 
presente recurso, de conformidad con la ley No. 684, de 
1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Arts. 265 y 267 del Código Penal, 277 
del Código de Procedimiento Criminal, 1382 del Código 
Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
10 de agosto de 1962,. el Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Duarte, dictó un requerimiento mediante el 
cual apoderó al Juez de Instrucción de aquel Distrito Ju-
dicial, para que instruyera la sumaria correspondiente a 
cargo de Cipriano Reynoso Hernández, por el hecho de ser 
miembro de una asociación de malhechores; b) que en fe-
cha 9 de octubre de 1962, el indicado Juez de Instrucción 
dictó acerca del caso, una Providencia Calificativa, cuyc 
dispositivo dice así: "Resolvemos: Declarar que existen in_ 
dicios graves para inculpar a Cipriano Reynoso Hernández, 
como miembro de la Asociación de Malhechores de la Dic-
tadura Trujillista al concertar con el Servicio de Inteligen_ 
cia la captura de los miembros de un movimiento contra 
la misma el 13 de agosto de 1958, que culminó con prisio-
nes, torturas y muerte y al ofrecer medios de corresponden_ 
cia para la perpetración de estos hechos, ocurridos en es-
ta ciudad. y, En consecuencia Mandamos y Ordenamos: Pri 
mero: Que el procesado Cipriano Reynoso Hernández, de 
generales que constan en el Proceso sea enviado ante el 
Tribunal Criminal para que allí se le juzgue de acuerdo 
a la Ley;Segundo: Que el infrasctito Secretario proceda a 
la notificación de la presente Providencia Calificativa den_ 

 

tro del plazo de (24) horas que indica la Ley, tanto al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Duarte 
como al procesado Cipriano Reynoso Hernández; Tercero: 
Que los elementos y objetos que hayan de obrar como fun_ 
damento de convicción sean enviados al Magistrado Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de Duarte para los fines 
de Ley"; e) que apoderada del caso la Primera Cámara Pe. 
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Duarte, dictó en fecha 25 de enero de 1963, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Que debe declarar y declara, al nombrado Cipriano Reyno_ 
so Hernández, culpable del crimen de haber participado en 
un concierto establecido con la asociación de malhechores, 
con el objeto de cometer crímenes contra las propiedades 
de lo que constituye un crimen contra la Paz Pública y en 
consecuencia lo condena a Cinco (5) años de Trabajos Pú-
blicos; Segundo: Que debe declarar y declara, buena y vá. 
lida la constitución en Parte Civil por los abogados Man-
lio Minervino, José Ma. Moreno Martínez y Vicente Fe_ 
rrer Tavárez, a nombre y representación de Rafael Rey-
noso, Francisco Jacobo, José Humberto Minervino, Miguel 
Armando de Peña, Alfonso Esteban Noboa Lahoz, Calazán 
Cepeda Espinosa, José Gil Santos y Daniel Francisco Es_ 
trada, y en consecuencia condena al acusado Cipriano Rey-
noso, al pago de una indemnización de RD$40,000.00 (cua_ 
renta mil pesos oro) repartidos en partes iguales a los agra-
viados constituidos en Parte Civil por los daños sufridos 
física y materialmente por la delación de que 'fueron ob. 
jeto por dicho señor; Tercero: Que debe condenar y con-
dena al acusado Cipriano Reynoso Hernández al pago de 
las costas penales"; d) que sobre los recursos de apelación 
interpuestos por el acusado y el Procurador General de la 
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís,. intervino 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si_ 
guiente: "Falla: Primero: Admite en cuanto a la forma, 
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blicos; Segundo: Que debe declarar y declara, buena y vá. 
lida la constitución en Parte Civil por los abogados Man-
lio Minervino, José Ma. Moreno Martínez y Vicente Fe.. 
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4.10! física y materialmente por la delación de que 'fueron ob. 
jeto por dicho señor; Tercero: Que debe condenar y con- 

** dena al acusado Cipriano Reynoso Hernández al pago de 
las costas penales"; d) que sobre los recursos de apelación 
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Corte de Apelación de San Francisco de Macorís,. intervino 
1 	. 

- 	 la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si_ 
¿Miente: "Falla: Primero: Admite en cuanto a la forma, 
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los presentes recursos de Apelación interpuestos por el acu-
sado Cipriano Reynoso y el Magistrado Procurador Ge_ 
neral de esta Corte; Segundo: Revoca el "ordinal primero" 
de la sentencia apelada, dictada por la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Duarte, de fecha veinte y cinco (25) de enero de 
mil novecientos sesenta y tres (1963), que condenó al acu-
sado Cipriano Reynoso a cinco (5) años de trabajos públi_ 
cos por el crimen de Asociación de Malhechores, y la corte 
obrando por autoridad propia y contrario imperio, varía la 
calificación dada a los hechos de Crimen de Asociación de 
Malhechores, por la del crimen de favorecer a sabiendas y 
voluntariamente a los autores de los crímenes previstos en 
el artículo 265 del Código Penal, y, en consecuencia lo con-
dena a sufrir cinco (5) años de reclusión; Tercero: Confir_ 
ma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; y, Cuar-
to: Condena al acusado Cipriano Reynoso, al pago de las 
costas"; 

Considerando que la Corte a_qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba re-
gularmente aportados al debate, los siguientes hechos: a) 
que en fecha 13 de agosto de 1958, el acusado Cipriano Rey_ 
noso Hernández, miembro de una agrupación patriótica de 
la ciudad de San Francisco de Macorís, a sabiendas, y vo-
luntariamente, delató a la asociación de malhechores que 
se autodesignaba Servicio de Inteligencia, los nombres y las 
direcciones de las personas que formaban parte de la in_ 
dicada agrupación; b) que a consecuencia de esa delación, 
perdieron la vida a mano de los miembros de la referida 
asociación de malhechores, los jóvenes Juan Antonio More_ 
no Martínez y Pedro L. Fanduiz, desaparecieron Rafael 
Mieses y un señor de apellido Docoudray; que, además, su_ 
frieron torturas y prisión arbitraria, Rafael Reynoso, Fran-
cisco Jacobo, José H. Minervino, Miguel Armando de Peña 
Alfonso Esteban Noboa Lahoz, Calazán Cepeda Espinosa, 

José Gil Santos y Daniel Francisco Estrada; e) que con la 
acción delatora del acusado, se favoreció la comisión de 
los crímenes antes referidos; 

Considerando que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del acusado, el crimen de favorecer a sabien-
das y voluntariamente, la comisión de crímenes cometidos 
por una asociación de malhechores, crimen previsto por el 
artículo 267 del Código Penal y castigado por el mismo tex-
to legal con la pena de dos a cinco años de reclusión; que, 
por consiguiente, la Corte a-qua, al condenar al acusado 
después de declararlo culpable del indicado crimen, a la 
penr de cinco años de reclusión, hizo una correcta aplica_ 
don de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a_qua estableció que Rafael Reynoso, Fran-
cisco Jacobo, José H. Minervino, Miguel Armando de Peña, 
Alfredo Esteban Noboa L,ahoz, Calazán Cepeda, José Gil 
Santos y Daniel Estrada, constituídos en parte civil, sufrie-
ron a consecuencia de los hechos cometidos por el acusado, 
daños morales y materiales cuyo monto fijó soberanamente 
en la suma de RD$40,000.00; que, por tanto, al condenarlo 
al pago de esa suma a título de indemnización en provecho 
de las personas constituídas en parte civil, la Corte a_qua 
hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del Código 
Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motvos„ Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cipriano Reynoso Hernández, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones criminales por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el seis 
de mayo de ml novecientos sesenta y tres, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 
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los presentes recursos de Apelación interpuestos por el acu-
sado Cipriano Reynoso y el Magistrado Procurador Ge-
neral de esta Corte; Segundo: Revoca el "ordinal primero" 
de la sentencia apelada, dictada por la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Duarte, de fecha veinte y cinco (25) de enero de 
mil novecientos sesenta y tres (1963), que condenó al acu-
sado Cipriano Reynoso a cinco (5) años de trabajos públi_ 
cos por el crimen de Asociación de Malhechores, y la corte 
cbrando por autoridad propia y contrario imperio, varía la 
calificación dada a los hechos de Crimen de Asociación de 
Malhechores, por la del crimen de favorecer a sabiendas y 
voluntariamente a los autores de los crímenes previstos en 
cl artículo 265 del Código Penal, y, en consecuencia lo con-
dena a sufrir cinco (5) años de reclusión; Tercero: Confir_ 
ma en sus demás aspectos la sentencia recurrida; y, Cuar-
to: Condena al acusado Cipriano Reynoso, al pago de las 
costas"; 

Considerando que la Corte a_qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba re-
gularmente aportados al debate, los siguientes hechos: a) 
que en fecha 13 de agosto de 1958, el acusado Cipriano Rey_ 
noso Hernández, miembro de una agrupación patriótica de 
la ciudad de San Francisco de Macorís, a sabiendas, y vo-
luntariamente, delató a la asociación de malhechores que. 
se  autodesignaba Servicio de Inteligencia, los nombres y las 
direcciones de las personas que formaban parte de la in_ 
dicada agrupación; b) que a consecuencia de esa delación, 
perdieron la vida a mano de los miembros de la referida 
asociación de malhechores, los jóvenes Juan Antonio More_ 
no Martínez y Pedro L. Fanduiz, desaparecieron Rafael 
Mieses y un señor de apellido Docoudray; que, además, su_ 
frieron torturas y prisión arbitraria, Rafael Reynoso, Fran-
cisco Jacobo, José H. Minervino, Miguel Armando de Peña 
Alfonso Esteban Noboa Lahoz, Calazán Cepeda Espinosa, 

José Gil Santos y Daniel Francisco Estrada; c) que con la 
acción delatora del acusado, se favoreció la comisión 
los crímenes antes referidos; 

Considerando que los hechos así establecidos consti_ 
tuyen a cargo del acusado, el crimen de favorecer a sabien-

das y voluntariamente, la comisión de crímenes cometidos 
por una asociación de malhechores, crimen previsto por el 
artículo 267 del Código Penal y castigado por el mismo tex_ 
to legal con la pena de dos a cinco años de reclusión; que, 
por consiguiente, la Corte a-qua, al condenar al acusado 
después de declararlo culpable del indicado crimen, a la 
pene de cinco años de reclusión, hizo una correcta aplica_ 
ción de la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, 
que la Corte a_qua estableció que Rafael Reynoso, Fran-
cisco Jacobo, José H. Minervino, Miguel Armando de Peña, 
Alfredo Esteban Noboa Lahoz, Calazán Cepeda, José Gil 
Santos y Daniel Estrada, constituídos en parte civil, sufrie-
ron a consecuencia de los hechos cometidos por el acusado, 
daños morales y materiales cuyo monto fijó soberanamente 
en la suma de RD$40,000.00; que, per tanto, al condenarlo 
al pago de esa suma a título de indemnización en provecho 
de las personas constituídas en parte civil, la Corte a_qua 
hizo una correcta aplicación del artículo 1382 del Código 
Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motvos„ Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cipriano Reynoso Hernández, contra 
sentencia pronunciada en sus atribuciones criminales por 
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el seis 
de mayo de ml novecientos sesenta y tres, cuyo dispositivo 
se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y, Se-
gundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 
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(Firmados): Vetilio A. Matos.— Alfredo Conde Pau_ 
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez.-
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 1 1 

 General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
26 de febrero de 1963. 

materia: Correccional (Violación de Propiedad). 

Recurrentes: Victoriano Pichardo, José Pichardo y Eliseo Fabián. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; 
Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro 
María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
10 del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independen_ 
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por los se-
ñores Victoriano Pichardo, dominicano, agricultor, soltero, 
mayor de edad, domiciliado y residente en Las Lagunas, 
municipo de Cotuí, Cédula No. 5096, sere 49; José Pichar_ 
do, dominicano, agricultor, casado, mayor de edad, domi-
ciliado y residente en Las Lagunas, municipio de Cotuí. 
Cédula No. 3795, sere 49, y Eliseo Fabián, dominicano, 
agricultor, casado, mayor de edad, domiciliado y residente 
en Hatillo, municipio de Cotuí, Cédula No. 7120, serie 49, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 26 de febrero 
de 1963, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 2 de agosto 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
26 de febrero de 1963. 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez.-
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 1 1 

 General.— materia: Correccional (Violación de Propiedad). 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

Recurrentes: Victoriano Pichardo, José Pichardo y Eliseo Fabián. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; 
Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro 
María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
10 del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independen_ 
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por los se-
ñores Victoriano Pichardo, dominicano, agricultor, soltero, 
mayor de edad, domiciliado y residente en Las Lagunas, 
municipo de Cotuí, Cédula No. 5096, sere 49; José Pichar_ 
do, dominicano, agricultor, casado, mayor de edad, domi-
ciliado y residente en Las Lagunas, municipio de Cotuí. 
Cédula No. 3795, sere 49, y Eliseo Fabián, dominicano, 
agricultor, casado, mayor de edad, domiciliado y residente 
en Hatillo, municipio de Cotuí, Cédula No. 7120, serie 49, 
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por 
la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 26 de febrero 
de 1963, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: 
Primero: Declara regular y válido, en cuanto a la forma, 
el recurso de apelación interpuesto en fecha 2 de agosto 
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de 1962, por el señor Manuel Abréu, parte civil constituí. 
da, contra la sentencia correccional de fecha 31 de julio 
de 1962, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, que dice así: "Pri-
mero: Descarga a los nombrados José Pichardo Peña, Eli_ 
seo Fabián y Victoriano Pichardo, de generales anotadas. 
prevenidos de los delitos de Violación de Propiedad, Ame-
naza y Robo de animales, en perjuicio de Manuel Abréu 
por no haberlo cometido; Segundo: Declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por el señor Manuel 
Abréu, contra los señores José Pichardo Peña, Eliseo Fa_ 
bián y Victoriano Pichardo; Tercero: Rechaza las conclu-
siones hechas por el Dr. Miguel Angel Luna Molina, abo-
gado de la parte civil constituída, señor Manuel Abréu. 
por improcedente y mal fundada; Cuarto: Condena al se-
ñor Manuel Abréu, parte civil constituída al pago de las 
costas civiles a favor del Dr. Rafael Emiliano Agramonte, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: 
Declara las costas penales de oficio; Segundo: Pronuncia el 
defecto contra los prevenidos José Pichardo Peña, Eliseo 
Fabián y Victoriano Pichardo, por no haber comparecido; 
Tercero: En cuanto al fondo, revoca la sentencia apelada, 
en su aspecto civil y en consecuencia: a) declara a los se_ 
ñores José Pichardo Peña, Eliseo Fabián y Victoriano Pi-
chardo, culpables del delito de violación de propiedad en 
perjuicio del señor Manuel Abréu; pero, los descarga de 
los delitos de amenaza y robo de animales. en agravio del 
mismo señor Manuel Abréu; y b) condena a dichos seño-
res José Pichardo Peña, Eliseo Fabián y Victoriano Pi-
chardo al pago solidario de la suma de cien pesos oro (RD$ 
100.00) en favor del señor Manuel Abréu, como indemni_ 
zación por los daños y perjucios sufridos por éste con mo-
tivo de la referida violación de propiedad; Cuarto: Conde-
na a los señores José Pichardo Peña, Eliseo Fabián y Vic_ 
toriano Pichardo, al pago de las costas y ordena la distrac-
ción de las civiles en provecho del Dr. Miguel Angel Luna 

Molina, abogado de la parte civil, por afirmar este aboga_ 
do haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

VIP Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación, levanta-
das en la Secretaría de la Corte a_qua en fechas 5 y 6 de 
marzo de 1963, en las cuales no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 186 del Código de Procedí_ 
miento Criminal, y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que las sentencias en defecto no pue_ 
cien ser impugnadas en casación mientras esté abierto el 
plazo de la oposición; 

Considerando que en la especie, la sentencia impugna_ 
da fue pronunciada en defecto contra los prevenidos; que 
en el expediente no hay constancia de que dicha senten_ 
cia le fuera notificada a los recurrentes; que en consecuen-
cia, el plazo de la oposición estaba abierto en las fechas en 
que fueron interpuestos los recursos de casación de que se 
trata; que, en tales condiciones, dichos recursos son pre-
maturos; 

Por tales motivos; Primero: Declara inadmisibles los 
recursos de casación interpuestos por José Pichardo Peña, 
Eliseo Fabián y Victoriano Pichardo, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 26 de febrero 
de 1963, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago 
de las costas. 

(Firmados): 	Milcíades Duluc. — Alfredo Con- 
de Pausas.—: Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María 



de 1962, por el señor Manuel Abréu, parte civil constituí. 
da, contra la sentencia correccional de fecha 31 de julio 
de 1962, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, que dice así: "Pri-
mero: Descarga a los nombrados José Pichardo Peña, Eli_ 
seo Fabián y Victoriano Pichardo, de generales anotadas. 
prevenidos de los delitos de Violación de Propiedad, Ame-
naza y Robo de animales, en perjuicio de Manuel Abréu 
por no haberlo cometido; Segundo: Declara buena y válida 
la constitución en parte civil hecha por el señor Manuel 
Abréu, contra los señores José Pichardo Peña, Eliseo Fa_ 
bián y Victoriano Pichardo; Tercero: Rechaza las conclu-
siones hechas por el Dr. Miguel Angel Luna Molina, abo_ 
gado de la parte civil constituida, señor Manuel Abréu. 
por improcedente y mal fundada; Cuarto: Condena al se-
ñor Manuel Abréu, parte civil constituída al pago de las 
costas civiles a favor del Dr. Rafael Emiliano Agramonte, 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: 
Declara las costas penales de oficio; Segundo: Pronuncia el 
defecto contra los prevenidos José Pichardo Peña, Eliseo 
Fabián y Victoriano Pichardo, por no haber comparecido; 
Tercero: En cuanto al fondo, revoca la sentencia apelada, 
en su aspecto civil y en consecuencia: a) declara a los se_ 
flores José Pichardo Peña, Eliseo Fabián y Victoriano Pi-
chardo, culpables del delito de violación de propiedad en 
perjuicio del señor Manuel Abréu; pero, los descarga de 
los delitos de amenaza y robo de animales. en agravio del 
mismo señor Manuel Abréu; y b) condena a dichos seño-
res José Pichardo Peña, Eliseo Fabián y Victoriano Pi-
chardo al pago solidario de la suma de cien pesos oro (RD$ 
100.00) en favor del señor Manuel Abréu, como indemni. 
zación por los daños y perjucios sufridos por éste con mo-
tivo de la referida violación de propiedad; Cuarto: Conde-
na a los señores José Pichardo Peña, Eliseo Fabián y Vic_ 
toriano Pichardo, al pago de las costas y ordena la dístrac-
ción de las civiles en provecho del Dr. Miguel Angel Luna 

Molina, abogado de la parte civil, por afirmar este aboga_ 
do haberlas avanzado en su mayor parte"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vistas las actas de los recursos de casación, levanta-

das en la Secretaría de la Corte a_qua en fechas 5 y 6 de 
marzo de 1963, en las cuales no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 186 del Código de Procedí_ 
miento Criminal, y 1, 30 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que las sentencias en defecto no pue_ 
den ser impugnadas en casación mientras esté abierto el 
plazo de la oposición; 

Considerando que en la especie, la sentencia impugna_ 
da fue pronunciada en defecto contra los prevenidos; que 
en el expediente no hay constancia de que dicha senten_ 
cia le fuera notificada a los recurrentes; que en consecuen-
cia, el plazo de la oposición estaba abierto en las fechas en 
que fueron interpuestos los recursos de casación de que se 
trata; que, en tales condiciones, dichos recursos son pre_ 
maturos; 

Por tales motivos; Primero: Declara inadmisibles los 
recursos de casación interpuestos por José Pichardo Peña, 
Eliseo Fabián y Victoriano Pichardo, contra sentencia de 
la Corte de Apelación de La Vega, de fecha 26 de febrero 
de 1963, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pago 
de las costas. 

(Firmados): 	Milcíades Duluc. — Alfredo Con- 
de Pausas.-- Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. 
García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 
Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

   

I, Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 18 de abril de 1963. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que Tiguran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en eé expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

elk: Materia: Habeas Corpus. 

Recurrente: Rafael Bonilla Aybar. 
Abogados: Dres. Hipólito Sánchez Báez, Rogelio Sánchez Tejeda, 

Mario Read Vittini, Francisco Sánchez Báez, Yudex 
Hasbún y Narciso Abreu Pagán. 

Interviniente: Editorial La Nación, representada por Julio César 
Martínez. 

Abogados: Dres. Pedro A. Pérez Cabral, Bdo. Canto y Ramón 
Pina Acevedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju 
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Al-
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario_ 
nex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro Ma-
I la Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias,. en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 10 
de octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 101' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Bonilla Aybar, dominicano, mayor de edad, casado, perio. 
dista, domiciliado y residente en esta ciudad, Cédula No. 
119262, serie 1 1, contra la sentencia dictada en fecha 18 
de abril de 1963, por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo se copia: "Falla: Primero: Declara 
regulares y válidas en cuanto a la forma, las apelaciones 
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 
Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en eé expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

Materia: Habeas Corpus. 

Recurrente: Rafael Bonilla Aybar. 
Abogados: Dres. Hipólito Sánchez Báez, Rogelio Sánchez Tejeda, 

Mario Read Vittini, Francisco Sánchez Báez, Yudex 
Hasbún y Narciso Abréu Pagan. 

Interviniente: Editorial La Nación, representada por Julio César 
Martínez. 

Abogados: Dres. Pedro A. Pérez Cabral, Bdo. Canto y Ramón 
Pina Acevedo y Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju ,- 
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Al-
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario_ 
nex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro Ma-
:tía Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias,. en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 10 
de octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 101' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Bonilla Aybar, dominicano, mayor de edad, casado, peño. 
dista, domiciliado y residente en esta ciudad, Cédula No. 
119262, serie la, contra la sentencia dictada en fecha 18 
de abril de 1963, por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo se copia: "Falla: Primero: Declara 
regulares y válidas en cuanto a la forma, las apelaciones 
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interpuestas por el impetrante Rafael Bonilla Aybar por 
haberlas incoado dentro del plazo legal y conforme a las 
reglas procedimentales; Segundo: Confirma la sentencia 
incidental de fecha 10 del mes de abril en curso, dictada 
por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en cuanto admite la 
intervención de la Editorial "La Nación, C. por A., inter. 
venida, y representada por el señor Julio César Martínez, 
en la calidad sustentada de Presidente de dicha Editorial; 
Tercero: Confirma en todas sus partes la sentencia recuri-
da, dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional en atribu_ 
ciones de Habeas Corpus de fecha 10 de los corrientes y 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara 
regular en la forma el recurso de Habeas Corpus interpues-
to por el señor Rafael Bonilla Aybar, de generales en ins-
tancia; Segundo: Ordena que el impetrante señor Rafae, 
Bonilla Aybar, sea mantenido en prisión, debido a que se 
encuentra privado de su libertad en virtud de mandamien_ 
to expedido regularmente por autoridad judicial compe-
tente y a que existen indicios de culpabilidad en contra del 
precitado impetrante'; Cuarto: Declara las costas de oficio": 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído los doctores Hipólito Sánchez Báez, Cédula No. 

32218, serie 1, y Rogelio Sánchez Tejeda, Cédula No. 
serie 1, por sí y en representación de los demás abogados 
del recurrente, doctores Mario Read Vittini, Francisco Sán-
chez Báez, Yudex Hasbún y Narciso Abréu Pagán, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
oe la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a_qua, a requerimiento de los abo-
gados del recurrente y en representación de éste, en fecha 
23 de abril de 1963; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos del recurrente, así como el escrito de ampliación de 
dicho memorial; 

Visto el escrito de intervención suscrito por los doc-
tores Pedro Andrés Pérez Cabral,• Bienvenido Canto y Ra-
món Pina Acevedo y Martínez, abogados, en nombre de la 
Editorial "La Nación", C. por A., representada por su Pre-
sidente Julio César Martínez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 29 de la Ley 5353 del año 
1914, sobre Habeas Corpus; y 1 de la Ley sobre Proce_ 
dimiento de Casación; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 1 de la 
Ley que rige la materia tienen derecho a un mandamiento 
de Habeas Corpus, todas las personas que, por cualquier 
causa, estén privadas de su libertad, excepto cuando ha-
yan sido por sentencia de tribunal competente; 

Considerando que, en la especie, consta en el expe-
diente que el recurrente se encuentra en libertad bajo fian_ 
za; que, en tales condiciones, la casación de la sentencia 
ahora impugnada sea cuales fueren las irregularidades que 
ella contenga, carecería de objeto, ya que la finalidad de 

F 
la instancia de Habeas Corpus de que se trata, en lo que 
se refiere al interés del impetrante, es que se le ponga en 
libertad; 

Considerando que los procedimientos en materia de Ha-
beas Corpus están libres de costas; 

Por tales motivos, Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Rafael Bonilla Aybar contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo. 
en fecha 18 de abril de 1963, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
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interpuestas por el impetrante Rafael Bonilla Aybar por 
haberlas incoado dentro del plazo legal y conforme a las 
reglas procedimentales; Segundo: Confirma la sentencia 
incidental de fecha 10 del mes de abril en curso, dictada 
por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en cuanto admite la 
intervención de la Editorial "La Nación, C. por A., inter. 
venida, y representada por el señor Julio César Martínez, 
en la calidad sustentada de Presidente de dicha Editorial; 
Tercero: Confirma' en todas sus partes la sentencia recuri-
da, dictada por la Segunda Cámara de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional en atribu_ 
ciones de Habeas Corpus de fecha 10 de los corrientes y 
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara 
regular en la forma el recurso de Habeas Corpus interpues-
to por el señor Rafael Bonilla Aybar, de generales en ins-
tancia; Segundo: Ordena que el impetrante señor Rafae, 
Bonilla Aybar, sea mantenido en prisión, debido a que se 
encuentra privado de su libertad en virtud de mandamien_ 
to expedido regularmente por autoridad judicial compe-
tente y a que existen indicios de culpabilidad en contra del 
precitado impetrante'; Cuarto: Declara las costas de oficio"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído los doctores Hipólito Sánchez Báez, Cédula No. 

32218, serie 1, y Rogelio Sánchez Tejeda, Cédula No. 
serie 1, por sí y en representación de los demás abogados 
del recurrente, doctores Mario Read Vittini, Francisco Sán-
chez Báez, Yudex Hasbún y Narciso Abréu Pagán, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera? 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a_qua, a requerimiento de los abo-
gados del recurrente y en representación de éste, en fecha 
23 de abril de 1963; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos del recurrente, así como el escrito de ampliación de 
dicho memorial; 

Visto el escrito de intervención suscrito por los doc-
tores Pedro Andrés Pérez Cabral,• Bienvenido Canto y Ra-
món Pina Acevedo y Martínez, abogados, en nombre de la 
Editorial "La Nación", C. por A., representada por su Pre-
sidente Julio César Martínez; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 29 de la Ley 5353 del año 
1914, sobre Habeas Corpus; y 1 de la Ley sobre Proce_ 
dimiento de Casación; 

Considerando que de acuerdo con el artículo 1 de la 
Ley que rige la materia tienen derecho a un mandamiento 
de Habeas Corpus, todas las personas que, por cualquier 
causa, estén privadas de su libertad, excepto cuando ha-
yan sido por sentencia de tribunal competente; 

Considerando que, en la especie, consta en el expe-
diente que el recurrente se encuentra en libertad bajo fían_ 
7.a; que, en tales condiciones, la casación de la sentencia 
ahora impugnada sea cuales fueren las irregularidades que 
ella contenga, carecería de objeto, ya que la finalidad de 
la instancia de Habeas Corpus de que se trata, en lo que 
se refiere al interés del impetrante, es que se le ponga en 
libertad; 

Considerando que los procedimientos en materia de Ha-
beas Corpus están libres de costas; 

Por tales motivos, Declara inadmisible el recurso de 
casación interpuesto por Rafael Bonilla Aybar contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo. 
en fecha 18 de abril de 1963, cuyo dispositivo ha sido co_ 
piado en parte anterior del presente fallo. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau- 
i ,' sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 

[ 
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de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.—
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, de fecha 31 de mayo de 1963. 

Materia: Correccional (Sustracción de Menores). 

Recurrente: Prágido García .  15/loreta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Presidente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chu_ 
pani, Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, 
Luis Gómez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au• 
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 10 de octubre de 1963, años 120' de la Independen-
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Prágido 
García Moreta, dominicano, mayor de edad, soltero, agri_ 
cultor, domiciliado y residente en Yabonico, sección del 
Municipio de Las Matas de Farfán, cédula 11217, serie 11, 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, en atribuciones correccionales, en 
fecha 31 de mayo de 1963, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera) 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación de fecha 31 de 

mayo de 1963, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del recurrente; 

1144 
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de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.—
Rafael Richiez  Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la 
Maguana, de fecha 31 de mayo de 1963. 

Materia: Correccional (Sustracción de Menores). 

Recurrente: Prágido García Moreta. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Presidente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chu_ 
pani, Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, 
Luis Gómez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au• 
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 10 de octubre de 1963, años 120' de la Independen-
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Prágido 
García Moreta, dominicano, mayor de edad, soltero, agri_ 
cultor, domiciliado y residente en Yabonico, sección del 
Municipio de Las Matas de Farfán, cédula 11217, serie 11, 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San 
Juan de la Maguana, en atribuciones correccionales, en 
fecha 31 de mayo de 1963, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera) 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación de fecha 31 de 

mayo de 1963, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, 
a requerimiento del recurrente; 
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Visto el auto dictado en fecha 9 del corriente mes de 
octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema Coi-- 
te de Justicia, por medio del cual integra, en su calidad 
de presidente, la indicada corte, conjuntamente con el Ma_ 
gistrado Milcíades Duluc, para la deliberación y 'gallo del 
presente recurso, de conformidad con la ley No. 684, 
de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 355 del Código Penal, refor-
mado por la ley 4999 de 1958; 463 del mismo Código, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
docúmentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 18 de enero de 1963, Carmelo Mateo, presen_ 
tó querella ante el Comandante del Departamento de la Po-
licía Nacional de Las Matas de Farfán, contra Prágido Gar-
ría Moreta, por la sustracción de la hija de aquél, María 
Nieves, de más de 16 años de edad; b) que por apodera_ 
miento del Ministerio Público, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana 
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Prmero: Se declara al nombrado Prágido García Moreta, 
culpable del delito de Sustracción, en perjuicio de la me-
nor María Nieves Mateo, y en esa virtud se condena a su_ 
frir veinte días de prisión correccional y al pago de las 
costas"; e) que sobre recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido intervino la sentencia ahora impugnada con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Admite en la 
forma el presente recurso de apelación interpuesto por el 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana; Segundo: Acoge circunstancias atenuantes 
en favor del prevenido Prágido García Moreta y modifica 
la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta, conde_ 
nando a dicho prevenido a sufrir un mes de prisión co-
rreccional; Tercero: Condena al prevenido al pago de las 
costas"; 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1147 

Considerando que en la sentencia impugnada, se da 
por establecido, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba aportados a la instrucción de la causa, que Prá_ 
gido García Moreta en fecha 17 de enero de 1963, extrajo 
de su casa paterna a la joven María Nieves, mayor de diez 
y seis y menor de diez y ocho años y sostuvo con ella re. 
laciones carnales; 

Considerando que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del recurrente, el delito de sustracción de 
una menor, previsto y sancionado por el Art. 355 del Có_ 
digo Penal, última parte del primer párrafo con las penas 
de seis meses a un año de prisión y multa de cien a tres-
cientos pesos; que, por tanto, al condenar al recurrente, 
después de declararlo culpable del indicado delito, a la pe-
na de un mes de prisión correccional, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, la Corte a_qua, hizo una correc-
ta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Prágido García Moreta, contra sen 
tencia correccional dictada por la Corte de Apelación c12 
San Juan de la Maguana, en fecha 31 de mayo de 1963; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas; 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.-
Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Guarionex A. García de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretadio General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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Visto el auto dictado en fecha 9 del corriente mes de 
octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema Con 
te de Justicia, por medio del cual integra, en su calidad 
de presidente, la indicada corte, conjuntamente con el Ma_ 
gistrado Milcíades Duluc, para la deliberación y tallo del 
presente recurso, de conformidad con la ley No. 684, 
de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 355 del Código Penal, refor-
mado por la ley 4999 de 1958; 463 del mismo Código, y 
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha 18 de enero de 1963, Carmelo Mateo, presen_ 
tó querella ante el Comandante del Departamento de la Po-
licía Nacional de Las Matas de Farfán, contra Prágido Gar-
ría Moreta, por la sustracción de la hija de aquél, María 
Nieves, de más de 16 años de edad; b) que por apodera_ 
miento del Ministerio Público, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana 
dictó una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: 
Prmero: Se declara al nombrado Prágido García Moreta, 
culpable del delito de Sustracción, en perjuicio de la me-
nor María Nieves Mateo, y en esa virtud se condena a su_ 
frir veinte días de prisión correccional y al pago de las 
costas"; c) que sobre recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido intervino la sentencia ahora impugnada con 
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Admite en la 
forma el presente recurso de apelación interpuesto por el 
Procurador General de la Corte de Apelación de San Juan 
de la Maguana; Segundo: Acoge circunstancias atenuantes 
en favor del prevenido Prágido García Moreta y modifica 
la sentencia apelada en cuanto a la pena impuesta, conde_ 
nando a dicho prevenido a sufrir un mes de prisión co-
rreccional; Tercero: Condena al prevenido al pago de las 
costas"; 
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Considerando que en la sentencia impugnada, se da 
por establecido, mediante la ponderación de los elementos 
de prueba aportados a la instrucción de la causa, que Prá_ 
gido García Moreta en fecha 17 de enero de 1963, extrajo 
de su casa paterna a la joven María Nieves, mayor de diez 
y seis y menor de diez y ocho años y sostuvo con ella re. 
:aciones carnales; 

Considerando que los hechos así establecidos consti-
tuyen a cargo del recurrente, el delito de sustracción de 
una menor, previsto y sancionado por el Art. 355 del Có_ 
digo Penal, última parte del primer párrafo con las penas 
de seis meses a un año de prisión y multa de cien a tres-
cientos pesos; que, por tanto, al condenar al recurrente, 
después de declararlo culpable del indicado delito, a la pe-
na de un mes de prisión correccional, acogiendo en su favor 
circunstancias atenuantes, la Corte a-qua, hizo una correc-
ta aplicación de la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Prágido García Moreta, contra sen 
tencia correccional dictada por la Corte de Apelación de 
San Juan de la Maguana, en fecha 31 de mayo de 1963; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas; 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.-
Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Guarionex A. García de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretadio General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

4' 



En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Presidente, Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chu-
pani, Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, 
Luis Gómez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au. 
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 16 de octubre de 1963, años 120' de la Indepen-
dencia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arístides 
Martínez, agricultor, dominicano, mayor de edad, de este 
domicilio y residencia, cédula No. 17674, serie 11, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do. 
mingo, en atribuciones civiles, en fecha 19 de octubre de 
1962, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio de Windt Pichardo, cédula No. 27190, 

serie 23, por sí y por el Dr. Rafael Rodríguez Peguerh, 
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

-2;:~7111111111111  
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 19 de octubre de 1962. 

Materia Civil (Reclamación de daños y perjuicios). 

Recurrente: Arístides Martínez. 
Abogados: Dres. Rafael Rodríguez Peguero y Julio de Windt 

Pichardo. 

Recurrida: María M. Adames de Laufer. 
Abogado: Dr. Caonabo Jiménez Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Oído el Dr. Caonabo Jtménez Paulino, cédula No. 
37037, serie 31, abogado de la recurrida María M. Acla-
mes de Laufer, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha 7 
de enero de 1963, suscrito por los abogados del recurrente: 

Visto el memorial de defensa del recurrido depositado 
en fecha 30 de enero de 1963, suscrito por el abogado del 
recurrido; 

Visto 
v 

el escrito de ampliación al memorial de casación, 
depositado en fecha 31 de enero de 1963; 

Visto el escrito de ampliación al memorial de defensa 
*1110- I depositado en fecha 13 de marzo de 1963; 

Visto el auto dictado en fecha 7 del corriente mes de 
octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte 
de Justicia, por medio del cual integra, en su calidad de 
presidente, la indicada corte, conjuntamente con el Magis-
trado Milcíades Duluc, para la deliberación y fallo del 
presente recurso, de conformidad con la ley No. 684, de 
1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 2246, 2257 y 2272 del Código 
Civil, y 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
12 de agosto de 1960, María Magdalena Adames de Laufer 
demandó a Arístides Martínez, por ante la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional a fin de que se oyera condenar al pago de RD$ 
5,000.00, como justa reparación por "los graves perjuicios 
que le ha causado la invasión del solar de su propiedad 
y la construcción en el mismo de una pared de bloques 
de concreto que le suprime el uso de un callejón de su pro_ 
piedad y parte del solar de la misma"; b) que en fecha 
28 de agosto de 1961, la indicada Cámara dictó sentencia 
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de 
fecha 19 de octubre de 1962. 

Materia Civil (Reclamación de daños y perjuicios). 

    

Recurrente: Arístides Martínez. 
Abogados: Dres. Rafael Rodríguez Peguero y Julio de Windt 

Pichardo. 

    

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc„ Primer Sustituto de 
Presidente, Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chu-
pani, Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, 
Luis Gómez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au_ 
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 16 de octubre de 1963, años 120' de la Indepen-
dencia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arístides 
Martínez, agricultor, dominicano, mayor de edad, de este 
domicilio y residencia, cédula No. 17674, serie 1 1, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do_ 
mingo, en atribuciones civiles, en fecha 19 de octubre de 
1962, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio de Windt Pichardo, cédula No. 27190, 

serie 23, por sí y por el Dr. Rafael Rodríguez Peguerb, 
abogados del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Recurrida: María M. Adames de Laufer. 
Abogado: Dr. Caonabo Jiménez Paulino. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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Oído el Dr. Caonabo Jtménez Paulino, cédula No. 
37037, serie 31, abogado de la recurrida María M. Ada-
mes de Laufer, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de lavRisetpoúebl memorial 

morial de casación depositado en fecha 7 
de enero de 1963, suscrito por los abogados del recurrente: 

Visto el memorial de defensa del recurrido depositado 
en fecha 30 de enero de 1963, suscrito por el abogado del 
recurrido; 

Visto 
v 

el escrito de ampliación al memorial de casación, 
s depositado en fecha 31 de enero de 1963; 

.s 	Visto el escrito de ampliación al memorial de defensa 
depositado en fecha 13 de marzo de 1963; 

Visto el auto dictado en fecha 7 del corriente mes de 
olt  octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte 

de Justicia, por medio del cual integra, en su calidad de 
presidente, la indicada corte, conjuntamente con el Magis-
trado Milcíades Duluc, para la deliberación y fallo del 
presente recurso, de conformidad con la ley No. 684, de 
1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 2246, 2257 y 2272 del Código 
Civil, y 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
12 de agosto de 1960, María Magdalena Adames de Laufer 
demandó a Arístides Martínez, por ante la Cámara Civil y 
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional a fin de que se oyera condenar al pago de RD$ 
5,000.00, como justa reparación por "los graves perjuicios 
que le ha causado la invasión del solar de su propiedad 
y la construcción en el mismo de una pared de bloques 
de concreto que le suprime el uso de un callejón de su pro_ 
piedad y parte del solar de la misma"; b) que en fecha 
28 de .  agosto de 1961, la indicada Cámara dictó sentencia 
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con el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero: Ratifica 
el defecto pronunciado en audienca contra Arístides Mar 
tínez, parte demandada, por falta de concluir; Segundo: 
Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por Ma-
ría Magdalena Adames de Laufer, parte demandante, a 
excepción del monto de la indemnización, por ser justas 
y reposar en prueba legal, y, en consecuencia condena a 
Arístides Martínez a pagarle a dicha demandante: a) una 
suma de dineros a justificar por estado, a título de indemni 
zación de los daños y perjuicios sufridos por la parte de. 
mandante, a causa de los actos lesivos ya enunciados en 
los hechos de esta causa; y b) todas las costas causadas y 
por causarse en la presente instancia distraídas en pro-
vecho del abogado Dr. Caonabo Jiménez Paulino, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; c) sobre oposi. 
ción interpuesta por Arístides Martínez, la referida Cá• 
mara Civil y Comercial, dictó en fecha 22 de febrero de 
1962, sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: Pri -

mero: Ordena, de oficio, antes de hacer derecho sobre el 
recurso de oposición de que se trata, contra la sentencia 
dictada en defecto por este Tribunal el 28 de agosto de 1961 
un informativo ordinario a cargo de la parte oponente 
Arístides Castillo (Martínez), a fin de que pruebe por tes_ 
tigos ,los hechos precedentemente enunciados; Segundo: 
Reserva en cuanto sea de lugar la prueba contraria a la 
parte recurrida, así como la de los daños y perjuicios cu-
ya reperación reclama; Tercero: Nombra Juez-Comisario 
para proceder a oir los testigos correspondientes a dicho 
informativo o posible contrainformativo al Juez_Presiden. 
te de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional; y Cuarto: Reserva 
las costas"; d) que sobre recurso de apelación interpues-
to por María Magdalena Adames de Laufer, la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 25 de mayo de 1962, 
dictó sentencia en defecto cuyo dispositivo se encuentra 
transcrito en el de la sentencia impugnada en casación. 

  

e) que sobre oposición hecha por Arístides Martínez, la 
referida corte dictó en fecha 19 de octubre de 1962, la 
sentencia ahora impugnada que tiene el dispositivo si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la for-
ma, el recurso de oposición interpuesto por Arístides Mar-
tínez, contra la sentencia dictada por esta Corte de Apela_ 
ción, el veinticinco de mayo de mil novecientos sesenta y 
dos; SEGUNDO: Rechaza , en cuanto al fondo, por impro-
cedente en derecho, el referido recurso de oposición, y en 
consecuencia, confirma la sentencia dictada por esta Corte 
de Apelación el veinticinco de mayo del presente año, 1962, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA :PRIMERO: Admite en 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por la señora 
María Magdalena Adames de Laufer, contra la sentencia 
dictada en atribuciones civiles, por la Cámara de lo Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional el veintidós de febrero del año mil novecientos 
sesentidós; SEGUNDO: Ratifica el defecto por falta de 
comparecer, pronunciado en la audiencia, contra la parte 
intimada, señor Arístides Martínez; TERCERO: Revoca la 
sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 
veintidós de febrero del año mil novecientos sesenta y dos: 
a) por haber violado o desconocido la autoridad de la co_ 
sa o de los hechos juzgados por el Tribunal Superior de 
Tierras, conforme sentencia del 18 de julio de 1960, dictada 
por este último tribunal; y b) por haber desconocido o 
violado las reglas de la prueba relativas a la preponderan-
cia de la prueba escrita y auténtica sobre la prueba testi-
monial, conforme sentencias, recibo y facturas que les fue_ 
ron sometidos como fundamento de la demanda en daños 
y perjuicios de que se trata; CUARTO: Avoca el fondo 
del litigio y condena al señor Arístides Martínez, al paro 
de una indemnización de novecientos cincuentisiete pesos 
con setentiocho centavos (RD$957.78) en favor de la se-
ñora María Magdalena Adames de Laufer, a título de re- 

  



    

1150 	 BOLETÍN JUDICIAL 

     

BOLETÍN JUDICIAL 	 1151 

            

   

con el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero: Ratifica 

el defecto pronunciado en audienca contra Arístides Mar 
tínez, parte demandada, por falta de concluir; Segundo: 
Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por Ma-
ría Magdalena Adames de Laufer, parte demandante, a 
excepción del monto de la indemnización, por ser justas 
y reposar en prueba legal, y, en consecuencia condena a 
Arístides Martínez a pagarle a dicha demandante: a) una 
suma de dineros a justificar por estado, a título de indemni 
zación de los daños y perjuicios sufridos por la parte de-
mandante, a causa de los actos lesivos ya enunciados en 
los hechos de esta causa; y b) todas las costas causadas y 
por causarse en la presente instancia distraídas en pro-
vecho del abogado Dr. Caonabo Jiménez Paulino, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; c) sobre oposi. 
ción interpuesta por Arístides Martínez, la referida Cá-
mara Civil y Comercial, dictó en fecha 22 de febrero de 
1962, sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: Pri 
mero: Ordena, de oficio, antes de hacer derecho sobre e] 
recurso de oposición de que se trata, contra la sentencia 
dictada en defecto por este Tribunal el 28 de agosto de 1961 
un informativo ordinario a cargo de la parte oponente 
Arístides Castillo (Martínez), a fin de que pruebe por tes_ 
tigos ,los hechos precedentemente enunciados; Segundo: 
Reserva en cuanto sea de lugar la prueba contraria a la 
parte recurrida, así como la de los daños y perjuicios cu-
ya reperación reclama; Tercero: Nombra Juez-Comisario 
para proceder a oir los testigos correspondientes a dicho 
informativo o posible contrainformativo al Juez_Presiden. 
te de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional; y Cuarto: Reserva 
las costas"; d) que sobre recurso de apelación interpues-
to por María Magdalena Adames de Laufer, la Corte de 
Apelación de Santo Domingo, en fecha 25 de mayo de 1962, 
dictó sentencia en defecto cuyo dispositivo se encuentra 
transcrito en el de la sentencia impugnada en casación! 

  

e) que sobre oposición hecha por Arístides Martínez, la 
referida corte dictó en fecha 19 de octubre de 1962, la 
sentencia ahora impugnada que tiene el dispositivo si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la for-
ma, el recurso de oposición interpuesto por Arístides Mar-
tínez, contra la sentencia dictada por esta Corte de Apela_ 
ción, el veinticinco de mayo de mil novecientos sesenta y 
dos; SEGUNDO: Rechaza , en cuanto al fondo, por impro-
cedente en derecho, el referido recurso de oposición, y en 
consecuencia, confirma la sentencia dictada por esta Corte 
de Apelación el veinticinco de mayo del presente año, 1962, 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA :PRIMERO: Admite en 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por la señora 
María Magdalena Adames de Laufer, contra la sentencia 
dictada en atribuciones civiles, por la Cámara de lo Civil 
y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional el veintidós de febrero del año mil novecientos 
sesentidós; SEGUNDO: Ratifica el defecto por falta de 
comparecer, pronunciado en la audiencia, contra la parte 
intimada, señor Arístides Martínez; TERCERO: Revoca la 
sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el 
veintidós de febrero del año mil novecientos sesenta y dos: 
a) por haber violado o desconocido la autoridad de la co_ 
sa o de los hechos juzgados por el Tribunal Superior de 
Tierras, conforme sentencia del 18 de julio de 1960, dictada 
por este último tribunal; y b) por haber desconocido o 
violado las reglas de la prueba relativas a la preponderan-
cia de la prueba escrita y auténtica sobre la prueba testi-
monial, conforme sentencias, recibo y facturas que les fue_ 
ron sometidos como fundamento de la demanda en daños 
y perjuicios de que se trata; CUARTO: Avoca el fondo 
del litigio y condena al señor Arístides Martínez, al pago 
de una indemnización de novecientos cincuentisiete pesos 
con setentiocho centavos (RD$957.78) en favor de la se-
ñora María Magdalena Adames de Laufer, a título de re- 
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paración por los daños y perjuicios sufridos por ella, por 
causa de la invasión del Solar No. 11 propiedad del Sr. 
Arístides Martínez, sobre el Solar No. 12 de la Manzana 
No. 33 del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional, 
propiedad de dicha señora; así como también, por el levan_ 
tamiento y mantenimiento ilegal o indebido, durante va-
rios años, de una verja o pared de bloques efectuada por 
el señor Arístides Martínez sobre el referido Solar No. 12 
propiedad de dicha señora; QUINTO: Condena al señor 
Arístides Martíne'z, parte que sucumbe, al pago de las cos-
tas, ordenando la distracción de éstas en provecho del abo_ 
gado Dr. Caonabo Jiménez Paulino, quien afirma haberla3 
avanzado en su totalidad; SEXTO: Comisiona al ministe-
rial Aníbal Mordán Céspedes, Alguacil de Estrados de esta 
Corte de Apelación, para la notificación de la presente sen-
tencia; " TERCERO: Condena a Arístides Martínez, al pa_ 
go de las costas, distrayéndolas en provecho del abogado 
Dr. Caonabo Jiménez Paulino, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad"; 

Considerando qüé el recurrente invoca en su memo-
rial de casación contra la sentencia impugnada, los siguien. 
tes medios: Primer Medio: Violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil.— Falta de Motivos.— Se-
gundo Medio: Violación de los artículos 2272 y 2246 del 
Código Civil.— Falta de motivos y consecuente violación 
del artículo 141 del Código Civil. 

Considerando que en el desenvolvimiento el primer 
medio el recurrente alega que la Corte a-qua, incurrió en 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci_ 
vil, al no dar motivos a la sentencia impugnada para re-
chazar el medio de inadmisión propuesto por la actual re-
currida contra el recurso de oposición interpuesto por el 
ahora recurrente contra sentencia en defecto de fecha 25 
de mayo de 1962; pero, 

Considerando que el interés es la medida de la acción: 
que el recurso de casación sólo es admisible contra las  

partes del dispositivo de la sentencia que perjudican al 
recurrente; que en la especie, el examen de la sentencia 
impugnada pone de manifiesto que sobre recurso de ape_ 
iación interpuesto por la recurrida la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, dictó en Techa`25 de mayo de 1962 una 
sentencia en defecto que entre otras disposiciones condenó 
a Arístides Martínez al pago de una indemnización -de 
RD$957.78; que contra dicha sentencia Arístides Martínez 
hizo recurso de oposición; que la ahora recurrida alegó 
un fin de inadmisión contra el referido recurso; y, que. 
la  Corte a_qua, rechazó el fin de inadmisión propuesto por 
por la demandada en oposición y acogió en la forma el 
recurso de oposición de conformidad con las conclusiones 
del actual recurrente; que, en tales condiciones el medio 
que se examina debe ser declarado inadmisible por falta 
de interés; 

Considerando que en el desenvolvimiento del último 
medio el recurrente alega, en resumen, que la Corte a-qua 
violó el artículo 2272 del Código Civil, que fija en el pe_ 
nodo de un año la acción en responsabilidad civil delic-
tual, al no declarar prescrita la acción en reparación de 
daños y perjuicios intentada contra él, por la recurrida 
en fecha 12 de agosto de 1960, en un delito cind cometí_ 
do el día 9 de junio de 1958; que, además, la,sentencia 
impugnada no está motivada en cuanto rechazó la prescrip-
ción invocada fundándose en que existió una imposibilidad 
legal o judicial para el ejercicio de la acción por parte de 
la recurrida, y, en que, dicha prescripción fue interrumpí_ 
cia por citación judicial y mandamiento de pago tendiente 
a embargo inmobiliario; 

Considerando que la prescripción comienza a correr 
en favor del deudor el día que el acreedor ha podido in-
tentar útilmente su acción; que la prescripción de la ac-
ción en reparación de un delito o de un cuasidelito civil, 
comienza a correr el día que el hecho ha causado un per- 



4
) 

1152 
	

BOLETÍN JUDICIAL 

paración por los daños y perjuicios sufridos por ella, por 
causa de la invasión del Solar No. 11 propiedad del Sr. 
Arístides Martínez, sobre el Solar No. 12 de la Manzana 
No. 33 del Distrito Catastral No. 1, del Distrito Nacional,. 
propiedad de dicha señora; así como también, por el levan_ 
tamiento y mantenimiento ilegal o  indebido, durante va-
rios años, de una verja o pared de bloques efectuada por 
el señor Arístides Martínez sobre el referido Solar No. 12 
propiedad de dicha señora; QUINTO: Condena al señor 
Arístides Martínez, parte que sucumbe, al pago de las cos-
tas, ordenando la distracción de éstas en provecho del abo_ 
fiado Dr. Caonabo Jiménez Paulino, quien afirma haberlaa 
avanzado en su totalidad; SEXTO: Comisiona al ministe-
rial Aníbal Mordán Céspedes, Alguacil de Estrados de esta 
Corte de Apelación, para la notificación de la presente sen-
tencia; " TERCERO: Condena a Arístides Martínez, al pa_ 
go de las costas, distrayéndolas en provecho del abogado 
Dr. Caonabo Jiménez Paulino, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad 

Considerando qué el recurrente invoca en su memo-
rial de casación contra la sentencia impugnada, los siguien-
tes medios: Primer Media Violación del artículo 141 del 
Código de Procedimiento Civil.— Falta de Motivos.— Se-
gundo Medio: Violación de los artículos 2272 y 2246 del 
Código Civil.— Falta de motivos y consecuente violación 
del artículo 141 del Código Civil. 

Considerando que en el desenvolvimiento el primer 
medio el recurrente alega que la Corte a-qua, incurrió en 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, al no dar motivos a la sentencia impugnada para re-
chazar el medio de inadmisión propuesto por la actual re-
currida contra el recurso de oposición .interpuesto por el 
ahora recurrente contra sentencia en defecto de fecha 25 
de mayo de 1962; pero, 

Considerando que el interés es la medida de la acción' 
que el recurso de casación sólo es admisible contra las 
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partes del dispositivo de la sentencia que perjudican al 

recurrente; que en la especie, el examen de la sentencia 
impugnada pone de manifiesto que sobre recurso de ape_ 
lación interpuesto por la recurrida la Corte de Apelación 
de Santo Domingo, dictó en fech -25 de mayo de 1962 una 
sentencia en defecto que entre otras disposiciones condenó 
a Arístides Martínez al pago de una indemnización de 
RD$957.78; que contra dicha sentencia Arístides Martínez 
hizo recurso de oposición; que la ahora recurrida alegó 
un fin de inadmisión contra el referido recurso; y, que. 
la  Corte a_qua, rechazó el fin de inadmisión propuesto por 
por la demandada en oposición y acogió en la forma el 
recurso de oposición de conformidad con las conclusiones 
del actual recurrente; que, en tales condiciones el medio 
que se examina debe ser declarado inadmisible por falta 
de interés; 

Considerando que en el desenvolvimiento del último 
medio el recurrente alega, en resumen, que la Corte a-qua 
violó el artículo 2272 del Código Civil, que fija en el pe_ 
nodo de un año la acción en responsabilidad civil delic-
tual, al no declarar prescrita la acción en reparación de 
daños y perjuicios intentada contra él, por la recurrida 
en fecha 12 de agosto de 1960, en un delito civ~i cometí_ 
do el día 9 de junio de 1958; que, además, la,,sentencia 
impugnada no está motivada en cuanto rechazó la prescrip-
ción invocada fundándose en que existió una imposibilidad 
legal o judicial para el ejercicio de la acción por parte de 
la recurrida, y, en que, dicha prescripción fue interrumpí_ 
da por citación judicial y mandamiento de pago tendiente 
a embargo inmobiliario; 

Considerando que la prescripción comienza a correr 
en favor del deudor el día que el acreedor ha podido in-
tentar útilmente su acción; que la prescripción de la ac-
ción en reparación de un delito o de un cuasidelito civil, 
comienza a correr el día que el hecho ha causado un per- 
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juicio y no el día que ha sido sometido, si el daño no ha 
resultado inmediatamente; 

Considerando en la especie, que la Corte a-qua, para 
acoger la demanda en reparación intentada en fecha 12 de 
agosto de 1960, por María Magdalena Adames de Laufer, 
contra Arístides Martínez, se 'fundó en que en fecha 9 de 
junio de 1958 el recurrente había invadido 2.83 metros cua_ 
drados de un solar propiedad de la ahora recurrida, cons-
truido un muro que la privó del uso de un callejón y le 
creó un criadero de mosquitos, sin precisar en su senten-
cia, como era su deber, la fecha en que el o los perjuicios 
fueron causados, a fin de que esta Suprema Corte de Jus_ 
ticia pudiera verificar si la acción había o no había prescri_ 
to, ni hizo constar tampoco en su fallo, qué citación judi-
cial o mandamiento de pago tendiente a embargo inmo-
biliario emanado de la demandante en responsabilidad, in-
terrumpió la prescripción de su acción; qw, en tales con-
diciones, esta Suprema Corte de Justicia no puede ejercer 
su poder de control en el sentido de saber si la ley ha sido 
o no bien aplicada, razón por la cual la sentencia impugnada 
debe ser casada por falta de base legal, sin necesidad de 
examinar el otro medio del recurso; 

Considerando, que en virtud de lo dispuesto por el 
inciso 3 del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, "cuando una sentencia fuere casada por falta de 
base legal, falta o insuficiencia de motivos, desnaturali_ 
zación de los hechos o por cualquiera otra violación de 
las reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de los 
jueces", las costas podrán ser compensadas; 

(Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones civiles, en fecha 19 de octubre de 1962, 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado anteriormente y envía el asunto ante 
la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: Com-
pensa las costas: )1 
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(Firmados); Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.— 
Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Guarionex A. García de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Cu 
riel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento,. en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 



1 
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(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.— 
Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Guarlonex A. García de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis 
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Cu 
riel hijo, Secretario General.— 

juicio y no el día que ha sido sometido, si el daño no ha 
resultado inmediatamente; 

Considerando en la especie, que la Corte a-qua, para 
acoger la demanda en reparación intentada en fecha 12 de 
agosto de 1960, por María Magdalena Aclames de Laufer, 
contra Arístides Martínez, se 'fundó en que en fecha 9 de 
junio de 1958 el recurrente había invadido 2.83 metros cua_ 
drados de un solar propiedad de la ahora recurrida, cons-
truido un muro que la privó del uso de un callejón y le 
creó un criadero de mosquitos, sin precisar en su senten-
cia, como era su deber, la fecha en que el o los perjuicios 
fueron causados, a fin de que esta Suprema Corte de Jus_ 
ticia pudiera verificar si la acción había o no había prescri_ 
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cial o mandamiento de pago tendiente a embargo inmo-
biliario emanado de la demandante en responsabilidad, in-
terrumpió la prescripción de su acción; cue, en tales con-
diciones, esta Suprema Corte de Justicia no puede ejercer 
su poder de control en el sentido de saber si la ley ha sido 
o no bien aplicada, razón por la cual la sentencia impugnada 
debe ser casada por falta de base legal, sin necesidad de 
examinar el otro medio del recurso; 

Considerando, que en virtud de lo dispuesto por el 
inciso 3 del artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de 
Casación, "cuando una sentencia fuere casada por falta de 
base legal, falta o insuficiencia de motivos, desnaturali_ 
zación de los hechos o por cualquiera otra violación de 
las reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de los 
jueces", las costas podrán ser compensadas; 

(Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
en atribuciones civiles, en fecha 19 de octubre de 1962, 
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado anteriormente y envía el asunto ante 
la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: Com-
pensa las cotas 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento,. en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 9 de enero de 1962. 

Materia: Trabajo. 
Recurrente: La Azucarera Haina, C. por A. 
Abogado: Dr. Euclides Vicioso V. 

Recurrido: Hungría Amparo Nolasco. 
Abogado: Dr. Héctor Cabral Ortega. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Al. 
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario-
nex A. García de Peña, Pedro María Cruz, Luis Gómez 
Tavárez, y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 16 
de octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Azu_ 
carera Haina, C. por A., entidad agrícola-industrial, con 
domicilio en la Avenida Fray Cipriano de Utrera del Cen-
tro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo. 
contra sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del 
Distrito Nacional, de fecha 9 de enero de 1962; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Gabriel Hernández Mota. abogado, cédula 

No. 20722, serie 23, en representación del Dr. Euclides 
Vicioso V., cédula 45820, serie 1 1, abogado constituído por 
la recurrente en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Héctor Cabral Ortega, cédula 23135, serie 
18, abogado constituido por el recurrido, Hungría Ampa . 
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ro Nolasco, dominicano, mayor de edad, chófer, domici• 
hado y residente en Piedra Blanca Municipio de Haina. 
Provincia de San Cristóbal, cédula 2852, serie 63, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha 14 de enero de 
1963, suscrito por el Dr. R. Euclides Vicioso Vendreil, en 
el cual se alegan contra la sentencia impugnada los me-
dios que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de febrero 
de 1963, suscrito por el Dr. Héctor A. Cabral Ortega; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedi_ 

miento Civil; 81 y 82 del Código de Trabajo; y 1 y 65 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con moti-
vo de una controversia laboral el Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional ,dictó en fecha 8 de octubre de 
1962, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa_ 
Ila: Primero: Declara la rescisión del contrato de trabajo 
que existió entre las partes por causa de despido injusti-• 
ficado; Segundo: Condena, a la Azucarera Haina, C. por A., 
a pagarle al trabajador demandante los salarios corres-
pondientes a 24 días de preaviso, 75 días por concepto de 
auxilio de cesantía, 14 días de vacaciones, más la regalía 
pascual proporcional del ario 1962; Tercero: Condena, a la 
Azucarera Haina, C. por A., a pagarle al trabajador de_ 
mandante una suma igual a los salarios que habría recibido 
dicho trabajador desde el día de su demanda hasta la fe-
cha en que intervenga sentencia definitiva dictada en úl 
tima instancia sin exceder a los salarios de tres meses: 
Cuarto: Condena, a la parte que sucumbe al pago de los 
costos"; b) que sobre apelación de la actual recurrente 
fue dictada la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositi_ 
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yo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
la Azucarera Haina, C .por A., contra sentencia del Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 8 de 
octubre de 1962, dictada en favor de Hungría Amparo No-
lasco, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterio , 

 del presente fallo; Segundo: Rechaza relativamente al 
fondo, dicho recurso de alzada, y en consecuencia confirma 
en todas sus partes la sentencia apelada; Tercero: Condena 
a la parte sucumbiente Azucarera Haina, C. por A., al pa_ 
go de las costas del procedimiento, tan solo en un cincuen-
ta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del Códi-
go de Trabajo y 52_mod. de la Ley No. 637, sobre Contra-
tos de Trabajo, vigente; ordenándose su distracción en 
provecho del Dr. Héctor A. Cabral Ortega, abogado que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Vio-
lación del derecho de defensa"; Segundo Medio: Violación 
del derecho de la defensa (otro aspecto)"; Tercer Medio: 
Desnaturalización; Cuarto Medio: Falta de base legal"; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
primeros medios reunidos la recurrente alega, en resumen, 
que el Juez a_quo ha violado el derecho de defensa, porque 
tomó como fundamento "para dar por cierta la no existen-
cia de la suspensión y por ende la existencia del despido" 
del trabajpador recurrido, una certificación de fecha 22 
de noviembre de 1962, expedida por el Encargado de la 
Sección de Trámite y Archivo de la Secretaría de Estado 
de Trabajo; y depositada por el abogado del recurrido el 
día 23 de noviembre de 1962, junto con un escrito amplia- I; 
tivo, después de cerrados los debates, por lo cual no fue 
sometida a debate contradictorio; y, además, porque, "en 
sus conclusiones escritas pidió subsidiariamente, que" se 
ordene la celebración de un informativo testmonial para_ ) 
probar la justa causa del despido", para el caso en que 
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de los documentos depositados por el recurrido se despren_ 
diere la existencia del despido, y ese pedimento no fue 
tomado en cuenta por el Juez a-quo en su sentencia; pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna- 
da pone de manifiesto, que contrariamente a los alegatos 
de la recurrente, la Cámara a_qua, para dar por estable- 
cido que el trabajador Hungría Amparo Nolasco fue des- 
pedido por su patrono la Azucarera Haina, C. por A., tomó 
como fundamento, principalmente, la certificación expedi- 
da por dicha entidad en fecha 8 de agosto de 1962, al de_ 
clarar que por esa certificación el trabajador ha probado 
su despido, porque "si bien en la misma se expresa que lo 
que hubo fue 'suspensión', ésta carece totalmente de vali- 
dez y efectos jurídicos", en razón de que las condiciones 
requeridas para su validez no fueron cumplidas por la re- 
currente, según se comprueba por la certificación de fecha 
22 de noviembre de 1962, expedida por la Secretaría de 
Estado de Trabajo; que lo expuesto anteriormente demues_ 
tra, que la Cámara a-qua, sólo examinó la certificación 
de fecha 22 de noviembre de 1962, para corroborar la con- 

mi vicción que ya se había formado ésta, mediante la certi_ 
ti.. ficación del 8 de agosto de 1962, en el sentido de que el 

trabajador fue despedido y no suspendido; sin que de este 
examen se hayan derivado consecuencias jurídicas que pue- 
dan perjudicar a los recurrentes en su derecho de defensa; 

Considerando que en cuanto a la alegada violación del 
derecho de defensa, sobre el fundamento de que la Cámara 
a-qua no ordenó el informativo testimonial solicitado por 
la recurrente, el examen de la sentencia impugnada mues-
tra, que el trabajador recurrido concluyó subsidiariamen-
te por ante esa Cámara, pidiendo que previamente a ese 
informativo, la recurrente pruebe "que comunicó el despi-
do al Departamento de Trabajo dentro de las 48 horas que 
prescribe la ley", y no obstante ese pedimento 'formal, esa 
prueba no fue aportada; 
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Considerando en efecto, que de acuerdo con lo dis. 
Puesto por el artículo 81 del Código de Trabajo, "en las 
Cuarenta y ocho horas subsiguientes al despido, el patro-
no lo comunicará, con indicación de la causa, al Departa-
mento de Trabajo o a la autoridad local, que ejerza sus 
funciones, que a su vez lo denunciará al trabajador"; que, 
por otra parte, el artículo 82 del mismo Código dispone 
que "El despido que no haya sido comunicado a la auto_ 
ridad del trabajo correspondiente en el término indicado 
en el artículo 81, se reputa que carece de justa causa"; que. 
por consiguiente, de acuerdo con la economía general de 
los textos precedentemente citados, el patrono debe justi-
ficar el cumplimiento de esta formalidad antes de concluir 
pidiendo una información testimonial encaminada al esta-
blecimiento de la prueba de la justa causa del despido, pues 
si éste no ha sido comunicado dentro del plazo legal se 
reputa injustificado, y resultaría entonces frustratoria cual_ 
quier medida de instrucción que tienda a establecer lo 
contrario; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
últimos medios reunidos, el recurrente alega, en resumen, 
lo siguiente: que el Juez a-quo ha desnaturalizado los he-
chos de la causa al indicar en el último considerando de su 
sentencia, que "la parte intimante, la Azucarera Haina, C. 
por A., "ha alegado que el trabajador Nolasco fue "sus_ 
pendido en sus labores", lo que no se desprende de su es-
crito de fecha 23 de noviembre de 1962, pues a todo lo 
largo de este "escrito sólo se ha dicho que al demandante 
corresponde hacer la prueba del despido. y que una vez 
presentada esa prueba, la recurrente procedería a hacer la 
prueba contraria"; que "al interpretar el Juez a-quo que 
la recurrente alegaba que el trabajador había sido suspen_ 
dido, tenía necesariamente que colegir que la recurrente 
debió probar que la suspensión era "legal", es decir, que 
se habían cumplido las formalidades que indica la ley para 
los casos de suspensión"; que si el Juez a-quo "no hubiera 
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tomado como base de su sentencia ese hecho, el resultado 

del litigio hubiese sido otro"; que, asismismo, la sentencia 
carece de base legal, en razón de haber basado su fallo 
"principal y casi únicamente" en la certificación expedida 
en fecha 8 de agosto de 1962, por el Encargado del Depar-
tamento Legal y Personal del Ingenio Río Haina, en favor 

del trabajador Amparo Nolasco Hungría; pero, 
Considerando que la Cámara a_qua dió por estableci-

dos en la sentencia impugnada, los siguientes hechos: a) 
"que el recurrido Hungría Amparo Nolasco prestó servi-
cio a la Azucarera Haina, C. por A., en forma ininterrum-
pida durante cinco años y siete meses (del 5 de septiembre 
cie 1957 al 4 de junio de 1962), desempeñando las labores 
de chofer primero y transferido luego al taller de mecá_ 
nica como sereno, devengando un salario de ciento veinte 
pesos mensual"; b) que el contrato de trabajo entre Hun-
gría Amparo Nolasco y la Azucarera Haina, C. por A., ter-
minó cuando esta empresa separó al trabajador indicado 
de los servicios que prestaba, el 4 de junio. de 1962; c) que 
el contrato de trabajo existente entre el trabajador Nolas 
co y la Azucarera Haina, C. por A., era por tiempo indefi-
nido; d) que el trabajador Nolasco fue despedido de su 
empleo por su patrono la Azucarera Haina, C. por A., sin 
justa causa; 

Considerando que lo que se acaba de exponer y lo que 
se ha expresado ya en el desenvolvimiento de los dos pri-
meros medios, demuestra que la Corte a_qua no ha variado 
el alcance o sentido de los hechos y documentos del ex-
pediente, sino que ha ponderado cada uno de ellos sin des-
naturalizarlos, ejerciendo su poder soberano de apreciación; 
que, por tanto, en este otro aspecto el medio que se exami_ 
na carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en cuanto a la alegada falta de base 
legal, que por todo lo anteriormente expuesto se demues-
tra, además, que la sentencia impugnada contiene una ex-
posición de los hechos de la causa, que permiten a esta 
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Considerando en efecto, que de acuerdo con jo 
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corresponde hacer la prueba del despido. y que una vez 
presentada esa prueba, la recurrente procedería a hacer la 
prueba contraria"; que "al interpretar el Juez a-quo que 
la recurrente alegaba que el trabajador había sido suspen_ 
dido, tenía necesariamente que colegir que la recurrente 
debió probar que la suspensión era "legal", es decir, que 
se habían cumplido las formalidades que indica la ley para 
los casos de suspensión"; que si el Juez a-quo "no hubiera 
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tomado como base de su sentencia ese hecho, el resultado 
del litigio hubiese sido otro"; que, asismismo, la sentencia 
carece de base legal, en razón de haber basado su fallo 
"principal y casi únicamente" en la certificación expedida 
en fecha 8 de agosto de 1962, por el Encargado del Depar-
tamento Legal y Personal del Ingenio Río Haina, en favor 
del trabajador Amparo Nolasco Hungría; pero, 

Considerando que la Cámara a_qua dió por estableci-
dos en la sentencia impugnada, los siguientes hechos: a) 
"que el recurrido Hungría Amparo Nolasco prestó servi-
cio a la Azucarera Haina, C. por A., en forma ininterrum-
pida durante cinco años y siete meses (del 5 de septiembre 
de 1957 al 4 de junio de 1962), desempeñando las labores 
de chófer primero y transferido luego al taller de mecá-
nica como sereno, devengando un salario de ciento veinte 
pesos mensual"; b) que el contrato de trabajo entre Hun-
gría Amparo Nolasco y la Azucarera Haina, C. por A., ter-
minó cuando esta empresa separó al trabajador indicado 
de los servicios que prestaba, el 4 de junio. de 1962; e) que 
el contrato de trabajo existente entre el trabajador Nolas 
co y la Azucarera Haina, C. por A., era por tiempo indefi-
nido; d) que el trabajador Nolasco fue despedido de su 
empleo por su patrono la Azucarera Haina, C. por A., sin 

al justa causa; 
Considerando que lo que se acaba de exponer y lo que 

se ha expresado ya en el desenvolvimiento de los dos pri-
meros medios, demuestra que la Corte a_qua no ha variado 
ci alcance o sentido de los hechos y documentos del ex-
pediente, sino que ha ponderado cada uno de ellos sin des-
naturalizarlos, ejerciendo su poder soberano de apreciación; 
que, por tanto, en este otro aspecto el medio que se exami_ 
na carece de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en cuanto a la alegada falta de base 
legal, que por todo lo anteriormente expuesto se demues-
tra, además, que la sentencia impugnada contiene una ex-
Posición de los hechos de la causa, que permiten a esta 
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corte verificar que los jueces del fondo hicieron una co_ 
rrecta aplicación de la ley; que, por consiguiente, en este 
otro aspecto el medio que se examina carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Azucarera Haina, C. por A., con_ 
tra sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, de fecha 9 de enero de 1962; y, Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Héctor A. Cabral Or-
tega, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez.-
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento,. en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Independencia, de fecha 22 de mayo de 1963; 

Materia: Correccional (Juego de envite o azar). 

Recurrente: Fermín Pérez y Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Presidente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chu_ 
pani, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, 
Pedro María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 16 de octubre de 1963, años 120' de la Independen 
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Pérez y Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, domi_ 
ciliado y residente en Duvergé, cédula 5559 serie 20 con 
tra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Independencia, en fecha 22 de 
mayo de 1963; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repú. 

blica; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en 

la secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 22 de mayo de 
1963, a requerimiento del recurrente, en el cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 
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corte verificar que los jueces del fondo hicieron una co_ 
rrecta aplicación de la ley; que, por consiguiente, en este 
otro aspecto el medio que se examina carece de fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Azucarera Haina, C. por A., con_ 
tra sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Dis-
trito Nacional, de fecha 9 de enero de 1962; y, Segundo: 
Condena a la recurrente al pago de las costas, con distrac-
ción de las mismas en favor del Dr. Héctor A. Cabral Or_ 
tega, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez.-
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

ti 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Independencia, de fecha 22 de mayo de 1963; 

' 411fr Materia: Correccional (Juego de envite o azar). 

Recurrente: Fermín Pérez y Pérez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Presidente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chu_ 
pani, Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, 
Pedro María Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, 
hoy día 16 de octubre de 1963, años 120' de la Independen-
cia y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fermín 
Pérez y Pérez, dominicano, mayor de edad, soltero, domi_ 
ciliado y residente en Duvergé, cédula 5559 serie 20 con 
tra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Independencia, en fecha 22 de 
mayo de 1963; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Magistrado Procurador General de la Repú. 

blica; 
Vista el acta del recurso de casación, levantada en 

la secretaría del Juzgado a-quo, en fecha 22 de mayo de 
1963, a requerimiento del recurrente, en el cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 
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Visto el auto dictado en 'fecha 15 del corriente mes 
de octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, por medio del cual integra, en su calidad 
de Presidente, la indicada corte, conjuntamente con el 
Magistrado Milcíades Duluc, para la deliberación y fallo 
del presente recurso, de conformidad con la ley No. 684, 
de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, refor_ 
mado por la ley 3664 del 31 de octubre de 1953; y 1 y 65 
de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
5 de marzo de 1963, el oficial Comandante de la Policía 
Nacional, destacado en Duvergé, sometió ante el Fiscali-
zador del Juzgado de Paz de dicho Municipio a Fermín 
Pérez o Angel Fermín Pérez y Pérez, por haber sido sor-
prendido jugando dados; b) que apoderado del hecho el 
Juzgado de Paz del Municipio de Duvergé, éste lo resol_ 
vió mediante sentencia, cuyo dispositivo dice: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto declara, al 
nombrado Fermín Pérez, de generales anotadas, culpable 
del delito de juego de envite o azar (dado), acupándosele 
la suma de quince centavos (RD$0.15) y un par de dados 
como cuerpo del delito, y, en consecuencia, lo condena al 
pago de una multa de diez pesos oro (RD$10.00), acogien-
do a su favor el beneficio de las circunstancias atenuantes, 
compensables con prisión en caso de insolvencia a razón 
de un día por cada peso dejado de pagar, y al pago de las 
costas procesales; ses ordena por la misma sentencia, la 
confiscación de la suma de quince centavos oro (RD$0.15), 
para ser depositados en la Colecturía de Rentas Internas. 
de Jimaní, en favor del Estado Dominicano, así como tam-
bién la confiscación y destrucción de un par de dados, como 
cuerpo del delito"; c) que sobre recurso de apelación in. 
terpuesto por el prevenido intervino la sentencia ahora im- 

pugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar y declara, regular y válido en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado Fermín Pérez o Angel Fermín Pérez y Pérez, con_ 
tia sentencia correccional No. 28 de fecha 13 del mes de 
marzo del cursante año 1963, dictada por el Juzgado de 

Paz del Municipio de Duvergé, de esta jurisdicción, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como al efecto declara, al nombrado Fermín Pérez, de 
generales anotadas, culpable del delito de juego de envite 
c azar (dado), ocupándosele la suma de quince centavos 
(RD$0.15) y un par de dados como cuerpo del delito, y en 
consecuencia lo condena al pago de una multa de diez 
pesos oro (RD$10.00), acogiendo a su favor el beneficic 
de las circunstancias atenuantes, compensables con prisión 
en caso de insolvencia a razón de un día por cada peso de-
jado de pagar, y al pago de las costas procesales; se orde. 
nó por la misma sentencia, la confiscación de la suma dE 
quince centavos (RD$0.15) para ser depositados en la Co-
lecturía de Rentas Internas de Jimaní, en favor del Es-
tado Dominicano, así como también la confiscación y des_ 
trucción de un par de dados como cuerpo del delito', por 
haber sido hecho en tiempo hábil y de acuerdo con las dis-
posiciones legales; SEGUNDO: Confirmar y confirma, en 
Todas sus partes la sentencia recurrida; y TERCERO: Con-
denar y condena, al recurrente Fermín Pérez o Angel Fer-
mín Pérez y Pérez, al pago de las costas procedimentales 

del presente recurso;" 

'Considerando que el Juzgado a-quo, mediante la pon- 
deración de los elementos de prueba que fueron aportados 
en la instrucción de la causa, dió por establecido, que Fer- 
mín Pérez o Angel Fermín Pérez y Pérez, fue sorprendido 
por miembros de la Policía Nacional, el día 4 de marzo dé 

41 1963, tomando parte en un juego de dados; que los otros 
participantes, se dieron a la fuga, dejando abandonados 
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pugnada con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar y declara, regular y válido en cuanto a 
la forma, el recurso de apelación interpuesto por el nom-
brado Fermín Pérez o Angel Fermín Pérez y Pérez, con_ 
tia sentencia correccional No. 28 de fecha 13 del mes de 
marzo del cursante año 1963, dictada por el Juzgado de 
Paz del Municipio de Duvergé, de esta jurisdicción, cuyo 
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como al efecto declara, al nombrado Fermín Pérez, de 
generales anotadas, culpable del delito de juego de envite 
e azar (dado), ocupándosele la suma de quince centavos 
(RD$0.15) y un par de dados como cuerpo del delito, y en 
consecuencia lo condena al pago de una multa de diez 
pesos oro (RD$10.00), acogiendo a su favor el beneficie 
de las circunstancias atenuantes, compensables con prisión 
en caso de insolvencia a razón de un día por cada peso de-
jado de pagar, y al pago de las costas procesales; se orde. 

nó por la misma sentencia, la confiscación de la suma dE 
quince centavos (RD$0.15) para ser depositados en la Co. 
lecturía de Rentas Internas de Jimaní, en favor del Es-
tado Dominicano, así como también la confiscación y des_ 
trucción de un par de dados como cuerpo del delito', por 
haber sido hecho en tiempo hábil y de acuerdo con las dis-
posiciones legales; SEGUNDO: Confirmar y confirma, en 
Todas sus partes la sentencia recurrida; y TERCERO: Con-
denar y condena, al recurrente Fermín Pérez o Angel Fer_ 
mín Pérez y Pérez, al pago de las costas procedimentales 

del presente recurso;" 

Considerando que el Juzgado a-quo, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron aportados 
en la instrucción de la causa, dió por establecido, que Fer_ 
mín Pérez o Angel Fermín Pérez y Pérez, fue sorprendido 
por miembros de la Policía Nacional, el día 4 de marzo dé 
1963, tomando parte en un juego de dados; que los otros 
participantes, se dieron a la fuga, dejando abandonados 

Visto el auto dictado en fecha 15 del corriente mes 
de octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, por medio del cual integra, en su calidad 
de Presidente, la indicada corte, conjuntamente con el 
Magistrado Milcíades Duluc, para la deliberación y fallo 
del presente recurso, de conformidad con la ley No. 684, 
de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 410 del Código Penal, refor_ 
mado por la ley 3664 del 31 de octubre de 1953; y 1 y 65 
de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 
5 de marzo de 1963, el oficial Comandante de la Policía 
Nacional, destacado en Duvergé, sometió ante el Fiscali-
zador del Juzgado de Paz de dicho Municipio a Fermín 
Pérez o Angel Fermín Pérez y Pérez, por haber sido sor-
prendido jugando dados; b) que apoderado del hecho el 
Juzgado de Paz del Municipio de Duvergé, éste lo resol_ 
vió mediante sentencia, cuyo dispositivo dice: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar, como al efecto declara, al 
nombrado Fermín Pérez, de generales anotadas, culpable 
del delito de juego de envite o azar (dado), acupándosele 
la suma de quince centavos (RD$0.15) y un par de dados 
como cuerpo del delito, y, en consecuencia, lo condena al 
pago de una multa de diez pesos oro (RD$10.00), acogien-
do a su favor el beneficio de las circunstancias atenuantes, 
compensables con prisión en caso de insolvencia a razón 
de un día por cada peso dejado de pagar, y al pago de las 
costas procesales; ses ordena por la misma sentencia, la 
confiscación de la suma de quince centavos oro (RD$0.15), 
para ser depositados en la Colecturía de Rentas Internas, 
de Jimaní, en favor del Estado Dominicano, así como tam-
bién la confiscación y destrucción de un par de dados, como 
cuerpo del delito"; c) que sobre recurso de apelación in_ 
terpuesto por el prevenido intervino la sentencia ahora im- 
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quince centavos y un par de dados, los que fueron ocupa-
dos por los agentes de policía; 

Considerando que en los hechos así establecidos, se en-
cuentra caracterizado el delito de juego de azar, previsto 
y sancionado por el artículo 410, reformado, del Código Pe-

nal, puesto a cargo del recurrente; que, por tanto, al con-
denar a dicho recurrente a la pena de diez pesos (RD$10.00) 
de multa„ acogiendo en su favor circunstancia atenuantes, 
y al ordenar la confiscación de los objetos ocupados, en la 
sentencia impugnada, además de darse a los hechos de la 
prevención la calificación legal correspondiente, le ha sido 
aplicada al prevenido una sanción que se encuentra ajus 
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto al interés 
del recurrente, vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca_ 
sación interpuesto por Fermín Pérez o Angel Fermín Pérez 
y Pérez, contra sentencia correccional dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de Independencia, en fecha 22 
de mayo de 1963, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recurren-
te al pago de las costas; 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.— 
fredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Gua-
rionex A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro 
María Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel  
hijo, Secretaro General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 18 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 18 de marzo de 1963. 

materia: Correccional (Violación a la Ley No. 5771). 

Recurrentes: Industrial Lechera C. por A., y Augusto Heriberto 
Gómez. 

Abogado: Jazem Draiby. 

Intervinlentes: Bernardo Francisco Caro, José Francisco, Ana 

Lidia Montás, Manuel Abréu y María Emilia Rodríguez. 
Abogados: Dres. Tulio Pérez Martínez y Manuel Castillo Corporán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; AL 
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario-
nex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María 
Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 18 
del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independencia 
y 101' de la Restauración, dicta eh audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Indus-
trial Lechera, C. por A., sociedad industrial y comercial, 
organizada de acuerdo con las leyes de la República Do-
minicana, domiciliada en el Km. VA de la Carretera Duar-
te, y Augusto Heriberto Gómez, dominicano, mayor de 
edad, chófer, soltero, domiciliado en esta ciudad, cédula 
67555, serie 1, contra sentencia pronunciada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 
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sentencia impugnada.: Corte de Apelación de San Cristóbal, de 

fecha 18 de marzo de 1963. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley No. 5771). 

Recurrentes: Industrial Lechera C. por A., y Augusto Heriberto 
Gómez. 

Abogado: Jazem Draiby. 

Intervinientes: Bernardo Francisco Caro, José Francisco, Ana 
Lidia Montás, Manuel Abréu y María Emilia Rodríguez. 

Abogados: Dres. Tulio Pérez Martínez y Manuel Castillo Corporán. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; AL 
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario-
nex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María 
Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 18 
del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independencia 
y 101' de la Restauración, dicta eh audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Indus-
trial Lechera, C. por A., sociedad industrial y comercial, 
organizada de acuerdo con las leyes de la República Do-
minicana, domiciliada en el Km. 4 1/2  de la Carretera Duar-
te, y Augusto Heriberto Gómez, dominicano, mayor de 
edad, chófer, soltero, domiciliado en esta ciudad, cédula 
67555, serie 1, contra sentencia pronunciada en sus atri_ 
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San 

quince centavos y un par de dados, los que fueron ocupa-
dos por los agentes de policía; 

Considerando que en los hechos así establecidos, se en-
cuentra caracterizado el delito de juego de azar, previsto 
y sancionado por el artículo 410, reformado, del Código Pe_ 
nal, puesto a cargo del recurrente; que, por tanto, al con-
denar a dicho recurrente a la pena de diez pesos (RD$10.00) 
de multa„ acogiendo en su favor circunstancia atenuantes, 
y al ordenar la confiscación de los objetos ocupados, en la 
sentencia impugnada, además de darse a los hechos de la 
prevención la calificación legal correspondiente, le ha sido 
aplicada al prevenido una sanción que se encuentra ajus 
tada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto al interés 
del recurrente, vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca_ 
sación interpuesto por Fermín Pérez o Angel Fermín Pérez 
y Pérez, contra sentencia correccional dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia de Independencia, en fecha 22 
de mayo de 1963, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
Jugar del presente fallo; y Segundo: Condena al recurren• 
te al pago de las costas; 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.— Al_ 
fredo Conde Pausas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Gua-
rionex A. García de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro 
María Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel  
hijo, Secretaro General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dienciá pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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Cristóbal el día 18 de marzo de 1963, 'cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jazem Draiby, cédula 54586, serie 1, abo-

gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Dr. Frank Bienvenido Jiménez, cédula 382, se-

rie 80, por sí y en representación de los Doctores Tulio 
Pérez Martínez, cédula 2947, serie 2, y Manuel Castillo 
Corporán, cédula 11804, serie 1, abogados de los intervi_ 
nientes Bernardo Francisco Caro, José Francisco, Ana Li-
dia Montás Lajara, Manuel Abréu y María Emilia Rodrí-
guez, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a-qua, el día lo. de abril de 1963, a 
requerimiento del Dr. Jazem Draiby, en representación de 
los recurrentes; 

Visto el memorial de casación suscrito por el Lic. Ja-
zem Draiby y depositado en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia el día 7 de junio de 1963, en el cual se 
invocan los medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 3 de la ley 5771 de 1961, 1384 
inciso 3 del Código Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere constada) que en fecha 
17 de septiembre de 1962, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de San Cristóbal, apoderado por 
el Ministerio Público, dictó, en sus atribuciones correc-
cionales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 
"Falla:. Primero: Declara regular y válida en la forma la 
constitución en parte civil hecha por los señores Bernardo 
Francisco Caro, José Francisco, Ana Lidia Montás Lajara. 
Manuel Abréu y María Emilia Rodríguez; Segundo: Decla- 
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ra que Augusto Heriberto Gómez es culpable de violación 
a la Ley No. 5771 en su artículo 1 9  y párrafo I del mismo 
Artículo y en consecuencia lo condena a sufrir seis me-
ses de prisión correccional y a pagar una multa de RD$ 
50.00; Tercero: Declara a la Industrial Lechera, C. por A., 
en causa como persona civilmente responsable del hecho 
cometido por su empleado o preposé Augusto Heriberto 
Gómez; Cuarto: Condena a la Industrial Lechera, C. por A., 
en su indicada calidad al pago de una indemnización de 
RD$15,000.00 por los daños materiales y morales experi_ 
mentados por los reclamantes con la muerte de José Alta-
gracia Francisco; Quinto: Condena a la Industrial Lechera, 
C. por A., en su indicada calidad a pagar una indemniza-
ción de RD$6,000.00 por los daños materiales y morales 
experimentados por la reclamante con la muerte de An_ 
drés Abréu; Sexto: Condena a la Industrial Lechera, C. por 
A., al pago de una indemnización de RD$5,000.00 en su in-
dicada calidad por los daños materiales y morales expe_ 
rimentados por la parte civil constituida (sic) en razón de 
los daños materiales y morales experimentados por la parte 
civil constituída en razón de los daños Materiales y mora-
les experimentados por la muerte de Heriberto Gerónimo; 
Séptimo: Condena al prevenido al pago de las costas pe-
nales; Octavo: Condena a la Industrial Lechera, C. por A., 
al pago de las costas civiles y ordena su distracción en fa_ 
vor de los Doctores Tulio Pérez Martínez, Manuel Castillo 
Corporán y Frank Bienvenido Jiménez, abogados de la 
parte civil quienes afirman haberlas avanzado en su tota-
lidad"flb) que sobre los recursos de apelación interpuestos 
por el prevenido y por la Industrial Lechera, C. por A., in_ 
tervino la sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es 
el siguiente"Fa11a: 'Primero: Se declara regulares y vá-
lidos los recursos de apelación interpuestos por el preveni_ 
do Augusto Heriberto Gómez y por la parte civilmente res-
ponsable contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri- 
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Corte de Justicia el día 7 de junio de 1963, en el cual se 
invocan los medios que más adelante se indican; 
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Francisco Caro, José Francisco, Ana Lidia Montás Lajara. 
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por el prevenido y por la Industrial Lechera, C. por A., in_ 
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mera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, mar_ 
cada con el No. 998, de fecha 17 de septiembre de 1962, por 
haberlos intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales; Segundo: Se confirma en cuanto al as-
pecto penal la sentencia indicada que condenó al preveni_ 
do Augusto Heriberto Gómez, a 6 meses de prisión correc-
cional y multa de RD$50.00 y costas; Tercero: Se modi-
fica, en cuanto a la cuantía de la indemrización acordada 
por el tribunal a_quo, y la Corte juzgando por propia auto-
ridad declara a la Industrial Lechera, C. por A., responsa-
ble de los daños y perjuicios ocasionados por su preposé o 
empleado señor Augusto Heriberto Gómez, mientras se 
hallaba en el ejercicio de sus funciones, en perjuicio de las 
partes civiles constituídas, en la 'forma siguiente: a) Con-
dena a la Industrial Lechera, C. por A., en su indicada 
calidad a pagar, a título de daños y perjuicios morales y 
materiales en favor de las partes civiles constituídas las 
siguientes indemnizaciones: RD$12,000.00 para distribuir_ 
se en la cantidad de RD$4,000.00 a favor de los reclaman-
tes con motivo de la muerte de José Altagracia Francisco; 
RD$4.000.00 en favor de los reclamantes con motivo de la 
muerte de Andrés Abréu; y RD$4,000.00 en favor de los 
reclamantes con motivo de la muerte de Heriberto Geró_ 
nimo; Cuarto: Se rechazan las conclusiones principales y 
subsidiarias presentadas en audiencia por el Licenciado Ja-
zem Draiby abogado constituído por la Industrial Lechera, 
C. por A., y por el prevenido Augusto Heriberto Gómez. 
por improcedentes y mal fundadas; Quinto: Se condena al 
prevenido mencionado al pago de las costas penales; Sexto: 
Se condena a la Industrial Lechera, C. por A., al pago de 
las costas civiles causadas en este recurso de alzada y se 
ordena la distracción de las mismas en favor de los ahoga-
dos. Doctores Manuel Castillo Corporán, Tulio Pérez Mar-
tínez y Fran& Bienvenido Jiménez"; 

Considerando que los recurrentes invocaron en su me-
morial de casación, los siguientes medios: Desnaturaliza- 

ción de los hechos, del testimonio, de los documentos y de 

las circunstancias de la causa; falta de motivos e insufi-
ciencia de los mismos; falta de base legal; violación de los 
artículos 1 de la ley 5771, 64 del Código Penal, 1382, 1383 
y 1384 del Código Civil; desconocimiento del derecho de 
defensa; 

En cuanto al recurso de casación del prevenido Augusto 
Heriberto Gómez: 

Considerando que en el desenvolvimiento de su medios 
de casación, el prevenido, alega en síntesis, lo siguiente: 
que ante la Corte a_qua él invocó, como causa eximente de 
su responsabilidad penal, un caso fortuito y de fuerza ma-
yor, consistente en que en el momento en que manejaba 
el camión de la Industrial Lechera, C. por A., sufrió un 
mareo que hizo que el camión se desviara hacia la izquier-
da, produciéndose el vuelco; que la Corte a_qua no da mo-
tivos que demuestren que el prevenido cometió alguna fal-
ta en el manejo del vehículo; que la indicada Corte "duda 
de dicho mareo", exponiendo una serie de deducciones que 
no sirven sino para reafirmar la duda acerca de la culpa-
bilidad del prevenido, y ésta debe resolverse en su prove_ 
cho; que en esas circunstancias, sostiene el recurrente, la 
Corte a-qua desnaturalizó los hechos de la causa, violó el 
artículo 1 de la Ley 5771 de 1961, e incurrió además, en 
los vicios de falta de base legal y falta e insuficiencia de 
motivos; pero, 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba aportados en la instruc_ 
ción de la causa, los siguientes hechos: a) que siendo apro-
ximadamente las seis de la mañana del día 15 de marzo de 
1962, mientras , Augusto Heriberto Gómez manejaba el ca-
mión placa 29785, de la Industrial Lechera, C. por A., por 
la carretera que conduce de Cambita a San Cristóbal, al 
llegar al Km. 7 1/2, dicho camión dió un viraje hacia la iz_ 
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que ante la Corte a_qua él invocó, como causa eximente de 
su responsabilidad penal, un caso fortuito y de fuerza ma-
yor, consistente en que en el momento en que manejaba 
el camión de la Industrial Lechera, C. por A., sufrió un 
mareo que hizo que el camión se desviara hacia la izquier-
da, produciéndose el vuelco; que la Corte a_qua no da mo-
tivos que demuestren que el prevenido cometió alguna fal-
ta en el manejo del vehículo; que la indicada Corte "duda 
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no sirven sino para reafirmar la duda acerca de la culpa-
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quierda, desviándose de la ruta e internándose en la pro-
piedad de Manuel Pérez, donde quedó virado sobre el lado 
izquierdo; b) que a consecuencia de ese accidente resulta. 
ron muertos José Altagracia Francisco, Heriberto Geróni_ 
mo y Andrés Abréu, y con golpes, Domingo Antonio Mon-
tás, Marino Frías, Carlos Pinales y el propio prevenido; 

Considerando que el examen del fallo impugnado 
muestra que la Corte a-qua no admitió el alegado caso for_ 
tuito, y expuso en resumen, como fundamento de su con-
vicción, lo siguiente: que inmediatamente de ocurrir el ac-
cidente el chófer fue de los primeros en salir del camión se-
gún declaraciones del testigo Fabio García o Marino Fuello 
que venía en la cabina cuando dijo: 'El chófer salió primero 
que yo' y el mismo inculpado admite haber ayudado a sa-
car los heridos, y cuando se encontró con el testigo Fidel 
H. Mesa Valdez, Cabo Ejército Nacional actuante como a 
350 a 400 metros aproximadamente del accidente según 
declaró dicho testigo el prevenido iba de pronto con otro 
compañero y al preguntarle cómo había sucedido el caso 
el prevenido le dijo que no se explicaba cómo había sido 
y dice el mismo testigo que el chófer no le habló de mareo 
quedando demostrado de esa manera que no es cierto que 
el prevenido haya sufrido ningún mareo en el momento del 
accidente; que aun admitiendo el alegato del prevenido de 
que el hecho se debió a un desmayo que él sufriera en la 
misma forma que lo explica él y su ayudante Ramón Ge-
rónimo Díaz, pues si se pararon momentos antes del acci_ 
dente porque el chófer se sentía mal, entonces fue una 
imprudencia del prevenido continuar manejando en esas 
condiciones"; 

Considerando, además, que en el fallo impugnado se 
hace constar que las faltas cometidas por el prevenido, y 
que constituyen la causa eficiente del accidente, fueron: 
1) que el prevenido de una manera torpe e imprudente se 
tiró mucho hacia la izquierda; 2) que en la cabina del ca-
mión iban 4 personas, incluyendo al chófer, circunstancia  

ésta que le impedía maniobrar con la debida seguridad; 
Considerando que la desnaturalización de los hechos 

de la causa supone que a los hechos establecidos como ver_ 
daderos, no se les ha dado el sentido o alcance inherente 
a su propia naturaleza; que cuando los jueces del fondo 
reconocen como sinceros ciertos testimonios y fundan en 
ellos su íntima convicción como en la especie, lejos de in-
.•urrir en una desnaturalización de los hechos de la causa, 
hacen un correcto uso del poder soberano de apreciación de 
que están investidos en la depuración de la prueba; que, 

su- 
ficientes 

otra parte la sentencia impugnada contiene motivos su-
ficientes y pertinentes, y una exposición completa de los 
hechos y circunstancias de la causa que justifican plena-
mente su dispositivo, en lo concerniente al recurso que se 
examina; que, por tanto, los medios del presente recurso 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que los hechos establecidos por la Corte 
a-qua constituyen a cargo del prevenido Gómez, el delito 
de homicidio y golpes por imprudencia causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, delito previsto por el artícu_ 
lo 1 de la ley 5771 de 1961 y castigado por al artículo 2 de 
la misma ley, con prisión de 2 a 5 años y multa de RD$ 
500.00 a RD$2,000.00; que, por consiguiente al condenarlo, 
después de declararlo culpable del indicado delito, a 6 
meses de prisión y RD$50.00 de multa acogiendo circuns_ 
tancias atenuantes, la Corte a-qua hizo una correcta apli-
cación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al 
interés del prevenido recurrente ningún vicio que justi-
fique su casación; 

En cuanto al recurso de casación de la Industrial 
Lechera, C. por A. 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me_ 
dios de casación, la recurrente alega en síntesis, que las víc- 
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quierda, desviándose de la ruta e internándose en la pro-
piedad de Manuel Pérez, donde quedó virado sobre el lado 
izquierdo; b) que a consecuencia de ese accidente resulta. 
ron muertos José Altagracia Francisco, Heriberto Geróni_ 
mo y Andrés Abréu, y con golpes, Domingo Antonio Mon-
tás, Marino Frías, Carlos Pinales y el propio prevenido; 

Considerando que el examen del fallo impugnado 
muestra que la Corte a-qua no admitió el alegado caso for_ 
tuito, y expuso en resumen, como fundamento de su con-
vicción, lo siguiente: que inmediatamente de ocurrir el ac-
cidente el chófer fue de los primeros en salir del camión se-
gún declaraciones del testigo Fabio García o Marino Fuello 
que venía en la cabina cuando dijo: 'EL chófer salió primero 
que yo' y el mismo inculpado admite haber ayudado a sa-
car los heridos, y cuando se encontró con el testigo Fidel 
H. Mesa Valdez, Cabo Ejército Nacional actuante como a 
350 a 400 metros aproximadamente del accidente según 
declaró dicho testigo el prevenido iba de pronto con otro 
compañero y al preguntarle cómo había sucedido el caso 
el prevenido le dijo que no se explicaba cómo había sido 
y dice el mismo testigo que el chófer no le habló de mareo 
quedando demostrado de esa manera que no es cierto que 
el prevenido haya sufrido ningún mareo en el momento del 
accidente; que aun admitiendo el alegato del prevenido de 
que el hecho se debió a un desmayo que él sufriera en la 
misma forma que lo explica él y su ayudante Ramón Ge-
rónimo Díaz, pues si se pararon momentos antes del acci-
dente porque el chófer se sentía mal, entonces fue una 
imprudencia del prevenido continuar manejando en esas 
condiciones"; 

Considerando, además, que en el fallo impugnado se 
hace constar que las faltas cometidas por el prevenido, 
que constituyen la causa eficiente del accidente, fueron: 
1) que el prevenido de una manera torpe e imprudente se 
tiró mucho hacia la izquierda; 2) que en la cabina del ca-
mión iban 4 personas, incluyendo al chófer, circunstancia 
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ésta que le impedía maniobrar con la debida seguridad; 
Considerando que la desnaturalización de los hechos 

de la causa supone que a los hechos establecidos como ver_ 
daderos, no se les ha dado el sentido o alcance inherente 
a su propia naturaleza; que cuando los jueces del fondo 
j econocen como sinceros ciertos testimonios y fundan en 
ellos su íntima convicción como en la especie, lejos de in-
ourrir en una desnaturalización de los hechos de la causa, 
hacen un correcto uso del poder soberano de apreciación de 
que están investidos en la depuración de la prueba; que, 
por otra parte la sentencia impugnada contiene motivos su-
ficientes y pertinentes, y una exposición completa de los 
hechos y circunstancias de la causa que justifican plena-
mente su dispositivo, en lo concerniente al recurso que se 
examina; que, por tanto, los medios del presente recurso 
carecen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que los hechos establecidos por la Corte 
a-qua constituyen a cargo del prevenido Gómez, el delito 
de homicidio y golpes por imprudencia causados con el ma-
nejo de un vehículo de motor, delito previsto por el artícu-
lo 1 de la ley 5771 de 1961 y castigado por al artículo 2 de 
la misma ley, con prisión de 2 a 5 años y multa de RD$ 
500.00 a RD$2,000.00; que, por consiguiente al condenarlo, 
después de declararlo culpable del indicado delito, a 6 
meses de prisión y RD$50.00 de multa acogiendo circuns-
tancias atenuantes, la Corte a-qua hizo una correcta apli-
cación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al 
interés del prevenido recurrente ningún vicio que justi-
fique su casación; 

En cuanto al recurso de casación de la Industrial 
Lechera, C. por A. 

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me_ 
dios de casación, la recurrente alega en síntesis, que las víc- 



1174 	 BOLETÍN JUDICIAL 

timas sabían o no debían ignorar que al pedirles al chófer 
que los transportase en un camión que no era propio 
conducir pasajeros, se estaban asociando al abuso de fun-
ciones de dicho chófer; que el hecho de aue ellos supieran 
que el chófer transportaba pasajeros en dicho vehículo no 
destruía la apariencia de que dicho chófer se estaba ex_ 
cediendo en sus funciones al conducir pasajeros en un ca-
mión de carga; que la parte de la declaración del testigo 
Ramón Gerónimo Díaz, en que consta que la empresa ha-
bía consentido transportar esas personas, y que utiliza la 
Corte para apoyar su sentencia de condenación, contiene 
un error en la transcripción del secretario del Juzgado de 
Primera Instancia, porque el mismo testigo en otra parte 
de esa declaración afirma "que todos los choferes tenían 
una comunicación escrita de no llevar pasajeros"; que esta 
última parte de su declaración está corroborada tanto por 
la carta que en fecha 14 de noviembre de 1960 envió la 
recurrente al Departamento de Trabajo, y que la Corte des_ 
estimó porque no tenía "fecha cierta", como la que le en-
vió el Departamento de Trabajo a los choferes de la em-
presa, el día 16 de noviembre de 1960, documento este úl_ 
timo que ni siquiera fue ponderado por Corte, no obstan-
te lo "importante que es como prueba para la parte civil-
mente responsable", ya que en él se certifica que la carta 
del 14 de noviembre de 1960, a que se ha hecho referen_ 
cia, "fue recibida en la Secretaría de Trabajo", el 15 de 
noviembre de ese mismo año; que en materia penal, los 
jueces gozan de la libertad de la prueba y no pueden des-
cartar un medio de prueba por falta de registro, ya que 
éste sólo es necesario cuando se intenta probar un acto ju-
tídico pero no cuando se trata de probar como en la espe-
cie, la existencia de una comunicación, que es un simple 
hecho, una simple situación; que, en esas condiciones, sos-
tiene la recurrente, en la sentencia impugnada se han des-
naturalizado los hechos, se han violado los artículos 1 de la 
ley 5771 de 1961, 1382, 1383 y 1384 del Código Civil, y el 
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derecho de defensa, incurriéndose además en los vicios de 
falta e insuficiencia de motivos y carencia de base legal; 

Considerando en cuanto a la falta de base legal; que 
en definitiva la recurrente alega que como el testigo Ge_ 
ónimo Díaz en una parte de su declaración, afirmó que 

la empresa recurrente había consentido en transportar a 
las personas constituidas en parte civil, ella aportó al deba-
te, como elemento de prueba para rebatir esa afirmación, 
una copia de la carta enviada por el Departamento de Tra - 
bajo a los choferes de la empresa, en la cual consta que la 
empresa, desde antes del accidente había prohibido a sus 
choferes transportar pasajeros extraños a las labores de 
dicha empresa, en los camiones de su propiedad; que, sin 
embargo. la  Corte a_qua, no ponderó ese documento, que 
por su importancia, pudo influir eventualmente, a darle a 
la litis, una solución distinta; 

Considerando que por aplicación del ártículo 1384, ter-
cera parte, del Código Civil, el comitente es responsable 
de la falta cometida por su empleado no solamente cuando 
éste se encuentre en el ejercicio de sus funciones, sino tam-
bién cuando actúa en ocasión o en el ejercicio abusivo de 
.sus funciones, salvo que la víctima del acto perjudicial su_ 
piera o hubiera debido saber, por las circunstancias apa-
rentes del hecho que el empleado actuaba por su cuenta 
personal y no por cuenta del comitente; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Corte a-qua condenó a la recurrente 
Industrial Lechera, C. por A., al pago de RD$12,000.00, en 
favor de las personas constituidas en parte civil, fundán_ 
dose esencialmente, en lo siguiente: Primero: en que las 
víctimas "estaban en la creencia de que el chófer estaba 
autorizado por su patrón" a transportarlas puesto que en 
dicho camión "traían diariamente a varias personas", y se 
había hecho una costumbre viajar en él; Segundo: en que 
el testigo Ramón Gerónimo Díaz, Ayudante del Camión, 
declaró en primera instancia, que "la empresa consin- 
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tió en transportar esas personas que le había indicado eran 
sus amigos"; Tercero: que la carta que dice la Industrial 
Lechera. C. por A., que escribió en fecha 14 de noviembre 
-ie 1960, al Departamento de Trabajo, prohibiéndoles a lo. 
choferes de la empresa transportar pasajeros en los camio-
nes de su propiedad, "que recibida en dicho Departamen_ 
to, el día 24 de julio de 1962, o sea después del accidente, 
de donde se induce que fue preparada y notificada con pos-
teriotidad al accidente"; 

Considerando que como se advierte de lo anteriormen-
te expuesto, la Corte a_qua no solamente, no ponderó el 
documento a que se refiere la recurrente, sino que da como 
cierto sin motivación alguna, que la carta del 14 de noviem-
bre de 1960, "fue recibida en el Departamento de Trabajo 
el día 24 de julio de 1962, contrariamente a lo que se afir-
ma en el documento no ponderado, en el cual se hace cons. 
tar que dicha carta fue recibida en el Departamento de Tra-
bajo, el día 15 de noviembre de 1960; que, además como 
en la especie se trata de un documento aportado como 
medio de defensa, para probar que la empresa recurrente. 
desde antes del accidente, no consentía el transporte de ex_ 
traños en sus camiones, resultaba relevanta para la solu_ 
ción de la litis, la ponderación de dicho documento, espe-
cialmente si se tiene en cuenta que ese mismo testigo Ro_ 
inón Gerónimo Díaz, también declaró en la referida au-
diencia de Primera Instancia, que "todos los chóferes tie-
nen una comunicación escrita de no montar pasajeros en 
un vehículo que no está destinado para transporte de per_ 
sonas por su condición de estructura"; que al no haberlo he-
cho así, la Corte a-qua ha dejado el fallo impugnado, sin 
base legal, en el aspecto que se examina, razón por la cual 
debe ser casado sin que sea necesario responder a los de_ 
más alegatos de la recurrente; 

Considerando que cuando la sentencia fuere casada por 
falta de base legal, las costas podrán ser compensadas: 

Por tales motivos,' Primero: Admite como intervinien• 
tes a Bernardo Francisco Caro, José Francisco, Ana Lidia 
Montás Lajara, Manuel Abréu y María Emilia Rodríguez: 
Segundo: Casa en cuanto a las condenaciones civiles, la 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 18 de marzo de 1963, dictada en atribuciones correccio-
nales, y cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto así delimitado ante la 
Corte de Apelación de Santo Domingo; Tercero: Rechaza 
el recurso de casación que contra la indicada sentencia in-
terpuso el prevenido Augusto Heriberto Gómez y se le con-
dena al pago de las costas, y Cuarto: Compensa las costas 
relativas a la acción civil; 

(Firmados): Milcíades Duluc C.— A tfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Luis Gómez Tavá-
rez.— Pedro Maria Cruz.— Rafael Richiez Saviñón.— Gua-
rionex A. García de Peña.— Ernesto Curiel hijo, Secreta_ 
rio General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí„ Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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el recurso de casación que contra la indicada sentencia in-
terpuso el prevenido Augusto Heriberto Gómez y se le con-
dena al pago de las costas, y Cuarto: Compensa las costas 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 
7 de mayo de 1963. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley 2402). 

Recurrente: Pedro Sergio de la Cruz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; AL 
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario-
nex A. García de Peña, Pedro María Cruz, Luis Gómez Ta-
várez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Santo 
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 21 de octubre de 1963, 
años 120' de la Independencia y 101' de la Restauración, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si_ 
guiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Sergio de la Cruz, dominicano, mayor de edad, agricultor, 
domiciliado y residente en la ciudad de La Vega, cédula 
21276, serie 47, contra sentencia de la Corte de Apelación 
de La Vega de fecha 7 de mayo de 1963, dictada en atribu-
ciones correccionales, cuyo dispositivo se copia a conti-
nuación: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en 
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por 
el prevenido Pedro Sergio de la Cruz, en fecha 3 del mes 
de abril de 1963, contra la sentencia correccional No. 349, 
de fecha 1 del mismo mes y año, dictada por la Segunda 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, cuyo dispositivo es el siguiente: 
'Primero: Se pronuncia el defecto contra Pedro Sergio de  

la Cruz, por no haber comparecido a la audiencia no obs-
tante estar legalmente citado; Segundo: Se declara culpa-
ble al nombrado Pedro Sergio de la Cruz, del delito de vio_ 
lación Ley Num. 2402, en perjuicio de 5 hijos menores que 
tiene procreados con la querellante Juanita Morel de la 
Cruz, y en consecuencia se le condena a sufrir 2 años de 
prisión correccional; Tercero: Se le fija una pensión ali-
menticia de RD$20.00 mensuales que el padre en falta Pe-
dro Sergio de la Cruz, deberá pasar a la querellante Jua-
nita Morel de la Cruz, para la manutención de sus hijos a 
partir de la fecha de la querella Ejecutoria Provisionalmen 
te no obstante cualquier recurso; Cuarto: Se le condena 
al pago de las costas'; Segundo: Pronuncia el defecto con-
tra el prevenido Pedro Sergio de la Cruz, por no compa-
recer a la audiencia no obstante haber sido citado legal-
mente; Tercero: En cuanto al fondo, confirma la expresa-
da sentencia en todas sus partes; Cuarto: Condena al pre_ 
venido Pedro Sergio de la Cruz, al pago de las costas"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha 9 de mayo del 1963, en la cual no se expone 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, y 
1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro , 
 cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 

pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
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venido Pedro Sergio de la Cruz, al pago de las costas"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha 9 de mayo del 1963, en la cual no se expone 
ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, y 
1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro. 
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en 
libertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a la 
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco 
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que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o 
la suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad 
con los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950; que, 
por tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Pedro Sergio de la 
Cruz, contra sentencia de la Corte de Apelación de La Ve_ 
ga, de fecha 7 de mayo de 1963, dictada en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y, Segundo: Condena a dicho re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc C.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez .-
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au• 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí„ Secretario General, qv 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DEL 1963 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de 

Macorís, de fecha 17 de septiembre de 1962. 

' materia: Correccional (Violación a la Ley 2402). 

gecurrente: José Ramón Báez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Al-
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario-
nex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María 
Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 21 
del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independencia 
y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Ra_ 
món Báez, dominicano, de 28 años de edad, soltero, pes-
cador, domiciliado en la casa No. 81 de la calle Diego de 
Lira, del municipio de Sabana de la Mar Cédula No. 14108, 
serie 3, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales por la Core de Apelación de San Pedro de Maco_ 
rís, el día 17 de septiembre de 1962, cuyo dispositivo es 
el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
por el inculpado José Ramón Báez, contra sentencia dicta-
da, en atribuciones correccionales y en fecha 6 de julio 
de 1962, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de El Seibo, que lo condenó en defecto a stifrir la 
pena de dos (2) años de prisión correccional, por el delito 
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ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 21 
del mes de octubre de 1963, años 120' de la Independencia 
y 101' de la Restauración, dicta en audiencia pública como 
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el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido, 
en cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto 
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de 1962, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de El Seibo, que lo condenó en defecto a sufrir la 
pena de dos (2) años de prisión correccional, por el delito 
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que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza o 
la suspensión de la ejecución de la pena, de conformidad 
con los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950; que, 
por tanto, el presente recurso no puede ser admitido; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por Pedro Sergio de la 
Cruz, contra sentencia de la Corte de Apelación de La Ve_ 
ga, de fecha 7 de mayo de 1963, dictada en atribuciones 
correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro 
lugar del presente fallo; y, Segundo: Condena a dicho re-
currente al pago de las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc C.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez.-
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au• 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí„ Secretario General, qv 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

so 
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septiembre de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas. 

1182 

de violación a la Ley No. 2402 en perjuicio del menor Ma-
nuel Ramón Pimentel, procreado con la señora Ana Rosa 
Pimentel; le fijó una pensión mensual de RD$3.00 (tres pe_ 
sos oro) para la manutención del referido menor y lo con.. 
denó, además, al pago de las costas; Segundo: Pronuncia 
el defecto contra el referido inculpado José Ramón Báez, 
por no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber 
sido legalmente citado; Tercero: Confirma la sentencia re-
currida en todas sus partes; Cuarto: Condena a dicho in_ 
culpado al pago de las costas"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera: 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua el día 10 de octubre de 1962 ; 
 a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-

gún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 

berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; 
y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en li-
bertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a dos 
años de prisión correccional; que no se ha establecido que 
dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que haya ob_ 
tenido su libertad provisional bajo fianza o la suspensión 
de la ejecución de la pena, de conformidad con los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto el presente 
recurso no puede ser admitido. 

Por tales motivos; Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por José Ramón Báez, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, el día 17 de 

(Firmados): Milcíades Duluc. C.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz .— 
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí„ Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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septiembre de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al recu_ 
rrente al pago de las costas. • 
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Pimentel; le fijó una pensión mensual de RD$3.00 (tres pe_ 
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por no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber 
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currida en todas sus partes; Cuarto: Condena a dicho in_ 
culpado al pago de las costas"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera: 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua el día 10 de octubre de 1962 ; 
 a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-

gún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 

berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; 
y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una 
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no 
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en li-
bertad provisional bajo fianza; 

Considerando que el recurrente fue condenado a dos 
años de prisión correccional; que no se ha establecido que 
dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que haya ob-
tenido su libertad provisional bajo fianza o la suspensión 
de la ejecución de la pena, de conformidad con los artícu-
los 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto el presente 
recurso no puede ser admitido. 

Por tales motivos; Primero: Declara inadmisible el 
recurso de casación interpuesto por José Ramón Báez, con-
tra sentencia dictada en atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, el día 17 de 

(Firmados): Milcíades Duluc. C.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz .— 
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí„ Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha 

17 de mayo de 1963. 

Materia: Criminal (Asesinato). 

Zecurrentes: Pablo Ledesma, Gustavo Cuevas, Luis Encarnación, 

Daniel Apolonio Ledesma, Medrano Batista y Josefa 

Ledesma. 

Díos, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades Du_ 
luc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; 
Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Gua-
rionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez y Pedro 
María Cruz, asistidos del Secretario Ge.leral, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin_ 
go, Distrito Nacional, hoy día 21 de octubre de 1963, años 
120' de la Independencia y 101' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pablo Le-
desma, Gustavo Cuevas, Luis Encarnación, Daniel Apolo-
nio Ledesma, Medrano Batista y Josefa Ledesma, Cédula 
No. 3836 serie 22, dominicanos, mayores de edad, domici_ 
liados en el Paraje El Salado, jurisdicción de la Provincia 
Baoruco, agricultores los varones y de quehaceres domés-
ticos la última, Cédulas 9740, 9542, 9197 y 8612, de la se-
rie 22 los 4 primeros, respectivamente, contra sentencia 
pronunciada en atribuciones criminales por la Corte de 
Apelación de Barahona el día 17 de mayo de 1963, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada el día 

29 de mayo de 1963, en la Secretaría de la Corte a_qua, a 
requerimiento del Lic. Danilo E. Santana, Cédula 7785 
serie 23, en representación de los recurrentes, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 79 y 246 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: n) que con motivo 
de un incidente promovido en una causa criminal que se le 
sigue a los recurrentes, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Baoruco, dictó en fecha 18 de abril 
de 1963, una sentenciatr5-ródispositivo dice así: "Se or-
dena la audición del testigo Milcíades Feliz, bajo la fe de 
juramento"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
nuesto por los inculpados, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Declara regular en la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Lic. Danilo E. Santana, actuando a nombre 
y representación de Pablo Ledesma, Gustavo Cuevas, Luis 
Encarnación, Daniel Apolonio Ledesma, Medrano Batista 
y Josefa Ledesma, en fecha 18 del mes de abril del año 1963, 
contra sentencia incidental dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial. de Baoruco, en fecha 
18 del mes de abril del año 1963, cuyo dispositivo figura 
en otra parte del presente fallo; Segundo: Confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida; Tercero: Condena 
a los impetrantes Pablo Ledesma, Gustavo Cuevas, Luis 
Encarnación, Daniel Apolonio Ledesma, Medrano Batista 
y Josefa Ledesma, al pago de las costas del presente inci-
dente"; 
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rionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez y Pedro 
María Cruz, asistidos del Secretario General, en la Sala 
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin_ 
go, Distrito Nacional, hoy día 21 de octubre de 1963, años 
120' de la Independencia y 101' de la Restauración, dicta 
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pablo Le-
desma, Gustavo Cuevas, Luis Encarnación, Daniel Apolo-
nio Ledesma, Medrano Batista y Josefa Ledesma, Cédula 
No. 3836 serie 22, dominicanos, mayores de edad, domici_ 
liados en el Paraje El Salado, jurisdicción de la Provincia 
Baoruco, agricultores los varones y de quehaceres domés-
ticos la última, Cédulas 9740, 9542, 9197 y 8612, de la se-
rie 22 los 4 primeros, respectivamente, contra sentencia 
pronunciada en atribuciones criminales por la Corte de 
Apelación de Barahona el día 17 de mayo de 1963, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada el día 

29 de mayo de 1963, en la Secretaría de la Corte a_qua, a 
requerimiento del Lic. Danilo E. Santana, Cédula 7785 
serie 23, en representación de los recurrentes, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 79 y 246 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien_ 
to de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: n) que con motivo 
de un incidente promovido en una causa criminal que se le 
sigue a los recurrentes, el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Baoruco, dictó en fecha 18 de abril 
de 1963, una sentencia dispositivo dice así: "Se or-
dena la audición del testigo Milcíades Feliz, bajo la fe de 
juramento"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
nuesto por los inculpados, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: 
Declara regular en la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Lic. Danilo E. Santana, actuando a nombre 
y representación de Pablo Ledesma, Gustavo Cuevas, Luis 
Encarnación, Daniel Apolonio Ledesma, Medrano Batista 
y Josefa Ledesma, en fecha 18 del mes de abril del año 1963, 
contra sentencia incidental dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial. de Baoruco, en fecha 
18 del mes de abril del año 1963, cuyo dispositivo figura 
en otra parte del presente fallo; Segundo: Confirma en 
todas sus partes la sentencia recurrida; Tercero: Condena 
a los impetrantes Pablo Ledesma, Gustavo Cuevas, Luis 
Encarnación, Daniel Apolonio Ledesma, Medrano Batista 
y Josef4 J.edesma, al pago de las costas del presente inci-
dente"; 

Fin 

1 
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Considerando que las disposiciones del artículo 79 del 
Código de Procedimiento Criminal, según las cuales loa 
niños menores de 15 años podrán declarar y ser oídos en 
justicia, sin prestar juramento, no constituyen una prohi. 
bición absoluta, quedando a la prudencia de los jueces la 
facultad de oirlos bajo juramento, aún cuando las partes se 
opongan; que, cuando los jueces del fondo en materia cri-
minal, ordenan que un menor de 15 años deponga bajo la 
fe del juramento, entendiendo que dicho menor se da cuen_ 
ta de la gravedad del acto, están ejerciendo una facultad 
soberana de apreciación que no puede ser censurada en 
casación; 

Considerando que la Corte a-qua decidió oir al menor 
Milcíades Feliz, de 14 años de edad, bajo la fe del jura-
mento, fundándose en que el indicado menor tiene "sufi-
ciente capacidad para apreciar la importancia de dicho ju-
ramento"; que en esas condiciones, la Corte a-qua no ha 
incurrido en ninguna violación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente 
al interés de los recurrentes, ningun vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ea, 
sación interpuesto por Pablo Ledesma, Gustavo Cuevas, 
Luis Encarnación, Daniel Apolonio Ledesma, Medrano Ba-
tista y Josefa Ledesma, contra sentencia pronunciada en 
atribuciones criminales, por la Corte de Apelación de Ba-
rahona, el día 17 de mayo de 1963, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc C.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— GLiarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz,— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí„ Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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Considerando que las disposiciones del artículo 79 del 
Código de Procedimiento Criminal, según las cuales loa 
niños menores de 15 años podrán declarar y ser oídos en 
justicia, sin prestar juramento, no constituyen una prohi-
bición absoluta, quedando a la prudencia de los jueces la 
facultad de oirlos bajo juramento, aún cuando las partes se 
opongan; que, cuando los jueces del fondo en materia cri-
minal, ordenan que un menor de 15 años deponga bajo la 
fe del juramento, entendiendo que dicho menor se da cuen-
ta de la gravedad del acto, están ejerciendo una facultad 
soberana de apreciación que no puede ser censurada en 
casación; 

Considerando que la Corte a-qua decidió oir al menor 
Milcíades Feliz, de 14 años de edad, bajo la fe del jura-
mento, fundándose en que el indicado menor tiene "stdi_ 
ciente capacidad para apreciar la importancia de dicho ju-
ramento"; que en esas condiciones, la Corte a-qua no ha 
incurrido en ninguna violación de la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos 
la sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente 
al interés de los recurrentes, ningun vicio que justifique su 
casación; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pablo Ledesma, Gustavo Cuevas, 
Luis Encarnación, Daniel Apolonio Ledesma, Medrano Ba-
tista y Josefa Ledesma, contra sentencia pronunciada en 
atribuciones criminales, por la Corte de Apelación de Ba-
rahona, el día 17 de mayo de 1963, cuyo dispositivo se ha 
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc C.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz,— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí„ Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 25 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Pedro de Macorís, ae tecna 23 de noviembre 

de 1962. 

Materia: Trabajo (Reclamación de prestaciones por despido 

injustificado). 

Recurrentes: Félix Dessout, Natividad Linares, Martina Pérez y 
compartes. 

Abogado: Dr. Daniel A. Pimentel y Guzmán. 

tiecurrido: Dr. Carlos Th. Georg. 
Abogados: Lic. J. M. Vidal Velázquez y Dr. Max. Vidal Rijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente coultituída por los Jueces Milclades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Rafael 
Richiez Saviñón y Pedro María Cruz, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la 
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 25 del 
mes de octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 
101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Des-
sout, dominicano, mayor de edad, soltero, jornalero, Cé-
dula No. 10746, serie 23, domiciliado y residente en San 
Pedro de Macorís; Natividad Linares, dominicana, mayor 
de edad, de oficios domésticos, domiciliada y residente en 
San Pedro de Macorís; Martina Pérez, dominicana, zny9; 

de edad, de oficios domésticos, Cédula No. 2209, serie 27, 
domiciliada y residente en San Pedro de Macorís; Domin-
ga Olivares, dominicana, mayor de edad, de oficios domés-
ticos, Cédula No. 21094, serie 23, domiciliada y residente 

en San Pedro de Macorís; Sino Bello, dominicano, mayor 
de edad, jornalero, Cédula No. 6774, serie 26, domiciliado 
y residente en San Pedro de Macorís; Luisa Crispín, domi-
nicana, mayor de edad, de oficios domésticos, Cédula No. 
12951, serie 23; Medelsa Pérez, dominicana, mayor de edad, 
soltera Cédula No. 19087, serie 23, domiciliada y residente 
en San Pedro de Macorís; Ordelina Morales, dominicana, 
mayor de edad, de oficios domésticos, Cédula ( ), do-
miciliada y residente en San Pedro de Macorís; Lonquini 
Sansón, dominicano, mayor de edad, jornalero, Cédula No. 
34055, serie 23, domiciliado y residente en San Pedro de 
Macorís; Raúl Zorrilla dominicano, mayor de edad, jorna-
lero, Cédula No. 35456, serie 23, domiciliado y residente 
en San Pedro de Macorís; Gerardo George, dominicano, 
mayor de edad, jornalero, Cédula No. 23995, serie 23, do-
miciliado y residente en San Pedro de Macorís; Eldred 
Murrain, inglés, mayor de edad, jornalero, Cédula No. 
24652, serie 23, domiciliado y residente en San Pedro de 
Macorís; Aida Mercedes Vicioso, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de oficios domésticos, Cédula No. 12906, se-
ie 23, domiciliada y residente en San Pedro de Macorís; 

María Morales, dominicana, mayor de edad, de oficios do_ 
mésticos, Cédula No. 234590, serie 23, domiciliada y re-
sidente en San Pedro de Macorís; Bruna Payano, domini-
cana, mayor de edad, de oficios domésticos, Cédula No. 
8594, serie 23, domiciliada y residente en San Pedro de Ma_ 
corís; Santos Domínguez dominicano, mayor de edad, jor-
nalero, Cédula No. 10515, serie 27, domiciliado y residen-
te en San Pedro de Macorís; Reyes Mejía, dominicana, ma_ 
yor de edad de oficios domésticos, Cédula No. 1257, serie 
23, domiciliada y residente en San Pedro de Macorís; Al-
fredo Parrus , inglés, mayor de edad, jornalero, Cédula-No. 
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de  edad, de oficios domésticos, Cédula No. 2209, serie 27, 
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ga Olivares, dominicana, mayor de edad, de oficios domés_ 
ticos, Cédula No. 21094, serie 23, domiciliada y residente 

en San Pedro de Macorís; Sino Bello, dominicano, mayor 
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soltera Cédula No. 19087, serie 23, domiciliada y residente 
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mayor de edad, de oficios domésticos, Cédula ( ), do-
miciliada y residente en San Pedro de Macorís; Lonquini 
Sansón, dominicano, mayor de edad, jornalero, Cédula No. 
34055, serie 23, domiciliado y residente en San Pedro de 
Macorís; Raúl Zorrilla dominicano, mayor de edad, jorna-
lero, Cédula No. 35456, serie 23, domiciliado y residente 
en San Pedro de Macorís; Gerardo George, dominicano, 
mayor de edad, jornalero, Cédula No. 23995, serie 23, do-
miciliado y residente en San Pedro de Macorís; Eldred 
Murrain, inglés, mayor de edad, jornalero, Cédula No. 
24652, serie 23, domiciliado y residente en San Pedro de 
Macorís; Aida Mercedes Vicioso, dominicana, mayor de 
edad, soltera, de oficios domésticos, Cédula No. 12906, se-
rie 23, domiciliada y residente en San Pedro de Macorís; 
María Morales, dominicana, mayor de edad, de oficios do_ 
mésticos, Cédula No. 234590, serie 23, domiciliada y re-
sidente en San Pedro de Macorís; Bruna Payano, domini-
cana, mayor de edad, de oficios domésticos, Cédula No. 
8594, serie 23, domiciliada y residente en San Pedro de Ma_ 
corís; Santos Domínguez dominicano, mayor de edad, jor-
nalero, Cédula No. 10515, serie 27, domiciliado y residen-
te en San Pedro de Macorís; Reyes Mejía, dominicana, ma. 
yor de edad de oficios domésticos, Cédula No. 1257, serie 
23, domiciliada y residente en San Pedro de Macorís; Al-
fredo Parrus, inglés, mayor de edad, jornalero, Cédula-No. 
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8449 serie 23; Micaela Mota, dominicana, mayor de edad, 
de oficios domésticos, Cédula No. 6632, serie 23, domici-
liada y residente en San Pedro de Macorís; Juan Zapata, 
dominicano, mayor de edad, jornalero, domiciliado y re_ 
sidente en San Pedro de Macorís, Cédula No. 1185, serie 
23; Eligio Richardson, dominicano, mayor de edad, jorna-
lero, domiciliado y residente en San Pedro de Macorís; 
Cédula No. 1843, serie 43; Arturo Nisvitt, dominicano, ma- 
yor de edad, domiciliado y residente en San Pedro de Ma_ ) 
rís, Cédula No. 9483, serie 23; Ramón Guerrero Rodríguez. 
dominicano, mayor de edad, domiciliado y residente en San 
Pedro de Macorís, Cédula No. 194858, serie 23; Eulogia 
Florentino, dominicana, mayor de edad, Cédula 94858, se- 
rie 23; Loreta Rodríguez, dominicana, mayor de edad, Cé-
dula No. 1744 serie 23, domiciliada y residente en San Pe_ 
dro de Macorís; Martina Santana, dominicana, mayor de 
edad, domiciliada y residente en San Pedro de Macorís, Cé-
dula No. 193848, serie 23, Samuel Weeks, inglés, mayor de 
edad, domiciliado y residente en San Pedro de Macorís, 
cédula No. 77749, serie 23, contra sentencia dictada por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
Pedro de Macorís, como Tribunal de Trabajo de Segundo 
Grado, en fecha 23 de noviembre de 1962; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Daniel C. Pimentel, Cédula No. 60518, se-

rie 1, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con. 
clusiones; 

Oído al Lic. José Mario Vidal Velázquez, Cédula No. 
3174, serie 23, por sí y por el Dr. Máximo Vidal Rijo, Cé-
dula No. 27603, serie 23, abogados del recurrido Dr. Car-
los Theodoro Georg, mayor de edad, dominicano, viudo, 
médico, Cédula No. 17954, serie 23, domiciliado en la casa 
No. 2 de la calle Tiburcio Santana, de la ciudad de San 
Pedro de Macorís; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Visto el memorial de casación suscrito por el abogado 
do  los recurrentes, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 31 de enero de 1963, en 
el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
del recurrido, notificado al abogado del recurrente en fe-
cha 4 de marzo de 1963; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 78, inciso once, 370, 371, 372, 
373, 374, 640 y 691 del Código de Trabajo; 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
con motivo de la demanda intentada por Félix Dessout y 
compartes, contra su patrono, Dr. Carlos Theodoro Georg, 
en pago de las prestaciones que acuerda la ley por despido 
injustificado, el Juzgado de Paz del municipio de San Pe-
dro de Macorís, dictó sentencia en fecha 31 de julio de 1962, 
con el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Que debe con-
denar, como en efecto condena, al Dr. Carlos Theodoro 
Georg, parte demandada a pagarle a los señores: Félix Des-
sout, Martina Pérez, Natividad Linares, Dominga Oliva-
res, Sino Bello, Luisa Crispín de Araujo, Medelsa López, 
Samuel Weekes, Orfelina Morales de Martínez, Loguent 
Sansón, Juah Frías Arroyo, Raúl Zorrilla, Gerardo Geor.. 
ge, Eldred Murrain, Aida Mercedes Vicioso, María Morales, 
Bruna Payano, Elisa Reyes, Esperanza Encarnación, San-
tos Domínguez, Reyes Mejía, Alfredo Parris, Micaela Mota, 
Juan Zapata, Eligio Richardson, Arturo Nisvitt, José Ma-
ría Ozoria, Ramón Rodríguez, Eulogia Florentino, Lorenza 
Rodríguez y Martina Santana, las prestaciones correspon_ 
dientes que le acuerda el Código de Trabajo por despido 
injustificado; Segundo: Que debe condenar, como en efec-
to condena, al demandado al pago de las costas"; b) que 
sobre recurso de apelación interpuesto por el Dr. Carlos 
Theodoro Georg, el Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
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trito Judicial de San Pedro de Macorís. dictó en fecha 23 
de noviembre de 1962, la sentencia impugnada que tiene 
el dispositivo siguiente: "Falla: Primero: Que debe ratifi 
car, como en efecto ratifica el defecto pronunciado en au-
diencia contra el señor Félix Dessout y compartes, por fal-
ta de comparecer, no obstante haber sido legalmente ci_ 
tado; Segundo: Que debe declarar, como en efecto declara, 
regular y válido el recurso de apelación interpuesto por 
el señor Dr. Carlos Theodoro Georg, contra la sentencia 
dictada por el Juzgado de Paz de este municipio de San 
Pedro de Macorís, de fecha treinta y uno del mes de julio 
del año mil novecientos sesenta y dos (1962), en atribucio-
nes de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, pronunciada 
en su contra y en favor del señor Félix Dessout y compar-
tes; Tercero: Que debe revocar, como en efecto revoca, en 
todas sus partes la sentencia objeto del presente recurso 
de apelación, y, en consecuencia, rechazar la demanda en 
cobro de pre_aviso y otras prestaciones intentada contra 
el intimante por los intimados; Cuarto: Que debe condenar, 
como en efecto condena, al señor Félix Dessout y compar-
tes, parte que sucumbe al pago de las costas"; 

Considerando que en su memorial de casación los re-
currentes invocan contra la sentencia impugnada los si_ 
guientes medios: Primer Medio: Incompetencia del Juzga-
do de Primera Instancia para calificar la Huelga y en con-
secuencia violación del Art. 640 del Código de Trabajo; 
Segundo Medio: Falsa interpretación del Art. 78 del Códi_ 
go de Trabajo y violación del artículo 1315 del Código Ci-
vil; Tercer Medio: Violación del artículo 47 de la ley 637 
del 16 de junio de 1944; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio los recurrentes alegan, en resumen, que la senten-
cia impugnada para dar por justificado el despido a causa 
de que los trabajadores faltaron dos días consecutivos sin 
permiso del patrono, tuvo que declarar la huelga que és- 
tos habían decretado, ilegal, lo que es de la competencia 

absoluta de la Corte de Apelación, incurriendo de esa ma-
nera en la violación de los artículos 640 y 691 del Códi_ 
go de Trabajo; pero, 

Considerando que para demostrar ante el tribuna 
a-quo, la justa causa del despido dado a los trabajadores 
recurrentes, el patrono alegó que éstos habían dejado de 
asistir dos veces consecutivas en un mismo mes sin su 
permiso; que, los trabajadores recurrentes, a su vez, re-
conocieron haber faltado en la forma señalada por el pa_ 
trono, pero alegando que lo hicieron porque habían de-
clarado una huelga y que al estar en ese estado sus con-
tratos de trabajo se encontraban suspendidos en virtud de 

lo dispuesto por la segunda parte del Art. 375 del Código 
de Trabajo, y, en consecuencia, su inasistencia estaba au_ 
torizada por la ley; que, para rechazar el alegato de los 
trabajadores, la sentencia impugnada, en definitiva, lo que 
hizo fue decidir, que  cuando,  hay huelga declarada los 
contratos quedan suspendidos por la ley, pero no cuando, 
como en la especie, la  huelga  clec ai—I" --a-Cra por emplelskIL._de 
un hosi-----WF1,que  es un servicio público  cie utilidad perma-
nente, en los cuales dicha medida está categóricamente 
-rohibida por el articulo 370 del mismo Código; que, al 
juzgar de ese modo, el Tribunal a-quo, ha hecho una co. 
rrecta aplicación de los textos citados, y, por tanto, el me 
dio que se e, amina carece de. fundamento y debe ..er des_ 
estimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
últimos medios reunidos los recurrentes alegan, en resu-
men, que la sentencia impugnada violó los artículos 78 
inciso once del Código de Trabajo, 1315 del Código Civil y 
47 de la Ley No. 637 de junio de 1944, al dar por justifica_ 
do el despido de los recurrentes por haber faltado dos días 
consecutivos sin permiso del patrono, porque el Patrono no 
probó las referidas inasistencias de los trabajadores sino 
que alegó que la huelga promovida por los trabajadores 
era ilegal; que, además, la sentencia impugnada es nula 
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do de Primera Instancia para calificar la Huelga y en con-
secuencia violación del Art. 640 del Código de Trabajo; 
Segundo Medio: Falsa interpretación del Art. 78 del Códi_ 
go de Trabajo y violación del artículo 1315 del Código Ci-
vil; Tercer Medio: Violación del artículo 47 de la ley 637 
del 16 de junio de 1944; 

Considerando que en el desenvolvimiento del primer 
medio los recurrentes alegan, en resumen, que la senten-
cia impugnada para dar por justificado el despido a causa 
de que los trabajadores faltaron dos días consecutivos sin 
permiso del patrono, tuvo que declarar la huelga que és_ 
tos habían decretado, ilegal, lo que es de la competencia 

absoluta de la Corte de Apelación, incurriendo de esa ma-
nera en la violación de los artículos 640 y 691 del Códi_ 

go de Trabajo; pero, 
Considerando que para demostrar ante el tribunal 

a.quo, la justa causa del despido dado a los trabajadores 
recurrentes, el patrono alegó que éstos habían dejado de 
asistir dos veces consecutivas en un mismo mes sin su 
permiso; que, los trabajadores recurrentes, a su vez, re-
conocieron haber faltado en la forma señalada por el pa_ 
trono, pero alegando que lo hicieron porque habían de-
clarado una huelga y que al estar en ese estado sus con-
tratos de trabajo se encontraban suspendidos en virtud de 
lo dispuesto por la segunda parte del Art. 375 del Código 
de Trabajo, y, en consecuencia, su inasistencia estaba au_ 
torizada por la ley; que, para rechazar el alegato de los 
trabajadores, la sentencia impugnada, en definitiva, lo que 
hizo fue decidir, que cuando,  hay huelga  declarada los 
contratos quedan suspendidos por la  ley, pero no cuando, 
romo en la especie, la huelga declarada por empleálósde 
ospita que  es un servicio 101E92 (le utilidad perma-

nente, en los cuales dicha medida está categóricamente 
-cohibida por el artículo 370 del mismo Código; que, al 
2uzgar de ese modo, el Tribunal a-quo, ha hecho una co-
rrecta aplicación de los textos citados, y, por tanto, el me 
dio que se e -, amena carece de fundamento y debe ,.er des_ 
estimado; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
últimos medios reunidos los recurrente, alegan, en resu-
men, que la sentencia impugnada violó los artículos 78 
inciso once del Código de Trabajo, 1315 del Código Civil y 
47 de la Ley No. 637 de junio de 1944, al dar por justifica_ 
do el despido de los recurrentes por haber faltado dos días 
consecutivos sin permiso del patrono, porque el Patrono no 
probó las referidas inasistencias de los trabajadores sino 
que alegó que la huelga promovida por los trabajadores 
era ilegal; que, además, la sentencia impugnada es nula 
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por haber admitido el despido de los trabajadores por una 
causa que no fue sometida al preliminar de conciliación; 
pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da y los documentos a que ella se refiere, pone de mani-
fiesto, que el Patrono alegó en conciliación como causa jus_ 
ta del despido la inasistencia consecutiva de los trabajado-
res a sus labores durante los días trece, catorce y quince 
de febrero de 1962, hecho que fue reconocido por los tra-
bajadores aduciendo que 'faltaron a sus labores porque se 
encontraban en huelga; que, por otra parte, dicho fallo ad_ 
niitió el despido como justo por la repetida inasistencia de 
los trabajadores y no porque éstos se encontraban en es_ 
lado de huelga; que, por consiguiente, los medios que se 
examinan carecen también de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando que en la especie, no se ha formulado 
contra los recurrentes ningún pedimento en relación con 
las costas; 

Por tales motivos: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Félix Dessout y compartes. contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, en atribuciones de Tri_ 
bunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 23 de no-
viembre de 1962, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo. 

(Firmados): Milcíades Duluc C.— Alfredo Conde Pau_ 
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Pedro María Cruz.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado); Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 
de fecha 5 de septiembre de 1962. 

Materia: Trabajo (Reclamación de prestaciones). 

Recurrente: Maria Altagracia de la Cruz Morillo. 
Abogados: Dres. Juan Luperón Vásquez, Víctor Manuel Mangual. 

y A. Sandino González de León. 

Recurrida: La Algodonera, C. por A. (en defecto). 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Heriberto 
Núñez, Segundo Sustituto en funciones de Presidente; Al-
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario-
nex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro Ma_ 
ría Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la cui-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28 del 
mes de octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 
101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Al-
tagracia de la Cruz Morillo, dominicana, soltera, mayor de 
Edad, de quehaceres domésticos, domiciliada en la casa No. 
108 de la calle Juan de Morfa de esta ciudad, Cédula No. 
178599, serie 1 1, contra sentencia dictada por la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha 5 de septiembre de 1962, cuyo disposi_ 
tivo se copia más adelante; 

Oldo el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

1 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Heriberto 
Núñez, Segundo Sustituto en funciones de Presidente; Al-
fredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guario-
nex A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro Ma-
ría Cruz y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la cui-
dad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28 del 
mes de octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 
101' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por María Al-
tagracia de la Cruz Morillo, dominicana, soltera, mayor de 
edad, de quehaceres domésticos, domiciliada en la casa No. 
108 de la calle Juan de Morfa de esta ciudad, Cédula No. 
178599, serie 1/, contra sentencia dictada por la Cámara 
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha 5 de septiembre de 1962, cuyo disposi- , 
tivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
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por haber admitido el despido de los trabajadores por una 
causa que no fue sometida al preliminar de conciliación; 
pero, 

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da y los documentos a que ella se refiere, pone de mani-
fiesto, que el Patrono ?legó en conciliación como causa jus_ 
ta del despido la inasistencia consecutiva de los trabajado-
res a sus labores durante los días trece, catorce y quince 
de febrero de 1962, hecho que fue reconocido por los tra-
bajadores aduciendo que 'faltaron  a sus labores porque se 
encontraban en huelga; que, por otra parte, dicho fallo ad_ 
mitió el despido como justo por la repetida inasistencia de 
los trabajadores y no porque éstos se encontraban en es_ 
lado de huelga; que, por consiguiente, los medios que se 
examinan carecen también de fundamento y deben ser 
desestimados; 

Considerando que en la especie, no se ha formulado 
contra los recurrentes ningún pedimento en relación con 
las costas; 

Por tales motivos: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Félix Dessout y compartes, contra sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de San Pedro de Macorís, en atribuciones de Tri_ 
bunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 23 de no-
viembre de 1962, cuyo dispositivo se copia en otro lugar 
del presente fallo. 

(Firmados): Milcíades Duluc C.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Pedro María Cruz.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia púhlica del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado); Ernesto Curiel hijo.— 
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Oído el Dr. Bienvenido Montero de los Santos, en re-
presentación de los doctores Juan Luperón Vásquez, Cédula 
No. 24229, serie 18, Víctor Manuel Mangual, Cédula No. 
18900, serie 1, y A. Sandino González de León, Cédula No. 
57749, serie 1, abogados de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga. 
dos de la recurrente y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, en fecha 1 de marzo de 1963, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha 17 de abril de 1963, que declara el defecto de la 
recurrida La Algodonera, C. por A.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado y visitos los Arts. 1, 2, 6, 29, 77, 78 ordinal 3, 79, 83; 
175 y 691 del Código de Trabajo, 47, 51 y 57 de la ley 637 
de 1944, 1 y 4 de la ley 5235 de 1959 sobre Regalía Pais-
cual y 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda laboral intentada por María Altagracia 
de la Cruz Morillo, contra La Algodonera, C. por A., y pre_ 
via tentativa infructuosa de conciliación, el Juzgado de 
Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 25 de 
enero de 1962, una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Rechaza, la demanda intentada por 
la trabajadora María Altagracia de la Cruz Morillo, contra 
La Algodonera, C. por A., por las razones antes expuestas; 
Segundo: Condena, a la señora María Altagracia de la 
Cruz Morillo, al pago de una multa de RD$5.00 (cinco pe_ 
sos oro) como sanción indisciplinaria; Tercero: Condena, a 
la parte que sucumbe al pago de los costos"; b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto por María Altagracia 
de la Cruz Morillo, la Cámara a-qua después de ordenar 

algunas medidas de instrucción, dictó la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime-
ro: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación interpuesto por María Altagracia de la Cruz 
Morillo, contra la sentencia del Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, de fecha 25 de enero de 1962, 
dictada en favor de La Algodonera, C. por A., cuyo dis_ 
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Rechaza, respecto del fondo, dicho recurso 
de alzada, por improcedente y mal fundado, y, en conse-
cuencia, confirma la sentencia atacada; Tercero: Condena 
a María Altagracia de la Cruz Morillo, parte sucumbien_ 
te, al pago de las costas del procedimiento, tan solo en un 
cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del 
Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 637, soble 
Contratos de Trabajo, vigente"; 

Considerando que en su memorial de casación la re_ 
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación por falsa aplicación y peor interpretación del Art 
80 del Código de Trabajo. Falta, carencia e insuficiencia 
de motivos. Inversión del fondo de la prueba y en conse_ 
cuencia violación de los Arts. 83 y 84 del Código de Tra-
bajo y 1315 del Código Civil. Falta de base legal; Segundo 
Medio: Falta de ponderación de declaraciones fundamen_ 
tales capaces de influir decisivamente en el proceso. Vio-
lación de la ley 5225 sobre Regalía Pascual Obligatoria, es_ 
pecialmente en su Art. 4. Falta, carencia e insuficiencia 
de motivos. Falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
medios reunidos, la recurrente alega en síntesis, lo siguien-
te: 1) que los testigos José César Domínguez y Francisco 
Alvarez, oídos en la información, no precisaron cuáles fue_ 
ron los hechos que se dice cometió la trabajadora y que 
constituyen la falta grave que justificó su despido; que 
aún en el caso de que esos hechos hubiesen ocurrido y que 
tuviesen la gravedad que se le atribuye, ellos sucedieron, 
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Oído el Dr. Bienvenido Montero de los Santos, en re-
presentación de los doctores Juan Luperón Vásquez, Cédula 
No. 24229, serie 18, Víctor Manuel Mangual, Cédula No. 
18900, serie 1, y A. Sandino González de León, Cédula No. 
57749, serie 1, abogados de la recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de la recurrente y depositado en la Secretaría de la 
Suprema Corte de Justicia, en fecha 1 de marzo de 1963, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Vista la resolución de la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha 17 de abril de 1963, que declara el defecto de la 
recurrida La Algodonera, C. por A.; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visitos los Arts. 1, 2, 6, 29, 77, 78 ordinal 3, 79, 83; 
175 y 691 del Código de Trabajo, 47, 51 y 57 de la ley 637 
de 1944, 1 y 4 de la ley 5235 de 1959 sobre Regalía Pas-
cual y 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo 
de una demanda laboral intentada por María Altagracia 
de la Cruz Morillo, contra La Algodonera, C. por A., y pre_ 
via tentativa infructuosa de conciliación, el Juzgado de 
Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 25 de 
enero de 1962, una sentencia cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Rechaza, la demanda intentada por 
la trabajadora María Altagracia de la Cruz Morillo, contra 
La Algodonera, C. por A., por las razones antes expuestas; 
Segundo: Condena, a la señora María Altagracia de la 
Cruz Morillo, al pago de una multa de RD$5.00 (cinco pe_ 
sos oro) como sanción indisciplinaria; Tercero: Condena, a 
la parte que sucumbe al pago de los costos"; b) que sobre 
el recurso de apelación interpuesto por María Altagracia 
de la Cruz Morillo, la Cámara a-qua después de ordenar 
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algunas medidas de instrucción, dictó la sentencia ahora 
impugnada cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime_ 
ro: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el recurso 
de apelación interpuesto por María Altagracia de la Cruz 
Morillo, contra la sentencia del Juzgado de Paz de Tra-
bajo del Distrito Nacional, de fecha 25 de enero de 1962, 
dictada en favor de La Algodonera, C. por A., cuyo dis_ 
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente 
fallo; Segundo: Rechaza, respecto del fondo, dicho recurso 
de alzada, por improcedente y mal fundado, y, en conse-
cuencia, confirma la sentencia atacada; Tercero: Condena 
a María Altagracia de la Cruz Morillo, parte sucumbien._ 
te, al pago de las costas del procedimiento, tan solo en un 
cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 dei 
Código de Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 637, sobré 
Contratos de Trabajo, vigente"; 

Considerando que en su memorial de casación la re_ 
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación por falsa aplicación y peor interpretación del Art 
80 del Código de Trabajo. Falta, carencia e insuficiencia 
de motivos. Inversión del fondo de la prueba y en conse_ 
ruencia violación de los Arts. 83 y 84 del Código de Tra-
bajo y 1315 del Código Civil. Falta de base legal; Segundo 
Medio: Falta de ponderación de declaraciones fundamen_ 
tales capaces de influir decisivamente en el proceso. Vio-
lación de la ley 5225 sobre Regalía Pascual Obligatoria, es.. 
pecialmente en su Art. 4. Falta, carencia e insuficiencia 
de motivos. Falta de base legal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos 
medios reunidos, la recurrente alega en síntesis, lo siguien-
te: 1) que los testigos José César Domínguez y Francisco 
Alvarez, oídos en la información, no precisaron cuáles fue_ 
ron los hechos que se dice cometió la trabajadora y que 
constituyen la falta grave que justificó su despido; que 
aún en el caso de que esos hechos hubiesen ocurrido y que 
tuviesen la gravedad que se le atribuye, ellos sucedieron, 
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nen un poder soberano para apreciar el valor del testimo_ 
/ni° en justicia, y pueden, por tanto, en caso de desacuerdo 
de los testigos, acoger las deposiciones que aprecien como 
sinceras; que, en esas condiciones, la Cámara a-qua al 
Tallar como lo hizo, no incurrió en los vicios y violaciones 
denunciados en el medio que se examina, el cual carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto al alegato señalado con el nú 7 
 mero 2), que, en efecto, el examen del fallo impugnado 

muestra que la recurrente solicitó que se condenara al pa-
trono al pago no sólo de la Regalía Pascual correspondien-
te al año 1960, sino también la que proporcionalmente le 
correspondía del año 1961, hasta la fecha del despido; que 
sin embargo la Corte a-qua rechazó esas conclusiones sin 
dar motivo alguno de hecho o de derecho que justifique 
ese rechazamiento; que en esas condiciones, la sentencia 
impugnada, en el aspeCTOTiue se examina, carece de base 
legal; 

Considerando que en el presente caso procede com_ 
pensar las costas en razón de que los litigantes sucumbie-
ron respectivamente en algunos puntos; 

Por tales motivos; Primero: Casa en cuanto al aspecto 
relativo a la Regalía Pascual, la sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distritc Nacional, en fecha 5 de 
septiembre de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo y envía el asunto así delimitado, 
ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, como Tribunal de Trabajo de Segundo 
Grado; Segundo: Rechaza en sus demás aspectos el recurso 
de casación que contra la indicada sentencia, interpuso Ma_ 
ría Altagracia de la Cruz Morillo; y Tercero: Compensa las 
costas; 

(Firmados): Heriberto Núñez. —Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— 
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según resulta de las declaraciones de los testigos antes in-
dicados, el día 3 de julio de 1961; que como el despido se 
efectuó el día 4 de agosto de ese mismo año, esto es, des. 
pués de los 15 días de la comisión de la supuesta falta, es 
obvio que ya el patrono, en virtud del Art. 80 del Código de 
Trabajo, no podía invocar esa falta como justificación del 
despido, porque su acción había caducado; que la Corte 
a-qua al no admitir esa caducidad y proclamar consecuen_ 
temente, justificado el despido de la recurrente, sin haber 
establecido la prueba de la falta grave imputada a la tra_ 
bajadora, violó las reglas de la prueba, hizo una falsa 
aplicación de los Arts. 80, 83 y 84 del Código de Trabajo 
y dejó la sentencia impugnada sin motivos suficientes, y 
sin base legal; 2) que ante los jueces del fondo la recurren-
te concluyó solicitando el pago de 30 días de salario por 
"concepto de regalía pascual del año 1960, y la regalía pas_ 
cual proporcional correspondiente, del año 1961; que, sin 
embargo los jueces del fondo nada dicen al respecto, no 
obstante ser obligatoria la regalía pascual, cual que fuese 
la causa de la resolución del contrato de trabajo"; 

Considerando en cuanto al alegato señalado con el nú-
mero 1); que la Cámara a_qua declaró justificado el despido 
de la trabajadora de la Cruz, fundándose en que dicha tra-
bajadora insultó en horas laborables a su "jefe directo, En_ 
cargado del Departamento de Hilados, Francisco Alvarez, 
profiriéndole varias frases injuriosas que figuran en la sen-
tencia impugnada"; que, además, en dicho fallo se hace 
constar que este hecho ocurrió en agosto de 1961, y que 
el despido se operó el día 4 de ese mismo mes, esto es. den_ 
tro de los 15 días a que se refiere el Art. 80 del Código 
de Trabajo; 

Considerando que la Corte a-qua para formar su con_ 
vicción respecto de los hechos antes expuestos, se fundó 
en las declaraciones no desnaturalizadas de los testigos Ra-
món Jiménez Brito y Marino Mateo Sánchez, que fueron 
las que le merecieron crédito; que los jueces del fondo tie- ,  
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• nen un poder soberano para apreciar el valor del testimo_ 
raio en justicia, y pueden, por tanto, en caso de desacuerdo 
de los testigos, acoger las deposiciones que aprecien como 
sinceras; que, en esas condiciones, la Cámara a-qua al 
Tallar como lo hizo, no incurrió en los vicios y violaciones 
denunciados en el medio que se examina, el cual carece 
de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando en cuanto al alegato señalado con el nú-
mero 2), que, en efecto, el examen del fallo impugnado 
muestra que la recurrente solicitó que se condenara al pa-
trono al pago no sólo de la Regalía Pascual correspondien_ 
te al año 1960, sino también la que proporcionalmente le 
correspondía del año 1961, hasta la fecha del despido; que 
sin embargo la Corte a-qua rechazó esas conclusiones sin 
dar motivo alguno de hecho o de derecho que justifique 
ese rechazamiento; que en esas condiciones, la sentencia 
Impugnada, en el aspecto que se examina, carece de base 
legal; 

Considerando que en el presente caso procede com_ 
pensar las costas en razón de que los litigantes sucumbie-
ron respectivamente en algunos puntos; 

Por tales motivos; Primero: Casa en cuanto al aspecto 
relativo a la Regalía Pascual, la sentencia dictada por la 
Cámara de Trabajo del Distritc Nacional, en fecha 5 de 
septiembre de 1962, cuyo dispositivo se ha copiado en parte 
anterior del presente fallo y envía el asunto así delimitado, 
ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de San Cristóbal, como Tribunal de Trabajo de Segundo 
Grado; Segundo: Rechaza en sus demás aspectos el recurso 
de casación que contra la indicada sentencia, interpuso Ma_ 
ría Altagracia de la Cruz Morillo; y Tercero: Compensa las 
costas; 

(Firmados): Heriberto Núñez. —Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.— 
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según resulta de las declaraciones de los testigos antes in-
dicados, el día 3 de julio de 1961; que como el despido se 
efectuó el día 4 de agosto de ese mismo año, esto es, des . 
pués de los 15 días de la comisión de la supuesta falta, es 
obvio que ya el patrono, en virtud del Art. 80 del Código de 
Trabajo, no podía invocar esa falta como justificación del 
despido, porque su acción había caducado; que la Corte 
a-qua al no admitir esa caducidad y proclamar consecuen_ 
temente, justificado el despido de la recurrente, sin haber 
establecido la prueba de la falta grave imputada a la tra_ 
hajadora, violó las reglas de la prueba, hizo una falsa 
aplicación de los Arts. 80, 83 y 84 del Código de Trabajo 
y dejó la sentencia impugnada sin motivos suficientes, y 
sin base legal; 2) que ante los jueces del fondo la recurren-
te concluyó solicitando el pago de 30 días de salario por 
"concepto de regalía pascual del año 1960, y la regalía pas_ 
cual proporcional correspondiente, del año 1961; que, sin 
embargo los jueces del fondo nada dicen al respecto, no 
obstante ser obligatoria la regalía pascual, cual que fuese 
la causa de la resolución del contrato de trabajo"; 

Considerando en cuanto al alegato señalado con el nú-
mero 1); que la Cámara a_qua declaró justificado el despido 
de la trabajadora de la Cruz, fundándose en que dicha tra-
bajadora insultó en horas laborables a su "jefe directo, En, 
cargado del Departamento de Hilados, Francisco Alvarez, 
profiriéndole varias frases injuriosas que figuran en la sen-
tencia impugnada"; que, además, en dicho fallo se hace 
constar que este hecho ocurrió en agosto de 1961, y que 
el. despido se operó el día 4 de ese mismo mes, esto es. den_ 
tro de los 15 días a que se refiere el Art. 80 del Código 
de Trabajo; 

Considerando que la Corte a-qua para formar su con.. 
vicción respecto de los hechos antes expuestos, se fundó 
en las declaraciones no desnaturalizadas de los testigos Ra-
món Jiménez Brito y Marino Mateo Sánchez, que fueron 
las que le merecieron crédito; que los jueces del fondo tie- 
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de 

Macorís, de fecha 26 de febrero de 1963. 
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Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

Materia: Correccional (Violación a la Ley No. 5771). 

Recurrente: Julia Guerrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente Alfre_ 
do Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, 
y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28 de octubre 
de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julia 
Guerrero, contra sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en atribuciones correccio-
nales, en fecha 26 de febrero de 1963, cuyo dispositivo di-
ce: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por la 
parte civil constituída, señora Julia Guerrero, contra sen_ 
tencia dictada, en atribuciones correccionales en fecha 28 
de agosto de 1962, por el Juzgado de Primera Instancia de 
este Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, que declaró 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por di-
cha señora Julia Guerrero contra el nombrado Luis Felipe 
Borrel y rechazó por improcedentes y mal fundadas, sus 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo,— 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE OCTUBRE DEL 1963 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro cíe 

Macorís, de fecha 26 de febrero de 1963. 

Materia: Correccional (Violación a la Ley No. 5771). 

Itecurrente: Julia Guerrero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente Alfre_ 
do Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez ;  Pedro María Cruz, 
y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 28 de octubre 
de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de la Restau-
ación, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Julia 

Guerrero, contra sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en atribuciones correccio-
nales, en fecha 26 de febrero de 1963, cuyo dispositivo di- 
ce: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por la 
parte civil constituída, señora Julia Guerrero, contra sen_ 
tencia dictada, en atribuciones correccionales en fecha 28 
de agosto de 1962, por el Juzgado de Primera Instancia de 
este Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, que declaró 
buena y válida la constitución en parte civil hecha por di-
cha señora Julia Guerrero contra el nombrado Luis Felipe 
Borrel y rechazó por improcedentes y mal fundadas, sus 
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conclusiones, condenándola al pago de las costas civiles; 
SEGUNDO; Confirma en el aspecto civil la sentencia ape_ 
lada, rechazando en consecuencia, las conclusiones de la 
referida parte civil constituida, señora/Julia Guerrero, con-
tra la persona civilmente responsable, señor Luis Felipe 
Borrel, por improcedentes y mal fundadas; TERCERO: Con. 
dena a la repetida parte civil constituída, señora Julia 
Guerrero, al pago de las costas civiles"; 

Oldo el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 26 de febrero de 
1963, a requerimiento del Dr. Luis Eduardo Marty Guzmán, 
en nombre y representación de la recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Pro_ 
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de 
casación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, la recurrente, 
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su re_ 
curso, ningún medio determinado de casación; que dicha 
recurrente tampoco ha presentado con posterioridad a la 
declaración del recurso, el memorial con la exposición de 
los medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por la recurrente Julia Guerrero, 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha 26 de febrero de 1963, cuyo 
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dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 

y segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau-
sas .— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 

de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.—
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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conclusiones, condenándola al pago de las costas civiles; 
SEGUNDO; Confirma en el aspecto civil la sentencia ape-
lada, rechazando en consecuencia, las conclusiones de la 
referida parte civil constituída, señora /Julia Guerrero, con-
tra la persona civilmente responsable, señor Luis Felipe 
Borrel, por improcedentes y mal fundadas; TERCERO: Con 
dena a la repetida parte civil constituida, señora Julia 
Guerrero, al pago de las costas civiles"; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 26 de febrero de 
1963, a requerimiento del Dr. Luis Eduardo Marty Guzmán, 
en nombre y representación de la recurrente, en la cual 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_ 
berado, y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de 
casación sea interpuesto por el ministerio público, por la 
parte civil o por la persona civilmente responsable, el de-
pósito de un memorial con la exposición de los medios en 
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se 
ha motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

Considerando que en el presente caso, la recurrente, 
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su re_ 
curso, ningún medio determinado de casación; que dicha 
recurrente tampoco ha presentado con posterioridad a la 
declaración del recurso, el memorial con la exposición de 
los medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso 
de casación interpuesto por la recurrente Julia Guerrero, 
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, en fecha 26 de febrero de 1963, cuyo 
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dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 

y segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau-
sas  Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.—
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

G eneral. 

presente La resente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DEL 1963 

 

Batista en nombre y representación del recurrente Pedro 
Tomás Solís Teodor; 

Visto el memorial de casación de fecha 31 de mayc 
de 1963, suscrito por el abogado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 295, 304, párrafo II, del Có-
digo Penal; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha 4 de septiembre de 1961, el Magistrado Pro_ 
curador Fiscal de Espaillat, apoderó al Magistrado Juez de 
Instrucción de ese Distrito Judicial, para instruir la su-
maria correspondiente contra Pedro Tomás Solís Teodor, 
Arturo Manuel Polanco Fernández, Danilo Antonio Guz_ 
mán, Rafael Domínguez Taveras, Arístides Ventura Peña, 
Enrique Napoleón Molina, José Pérez Placencia y Félix 
Serrata Badía, inculpados: el primero, de homicidio vo-
luntario en las personas de Pedro Juan García Monclús y 
Marino Abréu Guzmán y los restantes, de golpes y heridas 
en perjuicio del primero, hechos ocurridos en la ciudad de 
Moca, el día 3 de septiembre de 1961; b) que en fecha 17 
de noviembre del mismo año, el Juez de Instrucción así 
apoderado, dictó una Providencia Calificativa, cuyo dispo_ 
sitivo dice: "Resolvemos: Primero: Declarar, que existen 
cargos e indicios suficientes para acusar a los nombrados 
Pedro Tomás Solís Teodor y Domingo Antonio Reyes Ta-
várez, de generales que constan, en el proceso, el primer.) 
del crimen de homicidio voluntario en la persona de quien 
se llamó Pedro Juan García Monclús, y el segundo, del 
crimen de homicidio voluntario en la persona de quien se 
llamó Mario Abréu; Segundo: Enviar, a los nombrados Pe-
dro Tomás Solís Teodor y Domingo Antonio Reyes Tavá 
rez, por ante el Tribunal Criminal, pqra que allí sean 
juzgados de conformidad con la Ley; Tercero: Declarar, 
que no ha lugar a la persecución criminal en contra de los 

 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 

7 de diciembre de 1962. 

 

 

Materia: Criminal (Homicidio Voluntario). 

 

 

Recurrente: Pedro Tomás Solís Teodor. 

Abogado: Dr. Gustavo Enrique Rodríguez Batista. 

 

 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

 

 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente Alfre_ 
do Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Pedro María Cruz, Luis Gómez Tavárez 
y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General. 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de 
octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de 
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro 
Tomás Solís Teodor, dominicano, mayor de edad, soltero, 
domiciliado y residente en la ciudad de Moca, desprovisto 
de la cédula de identidad personal, contra sentencia crimi-
nal dictada en fecha 7 de diciembre de 1962, por la Corte de 
Apelación de La Vega; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

Secretaría de la Corte a_qua, en fecha 7 de diciembre de 
1962, a requerimiento del Dr, Gustavo Enrique Rodríguez 
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nombrados Arturo Manuel Polanco Fernández, Danilo 
tonio Guzmán Corniel, Rafael Domínguez Taveras, Arís_ 
tides Ventura Peña, Enrique Napoleón Molina Martínez, 
José Pérez Placencio y Félix Serrata Badía, que por tanto 
Sobreseemos las referidas actuaciones a su respecto; y 
Cuarto: Ordenar, que las actuaciones de la instrucción, el 
acta redactada respecto del cuerpo del cielito, y un estado 
de los documentos que han de servir como elementos da 
convicción, sean enviados por nuestro Secretario, al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Espai_ 
llat, para los 'fines de Ley"; c) que apoderado el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, del 
hecho a cargo de Pedro Tomás Solís Teodor y Domingo 
Antonio Reyes Tavárez, acusados del crimen de homicidio 
voluntario en las personas de Pedro Juan García Monclús 
y Marino Abréu Guzmán, dictó en fecha 26 de abril de 1962, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara culpable al nombrado Pedro Tomás Solís Teodor, 
de homicidio voluntario en perjuicio de quienes en vida se 
llamaron Pedro Juan García Monclús y Marino Abréu Guz-
mán, y, en consecuencia le condena a sufrir la pena de 
veinte años de trabajos públicos; Segundo: Le condena ade-
más, al pago de las costas penales; Tercero: Descarga al 
nombrado Domingo Antonio Reyes Tavárez, de toda res-
ponsabilidad penal, por insuficiencia de pruebas, y se or-
dena sea puesto en libertad inmediatamente, a no ser que 
se encuentre detenido por otra causa; Cuarto: Declara de 
oficio las costas en lo que se refiere a dicho procesado: 
Quinto: Declara regular y válida la constitución en parte 
civil en cuanto a la forma y al fondo en lo relativo al nom_ 
brado Pedro Tomás Solís Teodor, hecha a nombre de Pe-
ciro Abréu, padre de la víctima Marino Abréu Guzmán, 
y de Carmela Pichardo a nombre y representación de la 
menor Casandra García, hija del fenecido Pedro Juan Gar- 
cía Monclús, y, en consecuencia se condena a Pedro To- 
Itlá3 Solís Teodor a pagar un peso oro de indemnización a 
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dichas personas constituidas legalmente en partes civiles 
en el presente proceso; se condena además a dicho proce-
sado al pago de las costas; Sexto: Declara regular y válida 
la constitución en parte civil, hecha en contra del nombra-
do Domingo Antonio Reyes Tavárez, en cuanto a la forma, 
y se rechaza en cuanto al fondo por improcedente y mal 
fundada; se condena dicha parte civil al pago de las costas"; 
d) que sobre recursos de apelación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal, el acusado y la parte civil cons-
tituida, la Corte de Apelación de La Vega, dictó en fecha 
7 de diciembre de 1962, la sentencia ahora impugnada cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara re_ 
gulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos en fecha veintiséis de abril de 1962, por 
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Es_ 
paillat y por los señores Pedro Abréu, padre del finado 
Marino Abréu y Carmela Pichardo en su calidad de Madre 
y tutora legal de la menor Casandra García, hija del tam-
bién finado Pedro García Monclús, ambas partes civiles en 
contra de los acusados Pedro Tomás Solís Teodor y Domin_ 
go Antonio Reyes Tavárez y el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Pedro Tomás Solís Teodor el día 30 
de abril del mismo año, apelaciones contra sentencia cri_ 
ininal del veintiséis de abril de mil novecientos sesenta y 
dos, dictada por el Juzgado de Primera instancia del Dis-
trito Judicial de Espaillat que condenó al nombrado Pedro 
Tomás Solís Teodor a sufrir veinte años de Trabajos Pú-
Micos y a pagar RD$1.00 de indemnización a favor de las 
partes civiles arriba mencionadas y al pago de las costas 
por el crimen de Homicidio Voluntario en perjuicio de los 
occisos Marino Abréu Guzmán y Pedro Juan García Mon-
clús, descargó por insuficiencias de pruebas al acusado Do_ 
mingo Antonio Reyes Tavárez, de toda responsabilidad en 
el Homicidio Voluntario en perjuicio de dichos finados, 
descargó además a éste acusado de las reclamaciones civi. 
les formuladas en su contra por las susodichas partes civi• 
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nombrados Arturo Manuel Polanco Fernández, Danilo 
tonio Guzmán Corniel, Rafael Domínguez Taveras, Arís_ 
tides Ventura Peña, Enrique Napoleón Molina Martínez, 
José Pérez Placencio y Félix Serrata Badía, que por tanto 
Sobreseemos las referidas actuaciones a su respecto; y 
Cuarto: Ordenar, que las actuaciones de la instrucción, el 
acta redactada respecto del cuerpo del delito, y un estado 
de los documentos que han de servir como elementos da 
convicción, sean enviados por nuestro Secretario, al Ma-
gistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Espai_ 
llat, para los 'fines de Ley"; c) que apoderado el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, del 
hecho a cargo de Pedro Tomás Solís Teodor y Domingo 
Antonio Reyes Tavárez, acusados del crimen de homicidio 
voluntario en las personas de Pedro Juan García Monclús 
y Marino Abréu Guzmán, dictó en fecha 26 de abril de 1962, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: 
Declara culpable al nombrado Pedro Tomás Solís Teodor, 
de homicidio voluntario en perjuicio de quienes en vida se 
llamaron Pedro Juan García Monclús y Marino Abréu Guz-
mán, y, en consecuencia le condena a sufrir la pena de 
veinte años de trabajos públicos; Segundo: Le condena ade-
más, al pago de las costas penales; Tercero: Descarga al 
nombrado Domingo Antonio Reyes Tavárez, de toda res-
ponsabilidad penal, por insuficiencia de pruebas, y se or_ 
dena sea puesto en libertad inmediatamente, a no ser que 
se encuentre detenido por otra causa; Cuarto: Declara de 
oficio las costas en lo que se refiere a dicho procesado: 
Quinto: Declara regular y válida la constitución en parte 
civil en cuanto a la forma y al fondo en lo relativo al nom_ 
brado Pedro Tomás Solís Teodor, hecha a nombre de Pe-
dro Abréu, padre de la víctima Marino Abréu Guzmán, 
y de Carmela Pichardo a nombre y representación de la 
menor Casandra García, hija del fenecido Pedro Juan Gar-
cía Monclús, y, en consecuencia se condena a Pedro To- 
más Solís Teodor a pagar un peso oro de indemnización a 

dichas personas constituídas legalmente en partes civiles 
en el presente proceso; se condena además a dicho proce-
sado al pago de las costas; Sexto: Declara regular y válida 
la constitución en parte civil, hecha en contra del nombra-
do Domingo Antonio Reyes Tavárez, en cuanto a la forma, 
y se rechaza en cuanto al fondo por improcedente y mal 
fundada; se condena dicha parte civil al pago de las costas"; 
d) que sobre recursos de apelación interpuestos por el Ma-
gistrado Procurador Fiscal, el acusado y la parte civil cons-
tituida, la Corte de Apelación de La Vega, dictó en fecha 
7 de diciembre de 1962, la sentencia ahora impugnada cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara re_ 
gulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos en fecha veintiséis de abril de 1962, por 
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Es_ 
paillat y por los señores Pedro Abréu, padre del finado 
Marino Abréu y Carmela Pichardo en su calidad de Madre 
y tutora legal de la menor Casandra Garcia, hija del tam-
bién finado Pedro García Monclús, ambas partes civiles en 
contra de los acusados Pedro Tomás Solís Teodor y Domin_ 
go Antonio Reyes Tavárez y el recurso de apelación inter-
puesto por el acusado Pedro Tomás Solís Teodor el día 30 
de abril del mismo año, apelaciones contra sentencia cri-
minal del veintiséis de abril de mil novecientos sesenta y 
dos, dictada por el Juzgado de Primera instancia del Dis-
trito Judicial de Espaillat que condenó a] nombrado Pedro 
Tomás Solís Teodor a sufrir veinte años de Trabajos Pú-
blicos y a pagar RD$1.00 de indemnización a favor de las 
partes civiles arriba mencionadas y al pago de las costas 
por el crimen de Homicidio Voluntario en perjuicio de los 
occisos Marino Abréu Guzmán y Pedro Juan García Mon-
clús, descargó por insuficiencias de pruebas al acusado Do_ 
mingo Antonio Reyes Tavárez, de toda responsabilidad en 
el Homicidio Voluntario en perjuicio de dichos finados, 
descargó además a éste acusado de las reclamaciones civi- 
les formuladas en su contra por las susodichas partes civi• 
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cumbido en este aspecto; Segundo: Pronuncia el defecto 
por falta de concluir de la parte civil constituída Carmela 
Piehardo, quien actúa a nombre y representación de su hi-
ja menor Casandra García, hija del fenecido Pedro Juan 
García Monclús; Tercero: En cuanto al fondo, confirma la 
expresada sentencia en todas sus partes, excepto en lo que 
se refiere a la pena impuesta al acusado Pedro Tomás Solís 
Teodor que la reduce a Diez Años de Trabajos Públicos; 
Cuarto: Condena al acusado Pedro Tomás Solís Teodor al 
pago de las costas; Quinto: Declara las costas de oficio en lo 
que se refiere al acusado Domingo Reyes Tavárez; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo_ 
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de la Ley por falsa aplicación del artículo 1315 del 
Código Civil; Segundo Medio: Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil; insuficiencia de motivos 
y falsa motivación; Tercer Medio: Desnaturalización de 
los hechos; Cuarto Medio: Falsa aplicación de los artículos 
295, 304 y 8 del Código Penal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los cua_ 
tro medios reunidos, el recurrente alega en síntesis, lo si-
guiente: 1) que en la sentencia impugnada se han violado 
las reglas de la prueba y el derecho de defensa, porque la 
Corte a_qua, condenó al recurrente, sin haber oído los tes-
tigos "rebeldes", y sin haberse aportado al debate, indicios, 
o presunciones graves, precisas y concordantes sobre las 
cuales fundar dicha condenación; 2) que en la sentencia 
impugnada se han desnaturalizado los hechos de la causa 
porque en la instrucción de la misma se comprobó que el 
acusado recurrente no 'fue "voluntariamente" a matar al 
Bar Maritza de Moca, sino que fue llevado allí en cum-
plimiento de una orden militar; y además, porque existe la 
declaración de una testigo que afirma, que fue el Coman. 
dante Domingo Antonio Reyes Tavárez, de la P. N., quien 
dijo antes de ocurrir el suceso: "hoy me tiro dos o tres  

oposicionistas", y Juana Guzmán de Abréu, madre de una 
de las víctimas, declaró "yo digo que Domingo Reyes mató 
a mi hijo"; 3) que la sentencia impugnada carece de moti-
vos, o que estos son insuficientes porque no se precisa de 
qué medios se valió la Corte a-qua para comprobar que el 
recurrente "disparó dos tiros que mataron dos personas"; 
que, además, la sentencia impugnada contiene motivos que 
"no pudieron haber sido redactados por los mismos jueces 
que actuaron en la audiencia del 7 de diciembre de 1962, 
ya que estos jueces cesaron el 27 de febrero de 1963 y la 
sentencia se motivó a fines de abril de ese mismo año, según 
se comprueba por la fecha de la copia expedida por el secre-
tario de la Corte de Apelación de La Vega; 4) que la sen-
tencia impugnada violó el artículo 295 del Código Penal, 
porque no se ha establecido el elemento intencional de ese 
hecho, y porque además, en dicho fallo no se pondera la 
circunstancia de la provocación de que fue víctima el acu_ 
sedo, ni la situación del estado de legítima defensa en que 
se encontraba cuando ocurrieron los hechos que se le im-
putan; que, en consecuencia, sostiene el recurrente, la sen_ 
tencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba aportados al debate, los 
siguientes hechos: a) que en fecha 3 de septiembre del año 
1961, siendo más o menos las seis de la tarde, en el Bar 
Maritza de la ciudad de Moca, se originó una discusión 
bastante acalorada entre un grupo de personas que ocupa-
ban una de las mesas y un raso de la Aviación Militar Do-
minicana que en compañía de dos civiles entró al bar, a 
quienes acusaron de "caliés"; b) que entonces a dicho bar 
fue enviada una patrulla de la Comandancia Policial de 
Moca, compuesta por los segundos tenientes P. N. Domin_ 
go Antonio Reyes Tavárez y Juan Bautista Domínguez, así 
como del Raso P. N. Pedro Tomás Solís Teodor; c) que 
cuando la referida patrulla se dispuso a despejar el nume-
roso público que se congregó frente y por los alrededores 
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cumbido en este aspecto; Segundo: Pronuncia el defecto 
por falta de concluir de la parte civil constituída Carmela 
Pichardo, quien actúa a nombre y representación de su hi-
ja menor Casandra García, hija del fenecido Pedro Juan 
García Monclús; Tercero: En cuanto al fondo, confirma la 
expresada sentencia en todas sus partes, excepto en lo que 
se refiere a la pena impuesta al acusado Pedro Tomás Solís 
Teodor que la reduce a Diez Años de Trabajos Públicos; 
Cuarto: Condena al acusado Pedro Tomás Solís Teodor al 
pago de las costas; Quinto: Declara las costas de oficio en lo 
que se refiere al acusado Domingo Reyes Tavárez; 

Considerando que el recurrente invoca en su memo_ 
rial de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación de la Ley por falsa aplicación del artículo 1315 del 
Código Civil; Segundo Medio: Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil; insuficiencia de motivo; 
y falsa motivación; Tercer Medio: Desnaturalización de 
los hechos; Cuarto Medio: Falsa aplicación de los artículos 
295, 304 y 8 del Código Penal; 

Considerando que en el desenvolvimiento de los cua_ 
tro medios reunidos, el recurrente alega en síntesis, lo si-
guiente: 1) que en la sentencia impugnada se han violado 
las reglas de la prueba y el derecho de defensa, porque la 
Corte a_qua, condenó al recurrente, sin haber oído los tes-
tigos "rebeldes", y sin haberse aportado al debate, indicios, 
o presunciones graves, precisas y concordantes sobre las 
cuales fundar dicha condenación; 2) que en la sentencia 
impugnada se han desnaturalizado los hechos de la causa 
porque en la instrucción de la misma se comprobó que el 
acusado recurrente no 'fue "voluntariamente" a matar al 
Bar Maritza de Moca, sino que fue llevado allí en cum-
plimiento de una orden militar; y además, porque existe la 
declaración de una testigo que afirma, que fue el Coman. 
dante Domingo Antonio Reyes Tavárez, Ce la P. N., quien 
dijo antes de ocurrir el suceso: "hoy me tiro dos o tres 
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oposicionistas", y Juana Guzmán de Abréu, madre de una 
de las víctimas, declaró "yo digo que Domingo Reyes mató 
a mi hijo"; 3) que la sentencia impugnada carece de moti-
vos, o que estos son insuficientes porque no se precisa de 
qué medios se valió la Corte a-qua para comprobar que el 
recurrente "disparó dos tiros que mataron dos personas"; 
que, además, la sentencia impugnada contiene motivos que 
"no pudieron haber sido redactados por los mismos jueces 
que actuaron en la audiencia del 7 de diciembre de 1962, 
ya que estos jueces cesaron el 27 de febrero de 1963 y la 
sentencia se motivó a fines de abril de ese mismo año, según 
se comprueba por la fecha de la copia expedida por el secre-
tario de la Corte de Apelación de La Vega; 4) que la sen-
tencia impugnada violó el artículo 295 del Código Penal, 
porque no se ha establecido el elemento intencional de ese 
hecho, y porque además, en dicho fallo no se pondera la 
circunstancia de la provocación de que fue víctima el acu_ 
sedo, ni la situación del estado de legítima defensa en que 
se encontraba cuando ocurrieron los hechos que se le im-
putan; que, en consecuencia, sostiene el recurrente, la sen_ 
tencia impugnada debe ser casada; pero, 

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba aportados al debate, los 
siguientes hechos: a) que en fecha 3 de septiembre del año 
1961, siendo más o menos las seis de la tarde, en el Bar 
Maritza de la ciudad de Moca, se originó una discusión 
bastante acalorada entre un grupo de personas que ocupa_ 
ban una de las mesas y un raso de la Aviación Militar Do-
minicana que en compañía de dos civiles entró al bar, a 
quienes acusaron de "caliés"; b) que entonces a dicho bar 
fue enviada una patrulla de la Comandancia Policial de 
Moca, compuesta por los segundos tenientes P. N. Domin_ 
go Antonio Reyes Tavárez y Juan Bautista Domínguez, así 
como del Raso P. N. Pedro Tomás Solís Teodor; c) que 
cuando la referida patrulla se dispuso a despejar el nume-
roso público que se congregó frente y por los alrededores 
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(lel Bar, porque ya otros policías actuaban dentro, el Raso 
Pedro Tomás Solís Teodor, disparó dos tiros de la carabina 
Cristóbal que portaba, contra la multitud, que le ocasiona_ 
ron la muerte instantánea al señor Juan García Monclús 
y al joven Marino Abréu"; 

Considerando que la desnaturalización de los hechos 
de la causa, supone que a los hechos establecidos como ver-
daderos no se les ha dado el sentido o alcance inherente 
a su propia naturaleza; que cuando los jueces del fondo re_ 
conocen como sinceros ciertos testimonios y fundan en 
ellos su íntima convicción, como en la especie, lejos de in-
currir en una desnaturalización de los hechos de la causa. 
hacen un correcto uso del poder soberano de apreciación 
de que están investidos en la depuración de la prueba; 
que, además, en la sentencia impugnada consta que fueron 
oídos los testigos comparecientes a la audiencia y que se le 
dió lectura a las declaraciones de los testigos ausentes, que 
en esas condiciones, la Corte a_qua no ha violado el dere-
cho de defensa invocado por el recurrente; que, por otra 
parte, el examen del fallo impugnado revela que ante los 
jueces del fondo, el recurrente no alegó la excusa legal de 
la provocación ni el estado de legítima defensa, por lo que 
dichos jueces no tuvieron que dar motivos en relación con 
Esas situaciones; que además, la sentencia impugnada con-
tiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su 
dispositivo; que, finalmente, el hecho de que el expediente 
contentivo de la sentencia impugnada, haya sido remitido 
a esta Suprema Corte, en fecha en que ya no constituían 
la Corte los mismos jueces que dictaron el fallo no significa 
que fueron otros los jueces que redactaron los motivos de 
la sentencia impugnada, ya que dicha sentencia está firma-
da por los jueces que la pronunciaron; 

Considerando que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, la sentencia impugnada no contiene 
los vicios ni las violaciones denunciadas por lo cual los 
medios que se examinan carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 

Considerando que en los hechos así comprobados por 
la Corte a_qua, se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos del crimen de homicidio voluntario, previsto por 
el artículo 295 del Código Penal y sancionado por el ar-
tículo 304, párrafo II, del mismo Código con la pena de 
tres a veinte años de trabajos públicos, puesto a cargo de 
Fedro Tomás Solis Teodor; que, por consiguiente, al con.. 
denar a dicho acusado, a diez años de trabajos públicos, 
delspués de declararlo culpable del indicado crimen, la 
Corte a-qua, atribuyó a los hechos la calificación legal 
que les corresponde y le impuso una pena ajustada a la Ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles 
que la infracción cometida por el acusado Pedro Tomás So_' 
lís Teodor, ha causado a Pedro Abréu y Casandra García, 
personas constituídas en parte civil, daños morales y mate-
riales; que dichas personas se han llnitado a solicitar con_ 
tra el acusado recurrente, como única indemnización, la 
suma de un peso oro cada uno; que, en consecuencia, a! 
condenar al acusado a pagar esa suma a las personas cons-
tituidas en parte civil a título de indemnización, la Corte 
a_qua hizo una correcta aplicación del Art. 1382 del Có-
digo Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 
. Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 

casación interpuesto por Pedro Tomás Solís Teodor, contra 
sentencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte 
de Apelación de La Vega, en fecha 7 de diciembre de 1962; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados): Milcíades Duluc C.— Alfredo Conde Pau-
Las.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez.— 
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 
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del Bar, porque ya otros policías actuaban dentro, el Raso 
Pedro Tomás Solis Teodor, disparó dos tiros de la carabina 
Cristóbal que portaba, contra la multitud, que le ocasiona.. 
ron la muerte instantánea al señor Juan García Monclús 
y al joven Marino Abréu"; 

Considerando que la desnaturalización de los hechos 
de la causa, supone que a los hechos establecidos como ver-
daderos no se les ha dado el sentido o alcance inherente 
a su propia naturaleza; que cuando los jueces del fondo re_ 
conocen como sinceros ciertos testimonios y fundan en 
ellos su íntima convicción, como en la especie, lejos de in-
currir en una desnaturalización de los hechos de la causa. 
hacen un correcto uso del poder soberano de apreciación 
de que están investidos en la depuración de la prueba; 
que, además, en la sentencia impugnada consta que fueron 
oídos los testigos comparecientes a la audiencia y que se le 
dió lectura a las declaraciones de los testigos ausentes, que 
en esas condiciones, la Corte a_qua no ha violado el dere-
cho de defensa invocado por el recurrente; que, por otra 
parte, el examen del fallo impugnado revela que ante los 
jueces del fondo, el recurrente no alegó la excusa legal de 
la provocación ni el estado de legítima defensa, por lo que 
dichos jueces no tuvieron que dar motivos en relación con 
Esas situaciones; que además, la sentencia impugnada con-
tiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su 
dispositivo; que, finalmente, el hecho de que el expediente 
contentivo de la sentencia impugnada, haya sido remitido 
a esta Suprema Corte, en fecha en que ya no constituían 
la Corte los mismos jueces que dictaron el fallo no significa 
que fueron otros los jueces que redactaron los motivos de 
la sentencia impugnada, ya que dicha sentencia está firma-
da por los jueces que la pronunciaron; 

Considerando que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, la sentencia impugnada no contiene 
los vicios ni las violaciones denunciadas por lo cual los 
medios que se examinan carecen de fundamento y deben 
ser desestimados; 
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Considerando que en los hechos así comprobados por 
la Corte a_qua, se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos del crimen de homicidio voluntario, previsto por 
el artículo 295 del Código Penal y sancionado por el ar-
tículo 304, párrafo II, del mismo Código con la pena de 
tres a veinte años de trabajos públicos, puesto a cargo de 
P. cho Tomás Solís Teodor; que, por consiguiente, al con. . 

denar a dicho acusado, a diez años de trabajos públicos, 
dEispués de declararlo culpable del indicado crimen, la 
Corte a-qua, atribuyó a los hechos la calificación legal 
que les corresponde y le impuso una pena ajustada a la Ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles 
que la infracción cometida por el acusado Pedro Tomás So_' 
lís Teodor, ha causado a Pedro Abréu y Casandra García, 
personas constituídas en parte civil, daños morales y mate-
riales; que dichas personas se han liolitado a solicitar con-
tra el acusado recurrente, como única indemnización, la 
suma de un peso oro cada uno; que, en consecuencia, a! 
condenar al acusado a pagar esa suma a las personas cons-
tituídas en parte civil a título de indemnización, la Corte 
a_qua hizo una correcta aplicación del Art. 1382 del Có-
digo Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene vicio alguno que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Pedro Tomás Solís Teodor, contra 
sentencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte 
de Apelación de La Vega, en fecha 7 de diciembre de 1962; 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

<Firmados): Milcíades Duluc C.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Pedro María Cruz.— Luis Gómez Tavárez 
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 

General,— 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General, qui: 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua, de fecha 10 de mayo de 1963. 

Materia: Correccional (Porte ilegal de arma blanca, Arts. 50 y 56, 

Ley 392): 

Recurrente: José del Carmen Sánchez M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Presidente; Heriberto Núñez, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, Luis Gó-
mez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy 30 
de octubre de 1963, años 120o. de la Independencia y 101o. 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José del 
Carmen Sánchez M., dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor y mecánico dental, domiciliado y residente en 
San Juan de la Maguana, cédula 9679, serie 3. contra sen-
tencia correccional dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, de fecha 10 de mayo 
de 1963. cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General, que 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Azua, de fecha 10 de mayo de 1963. 

Materia: Correccional (Porte ilegal de arma blanca, Arts. 50 y 56, 

Ley 392): 

Recurrente: José del Carmen Sánchez M. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Duluc, Primer Sustituto de 
Fresidente; Heriberto Núñez, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, Luis Gó-
mez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy 30 
de octubre de 1963, años 120o. de la Independencia y 101o. 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José del 
Carmen Sánchez M., dominicano, mayor de edad, soltero, 
agricultor y mecánico dental, domiciliado y residente en 
San Juan de la Mag-uana, cédula 9679, serie 3. contra sen-
tencia correccional dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, de fecha 10 de mayo 
de 1963. cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a_quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha 10 de mayo de 1963; 

Visto el auto dictado por el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 29 de octubre del co-
rriente año, por medio del cual integra en su calidad de 
presidente, la Suprema Corte de Justicia, conjuntamente 
con los Magistrados Milcíades Duluc, Heriberto Núñez y 
Alfredo Conde Pausas, para completar la mayoría en la 
deliberación y fallo del presentes  recurso, de conformidad 
con la Ley No. 684, de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley 392, de fe_ 
cha 20 de septiembre de 1943, sobre porte ilegal de arma 
blanca, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que el Juzgado de Paz del Municipio de Padre Las Casas, 
regularmente apoderado por el Ministerio Público, dictó 
en Techa 21 de marzo de 1963, en atribuciones correcciona-
les una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Prime-
ro: Que debe descargar y al efecto descarga al nombrado 
José del Carmen Sánchez M., cuyas generales constan, del 
hecho de doble porte ilegal de arma blanca (un cuchillo y 
una cortapluma), por insuficiencia de pruebas; Segundo: 
Se declara la confiscación de las armas remitidas al Juz-
gado como cuerpo de delito; Tercero: Se declaran las costas 
de oficio"; b) que sobre el recurso de apelación del Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de Azua, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación interpuesto por 
el Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, 
contra la sentencia rendida por el Juzgado de Paz del Mu_ 
nicipio de Padre Las Casas, en fecha 21 de marzo de 1963, 
cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar de esta sen-
tencia, por haber sido interpuesto dicho recurso de acuerE  

do con la Ley; Segundo: Revoca en cuanto al fondo la sen_ 
tencia recurrida y declara al nombrado José del Carmen 
Sánchez M., culpable de haber violado la Ley sobre porte 
de armas blancas, y en consecuencia lo condena a pagar 
una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) así como al 
pago de las costas; Tercero: Ordena la confiscación de un 
cuchillo y un cortaplumas que figuran en el expediente 
como cuerpo del delito; 

Considerando que el Juzgado a-quo, dió por estableci-
do mediante la ponderación de los elementos de prueba quc 
fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa los siguientes hechos: a) que en fecha 9 de abril 
de 1963, dos rasos del E. N., sorprendieron en la Sección 
de Ocoa, Jurisdicción de Padre Las Casas, a José del Car_ 
men Sánchez M., portando un cuchillo de 12 pulgadas de 
largo, debajo de la camisa y un cortaplumas de más de 4 
pulgadas, en un bolsillo del pantalón; b) que esto sucedió. 
como a las 7 de la noche cuando caminaba por la carretera; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados por el Juzgado a-quo, está caracterizado el 
delito de porte ilegal de arma blanca previsto por el ar-
tículo 50 de la Ley 392 del 20 de septiembre de 1943 y 
sancionado por el artículo 56 de la misma ley, con multa 
de 25 a 300 pesos o prisión de uno a seis meses; que, en 
consecuencia al condenar a José del Carmen Sánchez, des_ 
pués de haberlo declarado culpable del referido delito a 
25 pesos de multa y confiscación de las armas enunciadas, 
le atribuyó a los hechos de la prevención la calificación 
legal que les corresponden según su propia naturaleza y 
le impuso a dicho prevenido una sanción que está ajusta-
da a la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos. 
la  sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca_ 
"ación interpuesto por José del Carmen Sánchez contra 

;1 
I 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a_quo, a requerimiento del recu-
rrente, en fecha 10 de mayo de 1963; 

Visto el auto dictado por el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, en fecha 29 de octubre del co-
rriente año, por medio del cual integra en su calidad de 
presidente, la Suprema Corte de Justicia, conjuntamente 
con los Magistrados Milcíades Duluc, Heriberto Núñez y 
Alfredo Conde Pausas, para completar la mayoría en la 
deliberación y fallo del presente' recurso, de conformidad 
con la Ley No. 684, de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley 392, de fe_ 
cha 20 de septiembre de 1943, sobre porte ilegal de arma 
blanca, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que el Juzgado de Paz del Municipio de Padre Las Casas, 
regularmente apoderado por el Ministerio Público, dictó 
en 'fecha 21 de marzo de 1963, en atribuciones correcciona-
les una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Prime-
ro: Que debe descargar y al efecto descarga al nombrado 
José del Carmen Sánchez M., cuyas generales constan, del 
hecho de doble porte ilegal de arma blanca (un cuchillo y 
una cortapluma), por insuficiencia de pruebas; Segundo: 
Se declara la confiscación de las armas remitidas al Juz_ 
gado como cuerpo de delito; Tercero: Se declaran las costas 
de oficio"; b) que sobre el recurso de apelación del Procu-
rador Fiscal del Distrito Judicial de Azua, intervino la 
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuanto a 
la forma, el presente recurso de apelación interpuesto por 
el Magistrado Procurador Fiscal de este Distrito Judicial, 
contra la sentencia rendida por el Juzgado de Paz del Mu_ 
nicipio de Padre Las Casas, en fecha 21 de marzo de 1963, 
cuyo dispositivo figura copiado en otro lugar de esta sen-
tencia, por haber sido interpuesto dicho recurso de acuerf  

do con la Ley; Segundo: Revoca en cuanto al fondo la sen_ 
tencia recurrida y declara al nombrado José del Carmen 
Sánchez M., culpable de haber violado la Ley sobre porte 
de armas blancas, y en consecuencia lo condena a pagar 
una multa de veinticinco pesos oro (RD$25.00) así como al 
pago de las costas; Tercero: Ordena la confiscación de un 
cuchillo y un cortaplumas que figuran en el expediente 
como cuerpo del delito; 

Considerando que el Juzgado a-quo, dió por estableci-
do mediante la ponderación de los elementos de prueba que 
fueron regularmente administrados en la instrucción de 
la causa los siguientes hechos: a) que en fecha 9 de abril 
de 1963, dos rasos del E. N., sorprendieron en la Sección 
de Ocoa, Jurisdicción de Padre Las Casas, a José del Car-
men Sánchez M., portando un cuchillo de 12 pulgadas de 
largo, debajo de la camisa y un cortaplumas de más de 4 
pulgadas, en un bolsillo del pantalón; b) que esto sucedió. 
como a las 7 de la noche cuando caminaba por la carretera; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados por el Juzgado a-quo, está caracterizado el 
delito de porte ilegal de arma blanca previsto por el ar-
tículo 50 de la Ley 392 del 20 de septiembre de 1943 y 
sancionado por el artículo 56 de la misma ley, con multa 
de 25 a 300 pesos o prisión de uno a seis meses; que, en 
consecuencia al condenar a José del Carmen Sánchez, des_ 
pués de haberlo declarado culpable del referido delito a 
25 pesos de multa y confiscación de las armas enunciadas, 
le atribuyó a los hechos de la prevención la calificación 
legal que les corresponden según su propia naturaleza y 
le impuso a dicho prevenido una sanción que está ajusta-
da a la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos. 
la  sentencia impugnada no contiene ningún vicio que jus-
tifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca_ 
&ación interpuesto por José del Carmen Sánchez contra 
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sentencia pronunciada en atribuciones correccionales y en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua en 'fecha 10 de mayo de 1963, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y, 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.— He - 
riberto Núñez.— Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Guarionex A. García de Peña.— Pedro Ma_ 
ría Cruz.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General, que 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.—  
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DEL 1963 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Baoruco, de fecha 27 de mayo de 1963. 

Ylateria: Correccional (Violencias reciprocas, escándalo en la vía 
pública). 

pecurrente: Maceo Cuevas. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Alfre-
do Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, 
y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 30 de octubre 
de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maceo 
Cuevas, dominicano, de 25 años de edad, soltero, agricul-
tor, cédula No. 10706, serie 22, natural v residente en Ney-
ba contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Baoruco, en fecha 27 de 
mayo de 1963, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría del 
Tribunal a-quo, en fecha 27 de mayo de 1963, a requeri- 



sentencia pronunciada en atribuciones correccionales y en 
grado de apelación por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Azua en Techa 10 de mayo de 1963, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y, 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.— He - 
riberto Núñez.— Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Guarionex A. García de Peña.— Pedro Ma_ 
ría Cruz.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DEL 1963 

sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Baoruco, de fecha 27 de mayo de 1963. 

Yiateria: Correccional (Violencias reciprocas, escándalo en la vía 

pública). 

recurrente: Maceo Cuevas. 

For 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General, que 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Milcíades 
Duluc, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Alfre-
do Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz, 
y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 30 de octubre 
de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de la Restau_ 
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Maceo 
Cuevas, dominicano, de 25 años de edad, soltero, agricul-
tor, cédula No. 10706, serie 22, natural y residente en Ney-
ba contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Baoruco, en fecha 27 de 
mayo de 1963, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría del 
Tribunal a-quo, en fecha 27 de mayo de 1963, a requert- 
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miento del recurrente, y en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311 del Código Penal, 1 y 43 
cie la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha 18 de marzo de 1963, el Juzgado de Paz del 
Municipio de Neyba, regularmente apoderado por el Minis-
terio Público para conocer del sometimiento hecho a Ma-
ceo Cuevas y otros prevenidos del delito de violencias, die_ 
tó la sentencia cuyo dispositivo se copia: "Falla: Primero: 
Declarar y declara a los nombrados Maceo Cuevas, Manuel 
José Peña Feliz, Enrique Peña, Santiago Peña Ledesma, 
Enrique Pérez, Nelson Medina Peña, Pedro Gómez Florián, 
Santiago Ramírez y Santiago Méndez Dotel, de generales 
anotadas, no culpables del delito de ejercer violencias re-
cíprocas, escandalizar en la vía pública y pronunciar pala-
bras obscenas y en consecuencia les descarga del referidc 
delito por no haberlo cometido; Segundo: Declarar y de_ 
clara de oficio las costas"; b) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto contra esa sentencia por el Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Baoruco, el Juz-
gado de Primera Instancia de dicho distrito, dictó la seri_ 
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia: "Falla: 
Primero: Que debe declarar y declara bueno y válido el 
presente recurso de apelación en cuanto a la forma, inter-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Baoruco, en fecha 25-3_63, per haber sido inter-
puesto en tiempo hábil y mediante el cumplimiento de to-
dos los requisitos legales, contra sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz del Municipio de Neyba, en fecha 18_3-63 
que descargó a los prevenidos Maceo Cuevas y compartes 
del delito de violencia recíproca, escandalizar en la vía pú-
blica y pronunciar palabras obscenas en estado de em-
briaguez, en perjuicio del agraviado Esteban Medina Rivas, 

Cabo E. N.; Segundo: Variar y varía la calificación. Se de. 
clara a Maceo Cuevas, culpable de ejercer violencias y 
vías de hecho en perjuicio del agraviado Esteban Medina 

Rivas, Cabo E. N., y en consecuencia lo condena a pagar 
una multa de RD$10.00; Tercero: Descargar y descarga, 
1, los nombrados Manuel José Peña Feliz, Enrique Peña. 
Enrique Pérez y Santiago Méndez Dotel; Cuarto: Pronun- 
ciar y pronuncia defecto en cuanto a los acusados no com- 
parecientes, Nelson Medina Peña, Pedro Gómez Florián y 
Santiago Ramírez, y se les descargue de ese delito por no 

, haberlo cometido; y Quinto: Condenar y condena, al pre_ 
venido Maceo Cuevas, además al pago de las costas y las 
declara de oficio en cuanto a los demás prevenidos"; 

Considerando que de la sentencia impugnada y del ac-
ta de la audiencia en que se ventiló el caso, resulta, que 
para revocar la sentencia de primer grado que había des-
cargado al prevenido Maceo Cuevas, el Tribunal a_quo se 
ha fundado en las declaraciones de los testigos oídos en la 
mencionada audiencia al tenor de los cuales mientras el 
Cabo de la P. N. Esteban Medina se encontraba el día de 
autos, 'en un bar ingiriendo bebidas alcohólicas, manifes-
tó a varios individuos que deseaban retirarse, que se apea-
ran del taxi en que se iban, y que de lo contrario los iba 
a prender en candela"; que después que ellos salieron del 
vehículo, el mencionado cabo sacó su revólver y les apun-
tó, por lo cual el prevenido le quitó el revólver y salió 
corriendo hacia el cuartel de la Policía donde lo entregó; 

Considerando que en los hechos así establecidos ante 
el Tribunal a-quo no están caracterizados los elementos 
constitutivos del delito de violencias previstos en el Art. 
311 del Código Penal, que por consiguiente, al condenar al 
prevenido Maceo Cuevas, al pago de una multa de RD$10.00 
después de declararlo culpable del referido delito, el Tri-

bunal a_quo hizo una falsa aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la senten- 

cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
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miento del recurrente, y en la cual no se invoca ningún 
medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 311 del Código Penal, 1 y 43 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 
que en fecha 18 de marzo de 1963, el Juzgado de Paz del 
Municipio de Neyba, regularmente apoderado por el Minis-
terio Público para conocer del sometimiento hecho a Ma-
ceo Cuevas y otros prevenidos del delito de violencias, dic_ 
tó la sentencia cuyo dispositivo se copia: "Falla: Primero: 
Declarar y declara a los nombrados Maceo Cuevas, Manuel 
José Peña Feliz, Enrique Peña, Santiago Peña Ledesma, 
Enrique Pérez, Nelson Medina Peña, Pedro Gómez Florián, 
Santiago Ramírez y Santiago Méndez Dotel, de generales 
anotadas, no culpables del delito de ejercer violencias re-
cíprocas, escandalizar en la vía pública y pronunciar pala-
bras obscenas y en consecuencia les descarga del referido 
delito por no haberlo cometido; Segundo: Declarar y de_ 
clara de oficio las costas"; b) que sobre el recurso de ape-
lación interpuesto contra esa sentencia por el Magistrado 
Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Baoruco, el Juz-
gado de Primera Instancia de dicho distrito, dictó la sen. 
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo se copia: "Falla: 
Primero: Que debe declarar y declara bueno y válido e! 
presente recurso de apelación en cuanto a la forma, inter-
puesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito 
Judicial de Baoruco, en fecha 25-3_63, por haber sido inter-
puesto en tiempo hábil y mediante el cumplimiento de to-
dos los requisitos legales, contra sentencia dictada por el 
Juzgado de Paz del Municipio de Neyba, en fecha 18_3-63 
que descargó a los prevenidos Maceo Cuevas y compartes 
del delito de violencia recíproca, escandalizar en la vía pú-
blica y pronunciar palabras obscenas en estado de em-
briaguez, en perjuicio del agraviado Esteban Medina Rivas, 

Cabo E. N.; Segundo: Variar y varía la calificación. Se de. 
clara a Maceo Cuevas, culpable de ejercer violencias y 
vías de hecho en perjuicio del agraviado Esteban Medina 

Rivas, Cabo E. N., y en consecuencia lo condena a pagar 
una multa de RD$10.00; Tercero: Descargar y descarga, 

1: los nombrados Manuel José Peña Feliz, Enrique Peña, 
Enrique Pérez y Santiago Méndez Dotel; Cuarto: Pronun-
ciar y pronuncia derecto en cuanto a los acusados no com-
parecientes, Nelson Medina Peña, Pedro Gómez Florián y 
Santiago Ramírez, y se les descargue de ese delito por no 
haberlo cometido; y Quinto: Condenar y condena, al pre-
venido Maceo Cuevas, además al pago de las costas y las 
declara de oficio en cuanto a los demás prevenidos"; 

Considerando que de la sentencia impugnada y del ac-
ta de la audiencia en que se ventiló el caso, resulta, que 
para revocar la sentencia de primer grado que había des-
cargado al prevenido Maceo Cuevas, el Tribunal a_quo se 

ha fundado en las declaraciones de los testigos oídos en la 
mencionada audiencia al tenor de los cuales mientras el 
Cabo de la P. N. Esteban Medina se encontraba el día de 
autos, 'en un bar ingiriendo bebidas alcohólicas, manifes-
tó a varios individuos que deseaban retirarse, que se apea-
ran del taxi en que se iban, y que de lo contrario los iba 

a prender en candela"; que después que ellos salieron del 
vehículo, el mencionado cabo sacó su revólver y les apun_ 
16, por lo cual el prevenido le quitó el revólver y salió 
corriendo hacia el cuartel de la Policía donde lo entregó; 

Considerando que en los hechos así establecidos ante 
el Tribunal a-quo no están caracterizados los elementos 
constitutivos del delito de violencias previstos en el Art. 
311 del Código Penal, que por consiguiente, al condenar al 
prevenido Maceo Cuevas, al pago de una multa de RD$10.00 
después de declararlo culpable del referido delito, el Tri-
bunal a_quo hizo una falsa aplicación de la Ley; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la senten-

cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
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frito Judicial de Baoruco de fecha 27 de mayo de 1963, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y, Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau 
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez. —Pedro María Cruz.—
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí ,Secretario General, quc 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 9 de agosto de 1962. 

Materia: Trabajo (Reclamación de pago de prestaciones). 

Recurrente: La Materiales de Construcción, C. por A. (Mateco). 

Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón, Antonio Martínez 
Ramírez, Mario C. Suárez y Bienvenido de Moya Grullón. 

Recurridos: Francisco Castro y compartes. 
Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Heriberto Nú-
ñez, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Alfre_ 
do Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz 
y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de 
octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de la 
Restauración, dicta en audiencia pública ;  como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Mate-
riales de Construcción, C. por A., (Mateco), sociedad co-
mercial organizada de conformidad con las leyes de la Re_ 
pública, con su asiento social en la Avenida Independen-
cia, de esta ciudad, contra sentencia dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha 9 de agosto - de 1962, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 
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frito Judicial de Baoruco de fecha 27 de mayo de 1963, cuyo 
dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; 
y, Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados): Milcíades Duluc.— Alfredo Conde Pau.  
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez. —Pedro María Cruz.—
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo, Secretario 
General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General, que 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, 

de fecha 9 de agosto de 1962. 

blateria: Trabajo (Reclamación de pago de prestaciones). 

Recurrente: La Materiales de Construcción, C. por A. (Mateco). 

Abogados: Dres. Rafael de Moya Grullón, Antonio Martínez 

Ramírez, Mario C. Suárez y Bienvenido de Moya Grullón. 

Recurridos: Francisco Castro y compartes. 

Abogado: Dr. Porfirio L. Balcácer R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Heriberto Nú-
ñez, Primer Sustituto en funciones de Presidente; Alfre_ 
do Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, Guarionex 
A. García de Peña, Luis Gómez Tavárez, Pedro María Cruz 
y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias:, en la ciudad de 
Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 30 del mes de 
octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 101' de la 
Restauración, dicta en audiencia públics., como corte de 
casación, la siguiente sentencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Mate-
riales de Construcción, C. por A., (Mateco), sociedad co-
mercial organizada de conformidad con las leyes de la Re_ 
pública, con su asiento social en la Avenida Independen-
cia, de esta ciudad, contra sentencia dictada por la Cá-
mara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha 9 de agosto de 1962, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el Dr. Mario C. Suárez, Cédula No. 3150, serie 

65, por sí y por los doctores Rafael de Moya Grullón, Cé-
dula No. 1050, serie 56, Antonio Martínez Ramírez, Cédula 
No. 22494, serie 31 y Bienvenido de Moya Grullón, Cédula 
No. 16762, serie 56, abogados de la recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Porfirio L. Barcácer R., Cédula No. 58473, se-
rie la, abogado de los recurridos Manuel Pineda, domini-
cano, mayor de edad, obrero, de este domicilio, Cédula 
No. 24043, serie la; José Berroa, dominicano, mayor de 
edad, obrero, de este domicilio, Cédula No. 13638, serie 27; 
Bonifacio Alcántara, dominicano, mayor de edad, obrero, 
de este domicilio, Cédula No. 39312, serie la; Francisco 
Castro, dominicano, mayor de edad, obrero, de este domici-
lio, Cédula No. 65835, serie la; Elpidio Ramírez Bautista, 
dominicano, mayor de edad, obrero, de este domicilio, Cé-
dula No. 690 serie 84; y Cecilio Bello, dominicano, mayor 
de edad, obrero, de este domicilio, Cédula No. 77286, se-
rie la, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito por los aboga-
dos de la recurrente, depositado en la Secretaría de la Su.. 
prema Corte de Justicia, en fecha 25 de septiembre de 1962, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el bogado 
de los recurridos, notificado a los abogados de la recurren-
te, en fecha 29 de marzo de 1962; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; 7, 8 y 9 del Código de Tra- 
bajo; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; - 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de las demandas intentadas por Francisco Castro y com- 
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partes, contra su patrono, Materiales de Construcción, C. 
por A., en pago de las prestaciones que le acuerda la Ley 
por despido injustificado, el Juzgado de Paz de Trabajo del 
Distrito Nacional, dictó en fechas 17 y 21 de mayo de 1962, 
sentencias con los dispositivos siguientes: "Falla: Primero: 
Declara, la rescisión del contrato de trabajo que existía 
entre las partes por causa de despido injustificado; Segun-
do: Condena al patrono demandado, la Compañia IViateria-
les de Construcción, C. por A., a pagar al trabajador Ma. 
nuel Pineda, los valores correspondientes a 24 das de pre-
aviso, 45 días por concepto de auxilio de cesantia, 14 días 
por concepto de vacaciones no disfrutadas, la Regalía Pas-
cual del año 1961, tomando como base el salario de RD$ 
2.00 diarios; Tercero: Condena, a la Compañia demandada 
a pagar al trabajador reclamante una suma igual a los 
salarios que habría recibido dicho trabajador desde el día 
de su demanda , hasta la fecha de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia, sin exceder a los salarios de 
3 meses; Cuarto: Ordena, que la Compañía demandada en_ 
tregue al trabajador demandante la constancia relativa a 
la suma que le corresponde por concepto de Regalía Pas-
cual del año en curso; Quinto: Condena, a la parte que su-
cumbe al pago de los costos"; "Falla: Primero: Declara, 
la rescisión del contrato de trabajo que exista entre las 
partes por causa de despido injustificado; Segundo: Conde_ 
na, al patrono demandado, la Compañía Materiales de Cons-
trucción, C. por A., a pagar al trabajador José Berroa, los 
valores correspondientes a: 24 días por pre-aviso, 45 días 
por concepto de auxilio de cesantía, 14 chas por vacaciones 
no disfrutadas y la Regalía Pascual correspondiente, todo 
a base de un salario de RD$2.50 diarios; Tercero: Ordena, 
que la Compañía demandada entregue al trabajador de-
mandante, la constancia relativa a la suma que le corres-
ponde por concepto de Regalía Pascual del año en curso; 
Cuarto: Condena, a la Compañía demandada al pago de los 
tres meses de salarios estipulado por el artículo 84 parte 
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partes, contra su patrono, Materiales de Construcción, C. 
por A., en pago de las prestaciones que le acuerda la Ley 

por despido injustificado, el Juzgado de Paz de Trabajo del 

Distrito Nacional, dictó en fechas 17 y 21 de mayo de 1962, 
sentencias con los dispositivos siguientes: "Falla: Primero: 
Declara, la rescisión del contrato de trabajo que existía 
entre las partes por causa de despido injustificado; Segun-

do: Condena al patrono demandado, la Compañia Materia-
les de Construcción, C. por A., a pagar al trabajador Ma-
nuel Pineda, los valores correspondientes a 24 das de pre-
aviso, 45 días por concepto de auxilio de cesantia, 14 días 
por concepto de vacaciones no disfrutadas, la Regalía Pas-
cual del año 1961, tomando como base el salario de RD$ 
2.00 diarios; Tercero: Condena, a la Compañia demandada 
a pagar al trabajador reclamante una suma igual a los 
salarios que habría recibido dicho trabajador desde el día 
de su demanda , hasta la fecha de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia, sin exceder a los salarios de 
3 meses; Cuarto: Ordena, que la Compañía demandada en_ 
tregue al trabajador demandante la constancia relativa a 
la suma que le corresponde por concepto de Regalía Pas-
cual del año en curso; Quinto: Condena, a la parte que su-
cumbe al pago de los costos"; "Falla: Primero: Declara, 
la rescisión del contrato de trabajo que existía entre las 
partes por causa de despido injustificado; Segundo: Conde-
na, al patrono demandado, la Compañía Materiales de Cons-
trucción, C. por A., a pagar al trabajador José Berroa, los 
valores correspondientes a: 24 días por pre-aviso, 45 días 
por concepto de auxilio de cesantía, 14 días por vacaciones 
no disfrutadas y la Regalía Pascual correspondiente, todo 
a base de un salario de RD$2.50 diarios; Tercero: Ordena, 
que la Compañía demandada entregue al trabajador de-
mandante, la constancia relativa a la suma que le corres-
ponde por concepto de Regalía Pascual del año en curso; 

Cuarto: Condena, a la Compañía demandada al pago de los 
tres meses de salarios estipulado por el artículo 84 parte 
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oido el Dr. Mario C. Suárez, Cédula No. 3150, serie 

65, por sí y por los doctores Rafael de Moya Grullón, Cé-
dula No. 1050, serie 56, Antonio Martínez Ramírez, Cédula 
No. 22494, serie 31 y Bienvenido de Moya Grullón, Cédula 
No. 16762, serie 56, abogados de la recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Porfirio L. Barcácer R., Cédula No. 58473, se-
rie la, abogado de los recurridos Manuel Pineda, domini-
cano, 

 
 mayor de edad, obrero, de este domicilio, Cédula 

No. 24043, serie la; José Berroa, dominicano, mayor de 
edad, obrero, de este domicilio, Cédula No. 13638, serie 27; 
Bonifacio Alcántara, dominicano, mayor de edad, obrero, 
de este domicilio, Cédula No. 39312, serie la; Francisco 
Castro, dominicano, mayor de edad, obrero, de este domici-
lio, Cédula No. 65835, serie la; Elpidio Ramírez Bautista, 
aominicano, mayor de edad, obrero, de este domicilio, Cé_ 
dula No. 690 serie 84; y Cecilio Bello, dominicano, mayor 
de edad, obrero, de este domicilio, Cédula No. 77286, se-
rie la, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación, suscrito por los aboga-
dos de la recurrente, depositado en la Secretaría de la Su.. 
prema Corte de Justicia, en fecha 25 de septiembre de 1962, 
en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito por el bogado 
de los recurridos, notificado a los abogados de la recurren-
te, en fecha 29 de marzo de 1962; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 141 del 
Código de Procedimiento Civil; 7, 8 y 9 del Código de Tra-
bajo; 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo 
de las demandas intentadas por Francisco Castro y com.. 

r. 

I 

c. 
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tercera del Código de Trabajo; Quinto: Condena a la parte 
que sucumbe al pago de los costos"; "Falla: Primero: De-
clara, la rescisión del contrato de trabajo que existía en.. 
tre las partes por causa de despido injustificado; Segundo: 
Condena, al patrono demandado,• la Compañía Materiales 
de Construcción, C. por A., a pagar al trabajador Bonifacio 
Alcántara, los valores correspondientes a: 24 días de pre-
aviso, 45 días por concepto de auxilio de cesantía, 14 días 
por concepto de vacaciones no disfrutadas, la Regalía Pas-
cual del año 1961, tomando como base el salario de RD$2.50 
diarios; Tercero: Condena, a la Compañía demandada, a 
pagar al trabajador reclamante una suma igual a los sa_ 
larios que habría recibido dicho trabajador desde el día de 
su demanda, hasta la fecha de la sentencia, sin exceder a 
los salarios de 3 meses; Cuarto: Ordena, que la Compañía 
demandada entregue al trabajador demandante la constan-
cia relativa a la suma que le corresponde por concepto de 
Regalía Pascual del año en curso; Quinto: Condena, a la 
parte que sucumbe al pago de los costos"; "Falla: Primero: 
Declara, la rescisión del contrato de trabajo que existía 
entre las partes por causa de despido injustificado; Segun-
do: Condena, al patrono demandado la Compañía Material 
de Construcciones, C. por A., a pagarle al trabajador Fran_ 
cisco Castro, los valores correspondientes a: 24 días de pre-
aviso, 60 días por concepto de cesantía, 14 días por con-
cepto de vacaciones no disfrutadas, la Regalía Pascual del 
año 1961, tomando como base el salario de RD$3.50 diarios; 
Tercero: Condena, a la Compañía demandada a pagar al 
trabajador reclamante una suma igual a los salarios gut: 
habría recibido dicho trabajador desde el día de su deman_ 
da, hasta la fecha de la sentencia definitiva dictada en úl-
tima instancia, sin exceder a los salarios de 3 meses; Cuarto: 
Ordena, que la Compañía demandada entregue al traba-
jador demandante la canstancia relativa a la suma que le 
corresponde por concepto de Regalía Pascual del año en 
curso; Quinto; Condena ,a la parte que sucumbe al pago 
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de los costos"; Talla: Primero: Declara, la rescisión del 
contrato de trabajo que existía entre las partes por causa 
de despido injustificado; Segundo: Condena, al patrono de-
mandado, la Compañía Material de Construcciones, C. por 
A., a pagar al trabajador Cecilio Bello, los valores corres-
pondientes a: z4 chas de pre-aviso, 45 días por cesantía, 
14 días por concepto de vacaciones no disfrutadas, la Re-
galía Pascual del año 1961, tomando como base el salario 
cte RD$2.0u diarios; Tercero: Condena, a la Compaña de-
mandada a pagar al trabajador reclamante una suma igual 
a los salarios que habría recibido dicho trabajdor desde el 
día de su demanda, hasta la 'lecha de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia, sin exceder a los salarios de 3 
meses; Cuarto: Ordena, que la Compañía demandada en-
tregue al trabajador demandante la constancia relativa a la 
suma que le corresponde por concepto de Regalía Pascual 
del año en curso; Quinto: Condena, a la parte que sucumbe 
al pago de los costos"; "Falla: Primero: Declara, la resci_ 
ción del contrato de trabajo que existía entre las partes, por 
causa de despido injustificado; Segundo: Condena, al patro-
no demandado, la Compañía Material de Construcciones, 
C. por A., a pagar al trabajador Elpidio Ramírez Bautista, 
los valores correspondientes a: 24 días de pre-aviso; 90 días 
por concepto de auxilio de cesantía, 14 días por concepto de 
vacaciones no disfrutadas, la Regalía Pascual del año 1961, 
tomando como base el salario de RD$2.50 diarios; Tercero: 
Condena, a la Compañía demandada a pagar al trabajador 
reclamante una suma igual a los salarios que habría reci-
bido dicho trabajador desde el día de su demanda, hasta 
le fecha de la sentencia definitiva dictada en última instan-
cia, sin exceder a los salarios de 3 meses; Cuarto: Ordena, 
que la Compañía demandada entregue al trabajador de_ 
mandante la constancia relativa a la suma que le corres-
ponde por concepto de Regalía Pascual del año en curso; 
Quinto: Condena, a la parte que sucumbe al pago de los 
costos"; b) que sobre recursos de apelación interpuestos 
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tercera del Código de Trabajo; Quinto: Condena a la parte 
que sucumbe al pago de los costos"; "Falla: Primero: De-
clara, la rescisión del contrato de trabajo que existía en_ 
tre las partes por causa de despido injustificado; Segundo: 
Condena, al patrono demandado,. la Compañía Materiales 
de Construcción, C. por A., a pagar al trabajador Bonifacio 
Alcántara, los valores correspondientes a: 24 días de pre-
aviso, 45 días por concepto de auxilio de cesantía, 14 días 
por concepto de vacaciones no disfrutadas, la Regalía Pas-
cual del año 1961, tomando como base el salario de RD$2.50 
diarios; Tercero: Condena, a la Compañía demandada, a 
pagar al trabajador reclamante una suma igual a los so_ 
larios que habría recibido dicho trabajador desde él día de 
su demanda, hasta la fecha de la sentencia, sin exceder a 
los salarios de 3 meses; Cuarto: Ordena, que la Compañía 
demandada entregue al trabajador demandante la constan-
cia relativa a la suma que le corresponde por concepto de 
Regalía Pascual del año en curso; Quinto: Condena, a la 
parte que sucumbe al pago de los costos"; "Falla: Primero: 
Declara, la rescisión del contrato de trabajo que existía 
entre las partes por causa de despido injustificado; Segun-
do: Condena, al patrono demandado la Compañía Material 
de Construcciones, C. por A., a pagarle al trabajador Fran_ 
cisco Castro, los valores correspondientes a: 24 días de pre-
aviso, 60 días por concepto de cesantía, 14 días por con-
cepto de vacaciones no disfrutadas, la Regalía Pascual del 
año 1961, tomando como base el salario de RD$3.50 diarios; 
Tercero: Condena, a la Compañía demandada a pagar al 
trabajador reclamante una suma igual a los salarios que 
habría recibido dicho trabajador desde el día de su deman_ 
da, hasta la fecha de la sentencia definitiva dictada en úl-
tima instancia, sin exceder a los salarios de 3 meses; Cuarto: 
Ordena, que la Compañía demandada entregue al traba-
jador demandante la canstancia relativa a la suma que le 
corresponde por concepto de Regalía Pascual del año en 
curso; Quinto; Condena ,a la parte que sucumbe al pago 

de los costos"; 'Falla: Primero: Declara, la rescisión del 
contrato de trabajo que existía entre las partes por causa 
de despido injustificado; Segundo: Condena, al patrono de-
mandado, la Compañía Material de Construcciones, C. por 
A., a pagar al trabajador Cecino Bello, los valores corres-
pondientes a: 24 chas de pre-aviso, 45 días por cesantía, 
.14 días por concepto de vacaciones no disfrutadas, la Re-
galía Pascual del año 1961, tomando como base el salario 
de RD$2.00 diarios; Tercero: Condena, a la Compaña de-
mandada a pagar al trabajador reclamante una suma igual 
a los salarios que habría recibido dicho trabajdor desde el 
día de su demanda, hasta la Techa de la sentencia definitiva 
dictada en última instancia, sin exceder a los salarios de 3 
meses; Cuarto: Ordena, que la Compañía demandada en-
tregue al trabajador demandante la constancia relativa a la 
suma que le corresponde por concepto de Regalía Pascual 
del año en curso; Quinto: Condena, a la parte que sucumbe 
al pago de los costos"; "Falla: Primero: Declara, la resci_ 
ción del contrato de trabajo que existía entre las partes, por 
causa de despido injustificado; Segundo: Condena, al patro-
no demandado, la Compañía Material de Construcciones, 
C. por A., a pagar al trabajador Elpidio Ramírez Bautista, 
los valores correspondientes a: 24 días de pre-aviso; 90 días 
por concepto de auxilio de cesantía, 14 días por concepto de 
vacaciones no disfrutadas, la Regalía Pascual del año 1961, 
tomando como base el salario de RD$2.50 diarios; Tercero: 
Condena, a la Compañía demandada a pagar al trabajador 
reclamante una suma igual a los salarios que habría reci-
bido dicho trabajador desde el día de su demanda, hasta 
le fecha de la sentencia definitiva dictada en última instan-
cia, sin exceder a los salarios de 3 meses; Cuarto: Ordena, 
que la Compañía demandada entregue al trabajador de_ 
mandante la constancia relativa a la suma que le corres-
ponde por concepto de Regalía Pascual del año en curso; 
Quinto: Condena, a la parte que sucumbe al pago de los 
costos"; b) que sobre recursos de apelación interpuestos 



  

1296 	 BOLETÍN JUDICIAL 
	

BOLETÍN JUDICIAL 
	

• 

 

        

 

por Materiales de Construcción, C. por A., la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó la sentencia ahora impugnada que tiene el dis-
positivo siguiente: "Falla: Primero: Fusiona los seis recur-
sos de apelación interpuestos por la Materiales de Construc-
ción, C. por A., contra las sentencias de fechas 17 y 21 de. 
mayo de 1962, dictadas por el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, en provecho de Manuel Pineda, Jo-
sé Berroa, Bonifacio Alcántara, Francisco Castro, Elpidio 
Ramírez Bautista y Cecilio Bello, cuyos dispositivos han si-
do copiados en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Declara regulares y válidos, en cuanto a la forma, dichos 
recursos de apelación; Tercero: Rechaza, relativamente al 
fondo, los referidos recursos de alzada, por improcedentes 
y mal fundados, y, en consecuencia, confirma en todas sus 
partes las sentencias impugnadas; Cuarto: Condena a Ma_ 
teriales de Construcción, C. por A., parte sucumbiente, al 
pago de las costas del procedimiento, tan solo en un cin_ 
cuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del Có-
digo de Trabajo y 52-moda de la Ley No. 637, sobre Contra._ 
tostos de Trabajo, vigente; ordenándose su 'distracción en 
provecho del doctor Porfirio L. Balcácer R., abogado que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación la re-
currente alega contra la sentencia impugnada los siguien_ 
tes medios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos 
(violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil); Segundo Medio: Violación de las reglas de la prueba, 
es decir, de los artículos 1315 del Código Civil, y 47 y si-
guientes y 57 de la ley 637 sobre Contratos de Trabajo; 
Tercer Medio: Falta de base legal y de motivos (violación 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y 7, 8 
y 9 del Código de Trabajo; 

Considerando que en los tres medios reunidos la recu_ 
rrente alega, en resumen, que la sentencie impugnada des- 
naturalizó los hechos de la causa al dar por comprobado 

que la tarea de construcción, acondicionamiento y repara-
ción de techos constituyen actividades normales, constan-
tes y uniformes de ella, cuando esos hechos no fueron re-
cogidos en ninguna de las medidas de instrucción realiza-
das previamente al fallo del fondo del asunto, sino, que 
por el contrario, de la deposición de les testigos se des_ 
prende, que los trabajos que realizaban los recurridos ca-
1 acterizan contratos para obra determinada; que, la Cáma-
ra a_qua, violó el artículo 1315 del Código Civil, al dar por 
admitido que el contrato que ligaba a los litigantes era un 
contrato por tiempo indefinido, cuando esa prueba no fue 
aportada, como no fue aportada tampoco la prueba del des-
pido de los trabajadores; que, la sentencia impugnada, al 
dar por establecido que las labores de construcción, acon-
dicionamiento y reparación de techos, realizados por la em_ 
presa, constituyen actividades constantes, normales y uni-
formes de ésta, aplicó incorrectamente los artículos 7, 8 
y 9 del Código de Trabajo; pero, 

Considerando que la Cámara a-qua, para declarar que 
a los trabajadores los ligaba con la empresa un contrato 
por tiempo indefinido, comprobó mediante la soberana pon_ 
aeración de los elementos de prueba sometidos en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que las actividades 
normales, constantes y uniformes de la Materiales de Cons-
trucción, C. por A., consisten en la venta de materiales de 
construcción, y, en la construcción, acondicionamiento y re_ 
paración de techos; b) que los trabajadores desempeñaban 
las funciones de técnicos en filtración de techos, uno, y los 
(lemas, de peones en construcción y acondicionamiento de 
techos; c) que trabajaban todos los días laborables, excep-
to los días que llovía o se trasladaban los equipos de un lu-
gar a otro, suspensiones éstas convenidas tácitamente entre 
las partes; d) que los obreros nunca trabajaron al servicio 
de otra empresa; e) que desde los primeros días del mes 

'de febrero de 1962, la empresa decidió unilaterialmente no 
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por Materiales de Construcción, C. por A., la Cámara de 
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó la sentencia ahora impugnada que tiene el dis-
positivo siguiente: "Falla: Primero: Fusiona los seis recur-
sos de apelación interpuestos por la Materiales de Construc-
ción, C. por A., contra las sentencias de fechas 17 y 21 de. 
mayo de 1962, dictadas por el Juzgado de Paz de Trabajo 
del Distrito Nacional, en provecho de Manuel Pineda, Jo_ 
sé Berroa, Bonifacio Alcántara, Francisco Castro, Elpidio 
Ramírez Bautista y Cecilio Bello, cuyos dispositivos han si-
do copiados en parte anterior del presente fallo; Segundo: 
Declara regulares y válidos, en cuanto a la forma, dichos 
recursos de apelación; Tercero: Rechaza, relativamente al 
fondo, los referidos recursos de alzada, por improcedentes 
y mal fundados, y, en consecuencia, confirma en todas sus 
partes las sentencias impugnadas; Cuarto: Condena a Ma_ 
teriales de Construcción, C. por A., parte sucumbiente, al 
pago de las costas del procedimiento, tan solo en un cin_ 
cuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del Có-
digo de Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 637, sobre Contra.. 
tostos de Trabajo, vigente; ordenándose su distracción en 
provecho del doctor Porfirio L. Balcácer R., abogado que 
afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que en su memorial de casación la re-
currente alega contra la sentencia impugnada los siguien_ 
tes medios: Primer Medio: Desnaturalización de los hechos 
(violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil); Segundo Medio: Violación de las reglas de la prueba, 
es decir, de los artículos 1315 del Código Civil, y 47 y si-
guientes y 57 de la ley 637 sobre Contratos de Trabajo; 
Tercer Medio: Falta de base legal y de motivos (violación 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y 7, 8 
y 9 del Código de Trabajo; 

Considerando que en los tres medios reunidos la recu_ 
rrente alega, en resumen, que la sentencie impugnada des-
naturalizó los hechos de la causa al dar por comprobado 

que la tarea de construcción, acondicionamiento y repara-
ción de techos constituyen actividades normales, constan-
tes y uniformes de ella, cuando esos hechos no fueron re-
cogidos en ninguna de las medidas de instrucción realiza-
das previamente al fallo del fondo del asunto, sino, que 
por el contrario, de la deposición de les testigos se des_ 

, prende, que los trabajos que realizaban los recurridos ca-
racterizan contratos para obra determinada; que, la Cáma-
ra a-qua, violó el artículo 1315 del Código Civil, al dar por 
admitido que el contrato que ligaba a los litigantes era un 
contrato por tiempo indefinido, cuando esa prueba no fue 
aportada, como no fue aportada tampoco la prueba del des-
pido de los trabajadores; que, la sentencia impugnada, al 
dar por establecido que las labores de construcción, acon-
dicionamiento y reparación de techos, realizados por la em-
presa, constituyen actividades constantes, normales y uni-
formes de ésta, aplicó incorrectamente los artículos 7, 8 
y 9 del Código de Trabajo; pero, 

Considerando que la Cámara a-qua, para declarar que 
a los trabajadores los ligaba con la empresa un contrato 
por tiempo indefinido, comprobó mediante la soberana pon_ 
deración de los elementos de prueba sometidos en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente: a) que las actividades 
normales, constantes y uniformes de la Materiales de Cons-
trucción, C. por A., consisten en la venta de materiales de 
construcción, y, en la construcción, acondicionamiento y re_ 
paración de techos; b) que los trabajadores desempeñaban 
las funciones de técnicos en filtración de techos, uno, y los 
demás, de peones en construcción y acondicionamiento de 
techos; c) que trabajaban todos los días laborables, excep-
to los días que llovía o se trasladaban los equipos de un lu-
gar a otro, suspensiones éstas convenidas tácitamente entre 
las partes; d) que los obreros nunca trabajaron al servicio 
de otra empresa; e) que desde los primeros días del mes 

"de febrero de 1962, la empresa decidió unilaterialmente no 
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parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a 
la Materiales de Construcción, C. por A., parte que sucum-
be, al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. 

porfirio L. Balcácer R., abogado de los recurrentes, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

lirob 	(Firmados): Heriberto Núñez.— Alfredo Conde Pau- 
las.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz.—
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo.— Secreta_ 
rio General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_ 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General. qtu 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo, 
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ocupar más a los trabajadores demandantes, lo cual equi_ 
vale a un despido; 

Considerando que lo antes transcrito muestra que lo 
que realmente critica la recurrente es la interpretación que 
ha dado el Juez a-quo a los hechos y circunstancias de la 
causa, lo que escapa a la censura de la casación, confun-
diéndola con la desnaturalización de los hechos, la cual 
supone que a los hechos establecidos se ha atribuido un sen_ 
tido distinto del que le es apropiado; que, asimismo, pone 
de manifiesto lo anteriormente copiado, que fue aportada 
al Juez a-quo la prueba de la naturaleza del contrato, así 
como la del despido de los trabajadores; que, por otra par-
te, de lo que se acaba de exponer se desprende, que la sen_ 
tencia impugnada contiene motivos suficientes que justifi-
can su dispositivo, así como una exposición completa de los 
hechos y circunstancias de la causa que han permitido ve-
rificar que el Tribunal a-quo ha justificado legalmente su 
decisión; 

Considerando por último, que en la parte final del se-
gundo medio, el recurrente invoca la violación de los ar-
tículos 47 y siguientes y 57 de la Ley 637 sobre Contratos 
de Trabajo, sin explicar en qué consisten las alegadas vio_ 
laciones; 

Considerando que no basta la simple enunciación de 
los textos legales y los principios jurídicos cuya violación 
se invoca; es indispensable además, que el recurrente des-
envuelva aunque sea de una manera sucinta el medio pro-
puesto, señalando en qué forma la sentencia incurrió en la 
violación apuntada; que, por tales razones, los medios que 
se examinan carecen de fundamento y deben ser desesti_ 
tnados; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Materiales de Construcción, C. por 
A., contra sentencia pronunciada por la Camara de Trabajo 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
en fecha 9 de agosto de 1962, cuyo dispositivo se copia en 
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ocupar más a los trabajadores demandantes, lo cual equi_ 
vale a un despido; 

Considerando que lo antes transcrito muestra que lo 
que realmente critica la recurrente es la interpretación que 
ha dado el Juez a-quo a los hechos y circunstancias de la 
causa, lo que escapa a la censura de la casación, confun-
diéndola con la desnaturalización de los hechos, la cual 
supone que a los hechos establecidos se ha atribuido un sen_ 
tido distinto del que le es apropiado; que, asimismo, pone 
de manifiesto lo anteriormente copiado, que fue aportada 
al Juez a-quo la prueba de la naturaleza del contrato, así 
como la del despido de los trabajadores; que, por otra par-
te, de lo que se acaba de exponer se desprende, que la sen_ 
tencia impugnada contiene motivos suficientes que justifi-
can su dispositivo, así como una exposición completa de los 
hechos y circunstancias de la causa que han permitido ve-
rificar que el Tribunal a_quo ha justificado legalmente su 
decisión; 

Considerando por último, que en la parte final del se-
gundo medio, el recurrente invoca la violación de los ar-
tículos 47 y siguientes y 57 de la Ley 637 sobre Contratos 
de Trabajo, sin explicar en qué consisten las alegadas vio_ 
laciones; 

Considerando que no basta la simple enunciación de 
los textos legales y los principios jurídicos cuya violación 
se invoca; es indispensable además, que el recurrente des-
envuelva aunque sea de una manera sucinta el medio pro-
puesto, señalando en qué forma la sentencia incurrió en la 
violación apuntada; que, por tales razones, los medios que 
se examinan carecen de fundamento y deben ser desesti_ 
mados; 

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de 
casación interpuesto por Materiales de Construcción, C. por 
A., contra sentencia pronunciada por la Camara de Trabajo 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, 
en fecha 9 de agosto de 1962, cuyo dispositivo se copia en 
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parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena a 
la Materiales de Construcción, C. por A., parte que sucum-
be, al pago de las costas, distrayéndolas en provecho del Dr. 
Porfirio L. Balcácer R., abogado de los recurrentes, quien 
afirma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados): Heriberto Núñez.— Alfredo Conde Pau-
sas.— Manuel D. Bergés Chupani.— Guarionex A. García 
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Pedro María Cruz .— 
Rafael Richiez Saviñón.— Ernesto Curiel hijo.— Secreta_ 
rio General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General. qut 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo, 
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia , regularmente constituida por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Dulue, Primer Sustituto de 
Presidente; Heriberto Núñez, Segundo Sustituto de Presi_ 
dente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, Luis Gó-
mez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Se_ 
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
30 de octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 101' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esteban 
Almonte Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Joba.Gaspar Hernández, 
cuya cédula personal de identidad no consta en el expe-
diente, contra sentencia dictada en fecha 2 de mayo de 
1963, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Recurrente: Esteban Almonte Sánchez. 

Materia: Correccional (Robo de animales en los campos). 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Espaillat, de fecha 2 de mayo de 196, 

SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DEL 1963 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dqminicana. 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo; en fecha 11 de mayo de 
1963, a requerimiento del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 29 del corriente mes de 
octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema Cor_ 
te de Justicia, por medio del cual integra en su calidad 
de Presidente, la indicada Corte, conjuntamente con los 
Magistrados Milcíades Duluc, Heriberto Núñez y Alfredo 
Conde Pausas, para la deliberación y fallo del presente re-
curso, de conformidad con la Ley 684, de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 388, párrafo 1, 401 y 463, es_ 
cala Eta. del Código Penal y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
19 de abril de 1963 presentó querella Sergio Hernández 
por ante el Jefe de Puesto, P. N. de Gaspar Hernández, 
en contra del nombrado Esteban Almonte Sánchez por ro. 
bo de un cerdo, propiedad del querellante; b) que por es-
te delito, de violación al artículo 401 del Código Penal 
(robo de un marrano) conoció el Juzgado de Paz del Mu-
nicipio de Gaspar Hernández, y por el cual se dictó sen_ 
tencia, con el siguiente dispositivo: "Falla: Que debe conde-
nar, como al efecto condena al nombrado Esteban Almonte 
Sánchez, de generales anotadas, a sufrir la pena de un mes 
de prisión correccional y al pago de una multa de veinte y 
cinco pesos oro, más el pago de las costas procesales, por el 
delito de haber sustraído un marrano al señor Sergio Her-
nández"; c) que contra la anterior sentencia el prevenido 
Esteban Almonte Sánchez, interpuso recurso de apelación, 
por no encontrarse conforme con la misma; y apoderado 
del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju_ 
dicial de Espaillat, dictó en fecha 2 de mayo de este año en 

curso, la sentencia ahora impugnada, con el dispositivc 
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE OCTUBRE DEL 1963 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera . Instancia del Distrito 

Judicial de Espaillat, de fecha 2 de mayo de 196,2 , 

Materia: Correccional (Robo de animales en los campos). 

Recurrente: Esteban Almonte Sánchez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana . 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia , regularmente constituída por los Jueces Vetilio A. 
Matos, Presidente; Milcíades Dulue, Primer Sustituto de 
Presidente; Heriberto Núñez, Segundo Sustituto de Presi_ 
dente; Alfredo Conde Pausas, Manuel D. Bergés Chupani, 
Guarionex A. García de Peña, Pedro María Cruz, Luis Gó-
mez Tavárez y Rafael Richiez Saviñón, asistidos del Se_ 
eretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 
30 de octubre de 1963, años 120' de la Independencia y 101' 
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esteban 
Almonte Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado y residente en Joba_ Gaspar Hernández, 
cuya cédula personal de identidad no consta en el expe-
diente, contra sentencia dictada en fecha 2 de mayo de 
1963, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Espaillat, en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del Tribunal a-quo; en fecha 11 de mayo de 
1963, a requerimiento del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación; 

Visto el auto dictado en fecha 29 del corriente mes de 
octubre, por el Magistrado Presidente de la Suprema Cor-

te de Justicia, por medio del cual integra en su calidad 
de Presidente, la indicada Corte, conjuntamente con los 
Magistrados Milcíades Duluc, Heriberto Núñez y Alfredo 
Conde Pausas, para la deliberación y fallo del presente re-
curso, de conformidad con la Ley 684, de 1934; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 388, párrafo 1, 401 y 463, es_ 
cala 6ta. del Código Penal y 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
19 de abril de 1963 presentó querella Sergio Hernández 
por ante el Jefe de Puesto, P. N. de Gaspar Hernández, 
en contra del nombrado Esteban Almonte Sánchez por ro. 
bo de un cerdo, propiedad del querellante; b) que por es-
te delito, de violación al artículo 401 del Código Penal 
(robo de un marrano) conoció el Juzgado de Paz del Mu-
nicipio de Gaspar Hernández, y por el cual se dictó sen_ 
tencia, con el siguiente dispositivo: "Falla: Que debe conde-
nar, como al efecto condena al nombrado Esteban Almonte 
Sánchez, de generales anotadas, a sufrir la pena de un mes 
de prisión correccional y al pago de una multa de veinte y 
cinco pesos oro, más el pago de las costas procesales, por el 
delito de haber sustraído un marrano al señor Sergio Her-
nández"; e) que contra la anterior sentencia el prevenido 
Esteban Almonte Sánchez, interpuso recurso de apelación, 
por no encontrarse conforme con la misma; y apoderado 
del caso el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju_ 
dicial de Espaillat, dictó en fecha 2 de mayo de este año en 
curso, la sentencia ahora impugnada, con el dispositivc 
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que a continuación se expresa: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto 
por el prevenido Esteban Almonte Sánchez, contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Paz de Gaspar Hernández, 
en fecha 22 del mes de abril de 1963, que lo condenó a su_ 
frir la pena de un mes de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$25.00, por el delito de robo de ani-
males en los campos, en perjuicio de Sergio Hernández, en 
cuanto a la fornla; SEGUNDO: En cuantc, al fondo modi-
fica la susodicha sentencia en el sentido de condenar a di_ 
cho prevenido Esteban Almonte Sánchez, a sufrir la pena 
de diez días de prisión correccional y al pago de una multa 
de RD$10.00; TERCERO: Le condena además, al pago de 
las costas del recurso"; 

Considerando que, el Juzgado a-quo dió por estableci-
do, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente aportados a la instrucción de la 
causa, que en el mes de abril de 1963, Esteban Almonte 
Sánchez, sustrajo un cerdo que tenía Sergio Hernández, en 
la sección de Jobo Arriba, Municipio de Gaspar Hernández 
y, después de apropiárselo lo señaló en la oreja izquierda 
y también lo castró; 

Considerando que los hechos y circunstancias así com_ 
probados y admitidos se encuentran reunidos los elemen-
tos que caracterizan el delito de robo de un cerdo en los 
campos, puesto a cargo del prevenido, conforme al artículo 
288 del Código Penal; que, en consecuencia al declarar el 
Juzgado a-quo, culpable a dicho prevenido de ese delito, 
le dió a los hechos la calificación legal que les correspon_ 
de y, al condenarlo a diez días de prisión correccional y 
diez pesos de multa, acogiendo en su 'favor circunstancias 
atenuantes, según el artículo 463 del mismo Código Penal, 
hizo una correcta aplicación de los textos legales citados; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al  

interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Esteban Almonte Sánchez, contra 
lentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 2 de mayo de 1963, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen_ 
te fallo; y, Segundo: Condena a dicho recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.— He-
riberto Núñez.— Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Guarionex A. García de Peña.— Pedro Ma_ 
ría Cruz.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
fión.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General, que 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 
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que a continuación se expresa: "FALLA: PRIMERO: De-
clara bueno y válido el recurso de apelación interpuesto 
por el prevenido Esteban Almonte Sánchez, contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Paz de Gaspar Hernández, 
en fecha 22 del mes de abril de 1963, que lo condenó a su_ 
frir la pena de un mes de prisión correccional y al pago 
de una multa de RD$25.00, por el delito de robo de ani-
males en los campos, en perjuicio de Sergio Hernández, en 
cuanto a la forma; SEGUNDO: En cuanto, al fondo modi-
fica la susodicha sentencia en el sentido de condenar a di_ 
cho prevenido Esteban Almonte Sánchez, a sufrir la pena 
de diez días de prisión correccional y al pago de una multa 
de RD$10.00; TERCERO: Le condena además, al pago de 
las costas del recurso"; 

Considerando que, el Juzgado a-quo dió por estableci-
do, mediante la ponderación de los elementos de prueba 
que fueron regularmente aportados a la instrucción de la 
causa, que en el mes de abril de 1963, Esteban Almonte 
Sánchez, sustrajo un cerdo que tenía Sergio Hernández, en 
la sección de Jobo Arriba, Municipio de Gaspar Hernández 
y, después de apropiárselo lo señaló en la oreja izquierda 
y también lo castró; 

Considerando que los hechos y circunstancias así com_ 
probados y admitidos se encuentran reunidos los elemen-
tos que caracterizan el delito de robo de un cerdo en los 
campos, puesto a cargo del prevenido, conforme al artículo 
288 del Código Penal; que, en consecuencia al declarar el 
Juzgado a-quo, culpable a dicho prevenido de ese delito, 
le dió a los hechos la calificación legal que les correspon-
de y, al condenarlo a diez días de prisión correccional y 
diez pesos de multa, acogiendo en su favor circunstancias 
atenuantes, según el artículo 463 del mismo Código Penal, 
hizo una correcta aplicación de los textos legales citados; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al  

interés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Esteban Almonte Sánchez, contra 
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Espaillat, en fecha 2 de mayo de 1963, 
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presen_ 
te fallo; y, Segundo: Condena a dicho recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados): Vetilio A. Matos.— Milcíades Duluc.— He-
riberto Núñez.— Alfredo Conde Pausas.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Guarionex A. García de Peña.— Pedro Ma_ 
ría Cruz.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
iión.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.— 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au. 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue 
firmada, leída y publicada por mí,Secretario General, que 
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.— 



i,abor de la Suprema Corte de Justicia, durante el me, 
de octubre de 1963. 

NOVIEMBRE, 1963 No. 640 

    

    

're AÑO LIV 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 12 
Recursos de casación civiles fallados  	8 
Recursos de casación penales conocidos 	 12 
Rerarsos de casación penales fallados 	 19 
Recursos de casación en materia de habeas corpus 

conocidos  	1 
Recursos de casación en materia de habeas corpus 

fallados 	  
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza conocidos  	2 
Recursos de apelación sobre libertad provisional 

bajo fianza fallados  	2 
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic- 

tados  	1 
Suspensiones de ejecución de sentencias  	1 
Declinatorias  	3 
Desistimientos  	3 
Resoluciones ordenando la libertad provisional 

por haberse prestado la fianza  	3 
Juramentación de Abogados 	  3 
Nombramientos de Notarios 	  5 
Resoluciones Administrativas 	  16 
Autos autorizando emplazamientos 	  12 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 51 
Autos fijando causas 	  24 

Total 	  178 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 
Santo Domingo, D. N., 
31 de octubre de 1963. 
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